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                                            INTRODUCCIÓN 
 
El presente trabajo tiene por finalidad dar a conocer las deficiencias que presenta el 
régimen legal -sociedad conyugal- en nuestro país, y que de alguna u otra manera son 
salvados por la Ley Nº19.335 al incorporar, en el año 2004, un nuevo régimen 
patrimonial del matrimonio, a saber, el régimen de participación en los gananciales. 
En nuestro país existen tres tipos de regímenes matrimoniales: el de comunidad o 
sociedad conyugal, el de separación de bienes y el de participación en los gananciales, 
siendo este último el más nuevo de todos1. Los tres regímenes, antes mencionados, 
tienden a parecerse por cuanto la protección que se da en cada uno de ellos lo es 
tanto para los cónyuges, en especial para el más débil, así como para los terceros que 
se involucren en este de alguna u otra manera. 
Es así como en el desarrollo de este trabajo el lector podrá contar en primer lugar 
con un capítulo que hace una referencia, más o menos ligera, a los regímenes 
patrimoniales existentes en nuestra legislación, realizada sin una detención exagerada 
para no perder el objetivo principal de este trabajo. En el Capítulo II haremos una 
reseña más significativa del régimen de sociedad conyugal. Luego, daremos a 
conocer, en el capítulo III, a grosso modo, la innovación que trajo consigo la Ley 
Nº19.335 a los regímenes patrimoniales del matrimonio vigentes hasta entonces.  El 
capítulo IV, mostrará las ventajas y desventajas que presentan tanto la sociedad 
conyugal como la participación en los gananciales, en donde el lector ya podrá darse 
cuenta claramente, de cuál es el régimen que en la práctica presenta menos 
problemas. 
Finalmente, el capítulo V, abarcará los defectos que presenta la sociedad conyugal, 
con sus respectivas críticas las que serán respaldadas con alguna jurisprudencia 
suscitada en torno a ello.  
Esta tesis finaliza con las conclusiones pertinentes que la Sociedad conyugal y la 
Participación en los gananciales como regímenes patrimoniales del matrimonio nos 
merecen. 
                                                          
1 La ley Nº 19.335, publicada en el Diario Oficial de fecha 23 de septiembre de 1994, y que entró en 
vigencia el 24 de diciembre del mismo año, incorporó en nuestro Derecho de Familia un nuevo 
régimen patrimonial del matrimonio, alternativo al de la sociedad conyugal, denominado régimen de 
participación en los gananciales. 
Estimamos prudente advertir que quizás en el desarrollo de este trabajo, el lector se 
dará cuenta que hay cosas que se repiten en los distintos capítulos, o que 
sencillamente en ellos se han mencionado materias que ya fueron tratadas en su 
oportunidad. La finalidad al respecto no ha sido otra que tratar de explicar de un 
modo más didáctico como es que operan los dos regímenes patrimoniales que 
hicieron posible la realización de este trabajo. 








                                               










                                             CAPÍTULO I 
                                 NOCIONES GENERALES 
No caben reparos en sostener que la familia fundada en el matrimonio es un bien 
fundamental y constituye una comunidad de vida que da lugar a diversos efectos de 
gran importancia, los que atañen tanto el plano personal de los cónyuges como lo 
que diga relación con el patrimonio de éstos -siendo estos últimos los que nos 
interesa para el desarrollo del tema-, aspectos que los contrayentes deben tener en 
consideración a la hora de contraer dicho vínculo, pues mediante él se entiende que 
están asumiendo públicamente todas las responsabilidades y obligaciones que se 
producirán en consecuencia. 
1. REGÍMENES PATRIMONIALES. 
 
1.1 Definición. 
                             ¿Qué entendemos por régimen matrimonial?  
En palabras simples los regímenes matrimoniales, o también llamados regímenes 
patrimoniales del matrimonio, son sistemas que regulan las relaciones económicas 
que se generan con motivo del matrimonio.  
 
El profesor Hernán Troncoso Larrondo nos señala que toda comunidad de vida, de 
cualquier naturaleza que ella sea, genera alguna forma de relación de intereses y 
numerosas cuestiones relativas a ellos, que el legislador debe prever y reglamentar. El 
matrimonio, por presentar precisamente dicha característica, no escapa a esta regla, 
produciendo efectos respecto de los bienes como consecuencia de la vida en común 
que origina. El legislador ha tenido que reglamentar estos efectos del matrimonio 
respecto de los bienes y el conjunto de normas relativas a ello constituyen lo que se 
llama régimen matrimonial. 
 
1.2 Clasificación. 
Cuando un hombre y una mujer se casan ante el oficial del Registro Civil, los novios 
deben optar libre y voluntariamente a cuál sistema de administración de bienes 
desean acogerse. 
El art. 29 Nº2 de la Ley Nº 19.335 agrega al art. 10 de la Ley de Matrimonio Civil el 
siguiente inciso 1º, pasando el actual al ser inciso 2º: “En el acto de la manifestación del 
matrimonio, el oficial del Registro Civil deberá entregar a los futuros contrayentes información verbal 
o escrita respecto de los distintos regímenes patrimoniales del matrimonio. La infracción no producirá 
nulidad del matrimonio ni del régimen matrimonial, sin perjuicio de sancionar al oficial registro civil 
de acuerdo con el Estatuto Administrativo”.  
El art. 30 de la Ley Nº 19.335 también participa de esto y agrega el siguiente inciso 3º 
al art. 38 de la Ley sobre Registro Civil: “El Oficial del Registro Civil manifestará, también, 
a los contrayentes, que pueden celebrar los pactos a que se refiere el inciso anterior y que si no lo 
hacen o nada dicen al respecto, se entenderán casados en régimen de sociedad conyugal”.  
 
Existen diversos regímenes matrimoniales en la legislación universal, entre los que 
podemos destacar los siguientes: 
- Comunidad. 
- Separación de bienes. 
- Participación en los gananciales. 
- Sin comunidad. 
- Dotal. 
 
Si bien existen, a juicio de varios autores, diversos regímenes patrimoniales en la 
legislación chilena, nuestro derecho solo admite los siguientes: el de comunidad o 
sociedad conyugal, el de separación de bienes y el de participación en los gananciales 
-creado recientemente- . 
 
1.3 Coexistencia de varios regímenes. 
 
a) Régimen de Sociedad conyugal: También conocido como comunidad de 
bienes, es aquél régimen en que todos los bienes de los cónyuges que son aportados 
al matrimonio o adquiridos durante él, pasan a constituir una masa o fondo común, 
es decir, el patrimonio de cada cónyuges se une formando uno solo y que se divide 
entre ellos, en partes iguales, una vez disuelta la comunidad.  
 
El marido pasa a ser el jefe de la sociedad y es el único que puede administrar los 
bienes que la integran –potestad entregada por mandato legal-. Para cualquier 
operación relativa a los bienes conyugales, necesita de la autorización de la mujer.  
 
Puede ser pactada expresamente por los cónyuges antes del matrimonio, puede tener 
origen convencional en el caso de los matrimonios celebrados en el extranjero, pero 
no es posible pactarla en sustitución de la separación total de bienes ni de la 
participación en los gananciales. 
 
b) Régimen de Separación de Bienes: Es todo lo contrario al régimen antes 
mencionado. Aquí no se forma ningún patrimonio común, si no que se diferencia 
claramente la existencia de dos patrimonios: el del marido y el de la mujer. Cada 
cónyuge, por tanto, conserva el dominio de los bienes que poseía al contraer 
matrimonio y de los que durante él adquiera, los que administra y goza con absoluta 
independencia. De esta forma, cada cónyuge responde de sus propias obligaciones. 
En palabras coloquiales, se reflejaría en la siguiente frase: “lo que es mío es mío y lo 
que es tuyo es tuyo”.  
 
Puede ser total o parcial. 
- La separación total comprende o afecta todos los bienes de los cónyuges. 
- La separación parcial comprende algunos de los bienes de los cónyuges. 
 
Puede convenirse antes del matrimonio -en las capitulaciones prematrimoniales-, 
durante el matrimonio -en las capitulaciones matrimoniales-, durante la sociedad 
conyugal en sustitución de ésta y durante el régimen de participación en los 
gananciales en sustitución de éste. 
 
c) Régimen de Participación en los Gananciales: Se caracteriza por 
combinar los dos regímenes anteriores.  
 
Durante la vigencia del matrimonio, se considera como separación de bienes, porque 
los patrimonios del marido y de la mujer se mantienen separados y cada uno 
administra, goza y dispone libremente de lo suyo. La diferencia va a surgir a la hora 
de ponerle término al régimen, porque en este caso, los gananciales adquiridos por 
uno y por otro pasan a constituir una masa común para el sólo efecto de su 
liquidación y división entre ellos, o sea, el cónyuge que adquirió bienes de mayor 
valor debe compensar al que obtuvo menos, para que ambos queden en una 
situación de igualdad.  
 Universalmente puede tener dos variantes: 
- De comunidad diferida. 
- Sistema crediticio: al final del matrimonio el cónyuge que obtuvo menos tiene 
un crédito o derecho de carácter dinerario en contra del otro cónyuge -en 
principio se trata de dinero, pero la ley expresamente permite que se puedan 
hacer daciones en pago-. Esta es la modalidad que se empleó en Chile.  
 
Puede ser pactado en las mismas ocasiones que el régimen de separación total de 
bienes, es decir, en las capitulaciones prematrimoniales, en las matrimoniales y 
durante el matrimonio en sustitución de la sociedad conyugal y del régimen de 
separación total de bienes. 
 
2. RÉGIMEN DE BIENES DEL MATRIMONIO EN LA LEGISACIÓN 
CHILENA. 
EN Chile no existe Código de la familia. Las relaciones entre cónyuges y entre padres 
e hijos están reglamentadas, básicamente, en el Código Civil. Este cuerpo legal es uno 
de los más antiguos de América Latina: fue promulgado el 14 de diciembre de 1855 y 
entró en vigencia el 1º de enero de 1857.  
El Código Civil original, siguiendo la tendencia española, no consagró la libre 
elección de los cónyuges respecto del régimen matrimonial, estableciendo como 
régimen obligatorio el de la sociedad conyugal como se desprende de la mención que 
hace el inciso primero del artículo 135, esto es, por el hecho del matrimonio se 
contrae sociedad de bienes entre los cónyuges, y toma el marido la administración de 
los de la mujer, según las reglas que se expondrán en el título De la sociedad 
conyugal. Sólo excepcionalmente, a modo de sanción o como consecuencia del 
divorcio, se produce el efecto de la separación total de bienes.  
Convencionalmente, en las capitulaciones matrimoniales, los cónyuges sólo podían 
pactar separación parcial de bienes.  
El marido casado en sociedad conyugal administraba sin restricciones los bienes 
sociales, inclusos los raíces, y la mujer carecía, incluso, de la facultad de administrar 
los bienes provenientes de su actividad económica, la que realiza con independencia 
del marido. 
Con el transcurso del tiempo y los cambios que, producto de la evolución, iba 
experimentando la sociedad, se hizo necesario modificar el estatuto jurídico, y dictar 
uno que sea capaz de adecuarse a la realidad y a la idiosincrasia social; que deje atrás 
la visión retrograda que se tenía de la pareja en aquellos tiempos, y que sea capaz de 
equilibrar las posiciones de quienes participan en una misma situación subjetiva.  
Conforme a nuestra cultura jurídica-social, es indiscutible que el hombre y la  mujer 
desempeñan roles y funciones muy diversas en el matrimonio y que, por lo mismo, la 
ley debe amparar a la mujer, en cuanto sobre ella recae la carga más pesada para el 
buen funcionamiento de la familia2. 
Producto todo lo anterior,  la Ley Nº 5.521 de 1934, la Ley Nº 7.612 de 1943 y la Ley 
Nº 10.271 de 1952, introdujeron algunas reformas al régimen original. Desde ese 
momento la situación cambió3. El régimen de sociedad conyugal quedó solamente 
como régimen legal matrimonial, es decir, surge por el sólo ministerio de la ley, 
siempre que al contraerse matrimonio no se pacte separación de bienes. 
La tendencia actual en nuestra legislación es el principio de libertad de elección del 
régimen matrimonial, al incorporarse el año 1994 por la Ley Nº 19.335 el régimen de 
participación en los gananciales. Así, los cónyuges pueden contraer matrimonio bajo 
sociedad conyugal, separación total o parcial de bienes o participación en los 
gananciales. Sin perjuicio de lo anterior, el régimen patrimonial común del 
matrimonio es el de Sociedad Conyugal, luego, puede decirse que, si los contrayentes 
nada dicen, respecto al régimen bajo el cual contraerán matrimonio, se entenderán 
casados bajo dicho estatuto, al que la doctrina también ha denominado Régimen de 
Comunidad de Gananciales.  
Los tres regímenes tienden a parecerse porque la protección se da tanto para los 
cónyuges, en especial para el más débil, como también para los terceros que 
contraten con la pareja o con cada cónyuge por separado.  
                                                          
2Si bien, esta circunstancia puede parecer no ideal a la hora de aspirar a una igualdad de roles en la 
pareja, lo cierto es que en nuestro estado, aún en constante evolución, estas funciones están 
completamente asumidas en la mayor parte de las parejas matrimoniales. 
3 Las principales modificaciones que ha sufrido se refieren a la situación jurídica de la mujer casada. 
El régimen de bienes implica adoptar algunas alternativas al menos en los siguientes 
aspectos: primero, en cuanto a la posición relativa del marido y de la mujer en la 
economía de la familia; segundo, en cuanto a la propiedad de los bienes que poseen 
los cónyuges al momento de contraer matrimonio como los que adquieran con 
posterioridad; tercero, en cuanto a la administración de sus bienes, y por último, en 
cuanto a los derechos que tienen los cónyuges o sus herederos al finalizar el régimen 
de bienes. 
















                                         
 
                                           CAPÍTULO II 
                             DE LA SOCIEDAD CONYUGAL 
 1. ASPECTOS GENERALES. 
No hay definición legal de lo que sería la Sociedad Conyugal, por eso la doctrina 
tomando de base dos artículos del Código Civil, ha adoptado una definición de lo 
que se debe entender por tal régimen.  
El artículo 135 en su inciso primero dispone que “Por el hecho del matrimonio se contrae 
sociedad de bienes entre los cónyuges, y toma el marido la administración de los de la mujer, según las 
reglas que se expondrán en el título De la sociedad conyugal”. Esta norma se complementa 
con el artículo 1718 que agrega que “A falta de pacto en contrario se entenderá, por el mero 
hecho del matrimonio, contraída la sociedad conyugal con arreglo a las disposiciones de este título”.  
A este respecto se ha señalado que la sociedad conyugal es el régimen legal de bienes 
del matrimonio. Este régimen sería la regla general; es decir si los cónyuges antes o al 
momento de casarse no pactan separación de bienes o participación en los 
gananciales, automáticamente quedarán casados bajo el régimen de sociedad 
conyugal. Por consiguiente, se contrae sociedad conyugal por el solo hecho de 
matrimonio a falta de pacto en contrario. Sin embargo, al modificarse el Código Civil 
por la ley Nº 18.802, en cierto sentido se estableció un caso excepcional en que la 
sociedad conyugal no comienza con el matrimonio, sino con posterioridad. Esta 
situación se presenta respecto de quienes se hayan casado en país extranjero, en cuyo 
caso dichos cónyuges se miran como separados de bienes en nuestro país, salvo que 
“inscriban su matrimonio en el Registro de la Primera Sección de la Comuna de Santiago (del 
Registro Civil e Identificación), y pacten en ese acto sociedad conyugal, dejándose constancia de ello en 
dicha inscripción” como lo dispone el art. 135 inciso segundo del Código Civil. 
Exceptuando este caso especial, la sociedad conyugal sólo tiene origen en la voluntad 
tácita de los esposos al contraer  matrimonio, la que se deduce de que no pacten 
expresamente otro régimen de bienes. Si el matrimonio es declarado nulo, el art. 122 
nos señala que en este caso, no se formará sociedad conyugal y los bienes adquiridos 
durante el matrimonio nulo se regirán por las normas de la comunidad de bienes, 
salvo que se trate de un matrimonio putativo.  
Por lo anterior se concluye que los cónyuges estando casados, por distintas razones, 
pueden pasar de la sociedad conyugal al régimen de separación de bienes o al 
de participación en los gananciales pero no a la inversa. En tanto, sí pueden 
cambiar de separación de bienes a participación de gananciales y viceversa. 
Se dice que es un tipo de régimen de comunidad restringida de gananciales ¿por qué 
razón? Porque existe el concepto de bienes propios de cada cónyuge y de bienes 
sociales, que son administrados por el marido. Al momento de la disolución de la 
sociedad conyugal, se va a formar, entre los cónyuges, una comunidad respecto de 
los bienes que se adquirieron a título oneroso durante la vigencia de la misma, 
repartiéndose solo lo ganado y no así lo aportado. En este régimen el marido se tiene 
como dueño y administrador de todos los bienes de la sociedad. Además, administra 
los bienes de la mujer, lo que limita la autonomía de ésta y la libre disposición de sus 
bienes. 
1.1 Naturaleza jurídica. 
Varias explicaciones se han dado al respecto. Pese a que se le ha equiparado, en 
primer término con un contrato de sociedad, luego se le ha asimilado a la comunidad, 
y finalmente, también se ha señalado que sería una persona jurídica, ninguna de esas 
asimilaciones ha prosperado por las diversas razones que se han dado al respecto, las 
cuales no son objeto de nuestro estudio. 
Pero, ¿Qué sería entonces la sociedad conyugal?4 En consecuencia, gran parte de la 
doctrina se ha inclinado por señalar que la sociedad conyugal es una institución de 
naturaleza especial (sui generis) con características propias que la distinguen de toda 
otra.  
                                                          
4 En general, desde temprano, nuestra doctrina llegó a la conclusión, con argumentos similares, que se 
trataba de una institución sui generis. Esta es la opinión, por ejemplo, de Fernando Fueyo (1959), 
Barros (1931), César Frigerio(1995), Pablo Rodríguez (1996), René Ramos (2005), quienes sostienen 
que no estamos en presencia de una comunidad, pues la mujer no tiene derecho alguno sobre los 
bienes sociales, vigente el régimen y el marido es el dueño, respecto de terceros (arts. 1750 y 1752 del 
CC). Por la misma razón, descartan que estemos frente a una persona jurídica, por lo que entiende que 
se trata de una figura sui generis, con características propias, asemejándose, en todo caso, a un 
patrimonio de afectación.  
Una opinión similar sostienen, entre otros, Carlos López (2005), Eduardo Court (2009), quienes 
indican también que se trata de una institución sui generis, pero agregando la importante cuestión de 
que tampoco se le puede considerar un patrimonio de afectación, desde que el marido es dueño, 
respecto de los terceros, de los bienes sociales. Ciertamente, la discusión tiene larga data, pues puede 
remontarse a los primeros comentaristas del Derecho Civil francés.  
Luis Josserand concluye que se trata de un patrimonio de afectación, esto es, un 
conjunto de bienes aplicados a un fin determinado con un activo y un pasivo propio, 
en otras palabras es un patrimonio creado por la ley para hacer frente a obligaciones 
y también obtener utilidades y beneficios. 
Incluso, varias décadas atrás la Corte Suprema, en sentencia de casación de 31 de 
agosto de 1928, señala al respecto: “Que, como se ve, la sociedad conyugal es una 
sociedad ‘sui géneris’, muy diversa de las que reglamenta el Código mencionado en el 
Título XXVIII del Libro IV, puesto que es una entidad que no existe respecto de 
terceros, para los cuales sólo hay marido y mujer; se disuelve por la causales 
taxativamente enumerada en el artículo 1764 y durante su vigencia los bienes sociales 
se identifican, respecto de terceros, con los del marido”5. 
2. ADMINISTRACIÓN. 
Por ley es el marido el administrador de los bienes en la sociedad conyugal. La 
administración puede ser ordinaria o extraordinaria.  
2.1 Administración Ordinaria. 
Puede referirse a: 
a) los bienes sociales, o 
b) los bienes propios de la mujer. 
Sea que se refiera a los bienes sociales o a los bienes propios de la mujer, la 
administración le compete únicamente al marido, según se desprende de los artículos 
1749, 1752 y 1754 inciso final todos del Código Civil6.  
Con el paso del tiempo, el Derecho de Familia ha experimentado numerosas 
innovaciones especialmente en materia de regímenes patrimoniales. Una de las 
manifestaciones de estos cambios son producto de la creación de la Ley Nº 18.802 
del 9 de junio de 1989, que otorgó plena capacidad a la mujer casada bajo régimen de 
                                                          
5Revista de Derecho y Jurisprudencia. Tomo XXVI. Segunda Parte. Sección Primera. Pág. 522. 
6 Art. 1749: “El marido es jefe de la sociedad conyugal, y como tal administra los bienes sociales y los 
de su mujer,…”.  
Art. 1752: “La mujer por sí sola no tiene derecho alguno sobre los bienes sociales durante la sociedad, 
salvo en los casos del artículo 145”.  
Art 1754: “… La mujer, por su parte, no podrá enajenar o gravar ni dar en arriendo o ceder la tenencia 
de los bienes de su propiedad que administre el marido, sino en los casos de los arts. 138 y 138 bis”. 
sociedad conyugal y de la Ley Nº 19.335 del 23 de septiembre de 1994, que 
incorporó el régimen de participación en los gananciales y la institución de los bienes 
familiares respecto a la libertad que tienen los cónyuges para elegir su estatuto 
jurídico patrimonial. Lo anterior refleja una evolución legislativa, en virtud de la cual 
las facultades del marido, se han visto drásticamente disminuidas, producto de ciertas 
limitaciones que se han establecido, principalmente, a favor de la mujer, en 
comparación a los poderes absolutos que en algún momento tuvo sobre los bienes 
propios y los ajenos. Sin embargo, es perfectamente claro que, no obstante las 
precitadas leyes, si bien le otorgaron plena capacidad a la mujer casada bajo el 
régimen de sociedad conyugal, mantuvo la administración de los bienes sociales y de 
los suyos propios, aún en manos del marido, por lo que dicha modificación no fue 
suficiente para permitirle el pleno goce y ejercicio de sus derechos. 
La administración ordinaria de la sociedad conyugal la ejerce el marido en su calidad 
de jefe de ella, siempre que sea mayor de edad, pues en su defecto deberá designarse 
un curador, es decir, para ejercer la administración de la sociedad conyugal el marido 
debe ser capaz. Este carácter le corresponde de pleno derecho por la sola celebración 
del matrimonio y sin necesidad de ninguna estipulación al respecto -sin perjuicio de 
aquellos actos para los cuales requiere de la autorización de la mujer -.  
La mujer si bien carece de derechos reales sobre los bienes sociales, durante la 
vigencia de la sociedad conyugal, es un acreedor sobre el patrimonio de su marido, al 
cual pertenecen los bienes sociales y sobre el cual tiene una garantía general como 
todo acreedor personal, sin perjuicio de los otros derechos personales que la ley 
franquea.  
La función administrativa que debe emplear el marido comprende tres actividades 
diversas: por una parte, el manejo de los negocios sociales; por otra, la administración 
de los bienes propios de la mujer, salvo aquellos que ella administre por sí sola, y por 
último, la administración de sus propios bienes. Si bien el marido no está obligado a 
rendir cuenta de su administración, debe responder de culpa grave y dolo por los 
delitos y cuasidelitos que cometa en perjuicio de la mujer y de la sociedad durante tal 
gestión. La mala administración del marido puede llevar a la disolución de la sociedad 
conyugal por sentencia judicial que decrete la separación de bienes. 
La administración ordinaria, por regla general, se mantiene durante todo el tiempo en 
que dure la sociedad conyugal, pero ésta puede cesar antes en algunos casos, tales 
como la ausencia del marido, su caída en interdicción (caso en el cual entra a 
administrar extraordinariamente la mujer o un curador) o que sea declarado en 
quiebra (en cuyo caso la administración le corresponderá al síndico). 
Estas normas son de orden público por eso no pueden ser alteradas ni modificadas 
por los cónyuges en las capitulaciones matrimoniales. 
2.1.1 Administración ordinaria de los bienes sociales. 
Las disposiciones del Código en torno a considerar al marido como dueño exclusivo 
de los bienes sociales, durante la sociedad conyugal, con las consecuentes facultades 
de uso, goce y disposición sin limitación alguna, son discutibles, por cuanto después 
de la dictación del Código Civil se van introduciendo paulatinamente mayores 
obligaciones y limitaciones a su gestión, con el objeto de proteger los derechos e 
intereses de la mujer.  
Hay dos clases de limitaciones: 
• Las establecidas por los cónyuges en las capitulaciones matrimoniales, y 
• Las impuestas por el Título XXII del Libro IV del Código Civil. 
La primera de estas limitaciones debe llevarse a cabo bajo la forma y condiciones 
establecidas en la ley.  
Durante la vigencia de la sociedad conyugal, agrega el artículo 1752, la mujer por sí 
sola no tendrá derecho alguno sobre los bienes sociales: no puede administrarlos, ni 
intervenir en la administración que ejerce el marido; tampoco puede pedir que se le 
entregue la parte que en ellos le ha de corresponder. “Se ha descartado el dominio de 
la mujer en los bienes sociales durante la sociedad, dice Bello: ese dominio es una 
ficción que a nada conduce. Su derecho en esos bienes aparece y se hace efectivo a la 
disolución de la sociedad”7.  
                                                          
7 ALESSANDRI RODRIGUEZ, Arturo: “De los regímenes matrimoniales en general”. Anales de 
la Facultad de Derecho. Universidad de Chile. Vol. I - Julio - Diciembre de 1935 - Nº 3 y 4.  
 
La segunda de estas limitaciones se refiere a los actos jurídicos señalados en el art. 
1749 incisos 3, 4 y 5. Hoy, el marido requiere la autorización de la mujer para llevar a 
efecto los siguientes actos jurídicos:  
- Para enajenar voluntariamente bienes raíces sociales. 
Esta limitación no se aplica si el marido es socio de una sociedad civil o comercial 
dueña de un bien raíz -excepción de bienes familiares Ley 19.335, arts. 142y 146-.  
La jurisprudencia ha señalado que la mujer debe presentar su autorización para 
resciliar la compraventa de un bien raíz social, puesto que el art. 1567 al tratar este 
punto exige capacidad de disposición, y no la tendría el marido si la mujer no lo 
autoriza. 
- Para gravar voluntariamente bienes raíces sociales.  
Para el caso de la servidumbre legal no se requiere autorización de la mujer. 
- Par prometer enajenar o gravar voluntariamente o prometer enajenar o gravar 
los derechos hereditarios que correspondan a la mujer. 
Los derechos hereditarios no son inmuebles, no constituyen bien propio y en 
principio deberían ingresar al activo relativo de la sociedad conyugal, sin embargo en 
este caso se limita. 
- Para disponer por acto entre vivos a título gratuito de los bienes sociales. 
El marido no puede hacer ninguna donación de bienes sociales sin autorización de su 
mujer, salvo la excepción del art. 1735. Esta limitación está referida exclusivamente a 
los bienes muebles, ya que los inmuebles están contemplados en el inc. 3º del art. 
1749. 
- Para dar en arriendo o ceder la tenencia de los bienes raíces sociales por más 
de 5 años si son urbanos o por más de 8 si son rústicos. 
- Para otorgar avales o constituirse en deudor solidario u otorgar cualquiera 
otra caución respecto de obligaciones contraídas por terceros. 
La autorización de la mujer debe cumplir con algunos requisitos para que sea válida. 
La autorización de la mujer, según se desprende del art. 1749 del C.C, debe cumplir 
con algunos requisitos para que sea válida; debe ser específica, solemne, puede ser 
dada personalmente o a través de mandatario, puede ser suplida por la justicia y 
previa. 
La Corte Suprema en fallo de 15 de julio de 2008, pronunciada en autos Rol N° 491- 
2007, ha sostenido que “existe una especie de coadministración en el régimen de 
sociedad conyugal, ya que la mujer interviene obligadamente en la gestión de los 
negocios sociales de mayor significación”. 
Es menester señalar que para el caso en que se omita la autorización de la mujer la 
sanción será, por regla general, la nulidad relativa (Art. 1751). Sin embargo, existen 
excepciones. Estas son: 
* Cuando la mujer no autoriza contrato de arrendamiento o cesión de tenencia de un 
inmueble social por más de 5 años si es urbano o más de 8  años si es rústico, la 
sanción será la inoponibilidad a la mujer por el exceso (art. 1757 inc. 1º Segunda 
Parte). 
* Cuando el marido constituye sin autorización de la mujer cauciones para garantizar 
obligaciones de terceros, la sanción es que no se obligan los bienes sociales sino solo 
los propios. 
2.1.2 Administración ordinaria de los bienes de la mujer:  
Como podemos apreciar de la lectura de los arts. 1749 y 1754 del C.C., los bienes 
propios de la mujer los administra el marido. 
A este respecto, si bien no existe consenso en la doctrina en cuanto a cuál debe ser la 
sanción para el caso que la mujer contravenga el art. 1754 inc. final., gran parte de la 
jurisprudencia en este punto se ha inclinado por  señalar que la sanción aplicable sería 
la Nulidad absoluta, argumentando que el inciso final del art. 1754 es prohibitivo, por 
lo que su infracción produce la Nulidad absoluta del acto que la contraviene, por 
mandato de los artículos 10, 1466 y 1682 del Código Civil.    
El fundamento de que la administración de los bienes propios de la mujer se 
encuentre radicada en las manos del marido no dice relación con la incapacidad de la 
mujer, pues ésta es plenamente capaz. El fundamento real está en el hecho de que los 
frutos de los bienes propios de la mujer ingresan al haber absoluto de la sociedad 
conyugal según se desprende del art. 1725 Nº2 C.C; y por ello son administrados por 
el marido. 
En este tipo de administración las facultades del marido son más limitadas que 
respecto de los bienes sociales, por el hecho de encontrarse administrando bienes 
ajenos, por ello a juicio del profesor Somarriva, la mujer podrá obligarlo a rendir 
cuenta de su administración. Las limitaciones con las que se encuentra el marido en 
su gestión administrativa serían las siguientes: 
Necesita del consentimiento o autorización de la mujer para llevar a efecto los 
siguientes actos: 
- Art. 1225 CC.: Aceptación o repudiación de una herencia o legado deferido a la mujer. 
- Inc. final del art. 1411 C.C: Aceptación o repudiación de una donación hecha a la 
mujer. 
- Inc. 2º del art. 1326 C.C: Nombramiento de partidor en bienes en que tiene interés la 
mujer. 
- Art. 1322 C.C: Provocar la partición de bienes en que tiene interés la mujer. 
- Art. 1755 C.C: Enajenación de bienes muebles que el marido esté o pueda estar obligado 
a restituir en especies. 
Debemos distinguir dos situaciones diferentes: 
1. Muebles que el marido esté obligado a restituir en especie: Son los bienes muebles de 
la mujer que fueron excluidos de la sociedad conyugal en conformidad al art. 
1725 Nº4 inc. 2º C.C. 
2. Muebles que el marido puede estar obligado a restituir en especie: Son los bienes 
muebles que la mujer aporta en las capitulaciones matrimoniales al 
matrimonio, debidamente tasados para que el marido se los restituya en 
especie o en valor a elección de la mujer. Tal estipulación en las 
capitulaciones matrimoniales es lícita (art. 1717 C.C) 
 
- Inc. 1º del art. 1756 C.C: Arrendamiento o cesión de tenencia de bienes raíces de la 
mujer, por más de 5 años u 8 años, según se trate de predios urbanos o rústicos. 
- Art. 1754 C.C: Enajenación o gravamen de bienes raíces propios de la mujer. 
La particularidad de este impedimento es que es temporal, ya que si de la demora se 
siguiere perjuicio: 
1) La mujer puede pedir autorización judicial con conocimiento de causa. 
2) La mujer obliga los bienes sociales y los del marido. 
3) Obliga bienes propios de la mujer hasta la concurrencia del beneficio. 
El marido es quién realiza la enajenación y es quién comparece (en su calidad de 
administrador de los bienes de su mujer), la mujer sólo presta su consentimiento. 
La sanción a la falta de autorización de la mujer para enajenar o gravar los bienes 
raíces propios de la mujer es la nulidad relativa (art. 1757) 
La acción compete tanto a la mujer como a sus herederos o cesionarios. En ningún 
caso se puede pedir la nulidad pasados 10 años desde la celebración del acto o 
contrato. 
El marido responde hasta de culpa leve, ya que así lo dispone el legislador cuando se 
administran bienes ajenos en los arts. 256 inc. 1º, 391, 1294 y 2129 relativas al padre 
de familia, tutor o curador, albacea y mandatario, respectivamente. 
Existe consenso en cuanto a la inconstitucionalidad de las normas sobre la 
administración ordinaria de la sociedad conyugal. Se ha dicho que el art. 1749 
vulneraría la garantía de igualdad ante la ley del art. 19 Nº2 de la Carta Magna. 
Además de que no respetaría diversos tratados internacionales ratificados por Chile. 
2.2 Administración Extraordinaria. 
Se encuentra tratada en el Párrafo 4º, Título XXII, Libro IV, art. 1758 y siguientes 
del C.C. 
La administración extraordinaria puede ser ejercida por la mujer o por un tercero. 
Casos en que tiene lugar la administración extraordinaria de la mujer: 
En esta administración se aplican las normas especiales del Libro IV, Título XXII, 
párrafo 4º, arts. 1759, 1760 y 1761 C.C. 
La mujer podrá actuar respecto de sus bienes propios de manera independiente, es 
decir, sin necesidad de solicitar autorización judicial supletoria. 
Respecto de los bienes sociales, por regla general, la mujer administra con iguales 
facultades que el marido. En su administración obliga tanto los bienes sociales como 
los propios del marido, salvo que dichos actos se hicieran en negocio personal de la 
mujer. En la administración de los bienes propios del marido actúa como curadora y 
se rige por las normas pertinentes. 
Según lo establece el art. 415 la mujer debe rendir cuenta de todos sus  actos 
administrativos de manera fiel, exacta y en cuanto fuere dable, documentada.  
Para el caso de que desee vender bienes raíces o bienes muebles preciosos del marido 
requiere de autorización judicial con conocimiento de causa. 
Por último, la administración extraordinaria de la mujer tiene lugar: 
1. Cuando el marido es menor de edad: En este caso la mujer ejerce 
curaduría respecto de la persona y no solo de los bienes. 
2. Cuando el marido es declarado en interdicción por demencia (arts. 462 
nº1, 463 y 1758). 
3. Cuando el marido es declarado en interdicción por sordomudez (art. 470) 
4. Caso del marido ausente en términos de los arts. 83, 462 Nº 1, 463. 473, 
475 y 1758. 
Casos en que tiene lugar la administración extraordinaria de un tercero: 
Se trata de un curador que está administrando bienes ajenos, y por ello la ejerce en 
conformidad a las reglas de los tutores y curadores, establecidas en el título XXI, del 
Libro I, del C.C., art. 390 al 427, y arts. 487 a 490 en el caso del marido ausente. 
1. Cuando la mujer no puede ser curadora: Esto, a su vez, se da en los 
siguientes casos: 
• Cuando el marido es declarado en interdicción por disipación (art. 450) 
• Cuando la mujer también es incapaz, sea por edad o por interdicción. 
2. Por excusa al deferirle la guarda. 
Existen algunos casos en que la administración extraordinaria no requiere de decreto 
judicial, a saber: 
- Discernida la curatela (Decreto judicial que autoriza al tutor o curador para 
ejercer su cargo, según el art. 373). Para que se discierna la curatela debe 
haber precedido fianza o caución (sólo rige para el 3º art. 375 Nº1) o 
inventario solemne (art. 374) 
- Curador asume la administración extraordinaria de pleno derecho (sin 
decreto judicial). 
La ley supone que puede incomodar a la mujer el hecho de que la administración la 
ejerza un tercero, incluso en los bienes propios de ella. Para ello, en virtud del art. 
1762, se encuentra facultada para pedir la separación judicial de bienes, siempre que 
se cumplan los siguientes requisitos: 
a. Que la mujer sea mayor de edad (art. 463 y 470) 
b. El marido también tiene que ser mayor de edad (si fuera menor necesita de 
un curador para administrar la sociedad conyugal, y no hay disposición legal 
que le otorgue derecho a pedir separación de bienes a la mujer. No se aplica 
el art. 1762, ya que es consecuencia del 1758, y sólo se aplica a interdicción y 
ausencia del marido, pero no menor de edad del marido). 
Por último, respecto de la administración extraordinaria, es importante señalar que 
esta termina en dos casos: 
- Cuando cesa la causa. 
- Previo decreto judicial. 
3. PATRIMONIOS. 
Durante la vigencia de la sociedad conyugal existen tres patrimonios: 
a) Patrimonio social:  
Se compone de dos partidas: el haber absoluto –al cual ingresan los bienes de manera 
definitiva y corresponden a los cónyuges por partes iguales al momento de la 
liquidación del régimen– y el haber relativo –al cual ingresan los bienes de manera 
“temporal”, en el sentido de que generan un derecho para el cónyuge que los aporta a 
ser recompensado al momento de terminar el régimen. A grandes rasgos, el haber 
absoluto se compone de todos los bienes que los cónyuges adquieran a título 
oneroso durante la vigencia del régimen, mientras que el relativo está constituido por 
los bienes de naturaleza mueble que los cónyuges aportan al matrimonio –se 
encontraban en su patrimonio al momento de contraerlo– o adquieren a título 
gratuito durante la vigencia del régimen. 
 
b) Patrimonio propio de cada cónyuge: 
b.1) del marido 
b.2) de la mujer 
Estos patrimonios contienen, principalmente, los bienes inmuebles de su propiedad 
al momento de contraer matrimonio y aquellos que adquiere a título gratuito durante 
la vigencia del régimen (por ejemplo, los inmuebles heredados), sin perjuicio de otros 
bienes particulares que sean excluidos del patrimonio social por voluntad de los 
mismos cónyuges. Estos bienes permanecen en el patrimonio de su dueño durante la 
vigencia del régimen, como al momento de su término. 
Eventualmente puede existir un cuarto patrimonio: 
c) Patrimonio reservado:  
Es aquél conjunto de bienes adquiridos por la mujer, producto del ejercicio de una 
profesión, oficio u ocupación remunerada e independiente a la del marido; ejercida 
durante la vigencia del matrimonio, entendiendo como bienes: Aquellos que la mujer 
obtenga con su trabajo, los que adquiera producto de su trabajo, y los frutos o 
productos de los bienes obtenidos u adquiridos. Estos bienes son administrados 
libremente por ella, puesto que el ejercicio de la profesión, industria u oficio 
determinado, la ley la considera como separada de bienes. Así queda definido en el 
Artículo 150 del Código Civil en mención de las Excepciones Relativas a la Profesión 
u Oficio de la Mujer. Para comprobar que son bienes del patrimonio reservado, al 
momento de comprar los bienes raíces (casas, sitios), se debe agregar una cláusula a la 
escritura pública de compraventa señalando la actividad o empleo de la mujer y que 
el bien es adquirido en virtud del artículo 150 del Código Civil o bien en virtud del 
patrimonio reservado. En el caso de los bienes muebles (TV, refrigerador, etc.), es 
conveniente pedir factura a nombre de la mujer. 
Entendemos por haber o activo de la sociedad conyugal los bienes que lo integran. 
El haber absoluto lo forman todos aquellos bienes que regresan a la sociedad 
conyugal en forma definitiva, sin derecho a recompensa. 
En cambio, el haber relativo o aparente lo integran aquellos bienes que ingresan a la 
sociedad conyugal otorgando al cónyuge aportante o adquirente un derecho de 
recompensa, que éste hará valer al momento de la liquidación. 
Es importante agregar que esta terminología, haber absoluto y haber relativo, no la 
hace la ley, pero surge del artículo 1725. 
 
4. DISOLUCIÓN Y LIQUIDACIÓN DE LA SOCIEDAD CONYUGAL. 
El legislador determina expresamente el comienzo de la sociedad conyugal y su 
término. 
Nace con el matrimonio y termina en los casos establecidos en el art.1.764 del 
Código Civil., recientemente modificado por la ley 19.335,  que sustituyó el N° 5 por 
el siguiente "por el pacto de participación en los gananciales o de separación total de 
bienes, según la ley respectiva, y el artículo 1723". 
En esta materia también aplicamos los arts. 37 y 38 de la ley de matrimonio civil. 
Las situaciones contempladas pueden agruparse en dos grandes vías: 
CAUSALES DE DISOLUCION POR VÍA CONSECUENCIAL: producto de la 
disolución del matrimonio, ejemplo, muerte de uno de los cónyuges, nulidad del 
matrimonio. 
CAUSALES POR VÍA DIRECTA O PRINCIPAL. No obstante subsistir el 
matrimonio, se disuelve la sociedad conyugal pasando a ser reemplazada por otro 
régimen matrimonial, el de separación de bienes, o participación en los gananciales. 
CAUSALES:  
1. POR LA DISOLUCIÓN DEL MATRIMONIO: El N° 1 del art. 1764 dispone 
"por la disolución del matrimonio", y en realidad se refiere sólo a la muerte natural 
porque las demás causales contemplan otros casos de disolución del matrimonio. Se 
termina con el vínculo y se produce una comunidad entre el cónyuge sobreviviente y 
los herederos, y habrá que proceder a la partición. 
Ahora también se incluye LA SENTENCIA DE DIVORCIO, antes sólo la muerte 
natural. 
2. DECLARACIÓN DE MUERTE PRESUNTA: N° 2 del 1764 "Por la presunción 
de muerte de uno de los cónyuges, según lo prevenido en el título del principio y fin 
de las personas". 
En la tramitación de la muerte presunta existen 3 períodos: desaparecimiento. 
Decreto de posesión provisoria y decreto de posesión definitiva. 
Normalmente la disolución de la sociedad conyugal se produce con el decreto de 
posesión  provisorio de conformidad al art.84, pero hay casos en que no existe este 
sino que de inmediato se dicta el decreto de posesión definitiva, art.81 N° 7, 8 y 9 
De acuerdo a la nueva ley la sociedad conyugal se disuelve transcurridos 10 años 
desde la fecha de las últimas noticias cualquiera que sea la edad del desaparecido. Así 
también, transcurridos 5 años después de las últimas noticias que se tuvieron de él, si 
tendría 70 años de existir. El mismo plazo de 5 años se aplicará cuando la presunción 
de muerte se haya declarado en virtud del número 7 del art. 81 en los casos de los 
números 8 y 9 del art. 81, el matrimonio se termina transcurrido un año desde el día 
presuntivo de la muerte. 
En virtud del artículo 84, se disuelve la sociedad conyugal no obstante subsistir el 
matrimonio, y los efectos se retrotraen a la fecha en que se fijó como día presuntivo 
de la muerte, según el art.85. 
Producida la disolución se liquida la sociedad conyugal atendido la existencia de los 
bienes al momento que se tuvo por muerto al desaparecido, art. 85.  
Si antes del decreto de posesión definitiva aparece el desaparecido, terminarán los 
efectos de ese decreto y continuará la sociedad conyugal. 
Disuelta la sociedad conyugal habrá que proceder a su liquidación, y se lleva a cabo 
con el patrimonio existente a la fecha fijada por el juez como día presuntivo de la 
muerte y no en de la posesión provisoria. (En ese lapso el desaparecido no pudo 
seguir adquiriendo bienes) 
Si una vez dictado el decreto de posesión definitiva aparece el desaparecido recobrará 
sus bienes en el estado en que esté, art. 94 N° 4. 
3. a. SENTENCIA DE SEPARACIÓN JUDICIAL: Uno de los efectos que produce 
es que se disuelve la sociedad conyugal, sin efecto retroactivo, art. 170 C.C. Pero aquí 
el régimen es sustituido por el de separación total de bienes, el matrimonio no ha 
terminado, en los casos anteriores nacía una comunidad. Si los cónyuges se 
reconcilian, igualmente no hay posibilidad de volver al régimen de sociedad conyugal 
porque el art. 40 de la Ley de Matrimonio Civil así lo dispone. 
3. b. SENTENCIA DE SEPARACION DE BIENES: Son los casos en que hay una 
sentencia judicial que ha declarado la separación a solicitud de la mujer, art. 158 C.C.. 
Hay un procedimiento promovido por la mujer en situaciones especiales, como 
administración fraudulenta del marido, art.158, 155. La ley 18.802 amplió los casos. 
No existe posibilidad de restablecer la sociedad conyugal. 
4. DECLARACIÓN DE NULIDAD DEL MATRIMONIO: se refiere al 
matrimonio putativo porque si es simple nulidad nunca habría existido la sociedad 
conyugal, art. 122, buena fe y con justa causa de error. Si uno sólo de los cónyuges 
está de buena fe podrá pedir a su arbitrio la liquidación como si hubiese existido 
sociedad conyugal o cuasi contrato de comunidad. 
Es importante recordar que la buena o mala fe de los cónyuges en el matrimonio 
putativo determina como se dividen los bienes de la sociedad conyugal.  
6. PACTO DE SEPARACIÓN TOTAL DE BIENES O DE PARTICIPACIÓN 
EN LOS GANANCIALES 1723 C.C. 
Después de la modificación introducida por la ley 7.612 y 10.271, los cónyuges 
pueden pactar separación total de bienes durante el matrimonio. La ley 19.335 
también permitió que se pacte el régimen de participación en los gananciales. Estos 
son los únicos cambios que pueden introducir y no pueden volver después al 
régimen anterior. 
Art. 1723, se trata de un acto solemne, forma parte de las llamadas convenciones 
matrimoniales.  
La fecha será la de la sub inscripción al margen de la inscripción matrimonial. 
4.1 Efectos de la disolución. 
Entre los efectos más importantes encontramos los siguientes: 
1. Se forma una comunidad de bienes a título universal, entre los cónyuges, o entre 
uno de los cónyuges y los herederos del difunto. "El marido vive como dueño y 
muere como asociado" 
Durante la vigencia de la sociedad conyugal no existe copropiedad entre los 
cónyuges, no son comuneros, aunque parezca extraño, ésta nace cuando la sociedad 
se disuelve. Dicha comunidad la integrarán todos los bienes sociales, los bienes del 
artículo 150 , en caso de que la mujer no renuncie a los gananciales, y todos los 
bienes que se vayan adquiriendo con bienes o dineros sociales, 1739, y también los 
frutos 
2. Termina el usufructo o derecho legal de goce que tenía sobre los bienes de la 
mujer, este derecho de goce se traducía en que los frutos de los bienes propios de 
cada cónyuge ingresaban al haber social. 
Una vez disuelta la sociedad, los frutos que estuvieren pendientes pertenecen al 
dueño del haber respectivo y también sucede así con los que se perciban de ahí para 
adelante, art.1772, se refiere a los frutos naturales, los civiles se devengan día a día. 
Por cierto que los frutos provenientes de los bienes sociales, aun cuando se haya 
disuelto, pertenecerán a la comunidad. 
3. Termina la administración ordinaria o extraordinaria, y se aplican las reglas de la 
comunidad, por tanto, la administración pasa a ser conjunta. El marido termina con 
su administración, y se aplican las reglas generales de toda comunidad, art. 2.305 que 
hace aplicable las disposiciones de la sociedad colectiva, art. 2.081. El derecho de los 
comuneros es el mismo de los socios en el haber social (si uno de ellos enajena un 
bien, al otro le es inoponible la venta). 
4. La mujer o sus herederos, en  esta etapa, podrán renunciar a los gananciales. Ello si 
la mujer no ha renunciado en las capitulaciones matrimoniales, ejercerá un derecho 
de opción que la ley le confiere, como una forma de compensar las facultades de 
administración del marido y de eludir las consecuencias de una mala administración. 
5. Lo que cada cónyuge adquiera será propio, sin perjuicio de la presunción 
establecida en el artículo 1739 c.c., de allí que es importante proceder a la liquidación 
pronto, porque de lo contrario se aplica la presunción señalada. Los dos últimos 
incisos del 1739 fueron agregados por la ley 18.802. 
6. Se fija irrevocablemente el activo y el pasivo de la sociedad conyugal. Esto significa 
que de ahí en adelante y durante la vigencia de la comunidad, el producto del trabajo 
de los cónyuges pertenece a cada cual, las adquisiciones de cualquier tipo que haga 
cada uno de los cónyuges serán a título personal, las deudas que contraigan, gravarán 
el patrimonio de cada cónyuge. Ojo con el 1.739. 
7. Por lo general, se procede a liquidar la sociedad conyugal. No habrá necesidad de 
ello si la mujer ha renunciado a los gananciales, ya que en dicho caso, los bienes 

















                                    
                                              CAPÍTULO III 
              DE LA PARTICIPACION EN LOS GANANCIALES  
1. HISTORIA DEL ESTABLECIMIENTO DE LA LEY Nº 19.335. 
El origen de la participación de bienes es atribuido por algunos autores al Derecho 
consuetudinario húngaro, en cambio, otros señalan que data de la ley francesa del 
año 1907 que creó el patrimonio reservado de la mujer casada y, finalmente hay 
quienes atribuyen su origen a la ley sueca del año 1920, que le denominó “Régimen 
de Derecho Matrimonial”.  
En materia de régimen de bienes del matrimonio Andrés Bello siguió principalmente 
al derecho español. En una materia tan ligada a las costumbres, nuestro codificador 
optó por no apartarse de la tradición, mostrando en esta materia especial preferencia 
por las partidas de Alfonso X y por la Novísima Recopilación, lo que se constata en 
las notas de Andrés Bello que se refieren en reiteradas oportunidades a dichos 
cuerpos normativos8. Bello siguió la tendencia jurisprudencial española respecto de 
mejorar en cierta medida la condición de la mujer de la época eliminando los 
privilegios de la dote y consecuencialmente, suprimiendo la distinción entre bienes 
dotales9 y parafernales10. 
En Chile, la participación de bienes, se introdujo  a través del D.L. Nº 328 de 1965 el 
cual, como es sabido presentaba una serie de dificultades y después, con la ley Nº 
5.521 de 19 de diciembre de 1934 siguiendo el ejemplo francés, al implantar el 
patrimonio reservado de la mujer casada que reglamenta el artículo 150 del Código 
Civil. Finalmente este proyecto dio lugar a la Ley Nº19.335, publicada en el Diario 
Oficial del 23 de septiembre de 1994, que en su art. 23 dispuso un período de 
vacancia legal de 3 meses, por lo que entró en vigencia el 24 de diciembre de 1994, la 
que posteriormente, en virtud de una edición del texto  refundido del Código, es 
agregado  como  nuevo  título  XXII-A al libro  IV del Código, dividiéndose el art. 
                                                          
8 BARROS, Enrique. “Proyecto para introducir en Chile la Participación en los Gananciales como 
régimen normal de bienes del matrimonio, Familia y Personas”. Editorial Jurídica de Chile, 1991. Pág. 
78. 
9 Según el Diccionario de la Real Academia Española son bienes dotales son aquellos que constituyen 
la dote de la mujer en el matrimonio, es decir, es el conjunto de bienes y derechos aportados por la 
mujer al matrimonio, que tiene como finalidad atender al levantamiento de las cargas comunes y que le 
deberá ser devuelto una vez disuelto aquel. 
10 Según el Diccionario de la Real Academia Española son bienes parafernales son aquellos bienes 
propios de la mujer que poseía antes del matrimonio, por aportación o por adquisición posterior, y 
que conserva durante el matrimonio. 
1792, en 27 nuevos preceptos. En consecuencia, este régimen se encuentra regulado 
en el párrafo 22 A del Código Civil, en un solo artículo, el 1792, que comprende 
números correlativos del 1 al 27. 
La multiplicidad de opciones es, sin embargo, restringida por esta ley por medio de 
un  estatuto  protector de la vivienda familiar que se aplica como  régimen  primario, 
independientemente del régimen de bienes elegido por los cónyuges. 
2. MODIFICACIONES INTRODUCIDAS POR ESTA LEY. 
Para dar curso a este apartado, nos basaremos fundamentalmente en lo señalado por 
la profesora Claudia Schmidt Hott a lo largo de su libro “Nuevo Régimen 
Matrimonial”. 
Tuvieron que modificarse variados textos legales, a saber: 
1. Al Código Civil: 
* En relación a los matrimonios celebrados en el extranjero tuvieron que modificarse 
los artículos 1723 y 1764 Nº5 del Código Civil, disponiendo el primero en su nueva 
redacción: “Durante el matrimonio los cónyuges mayores de edad podrán substituir 
el régimen de sociedad de bienes por el de participación en los gananciales o por el 
de separación total. También podrán substituir  la separación total por el régimen de 
participación en los gananciales…”. Por su parte, el articulo 1764 Nº5 dispone en su 
nueva redacción: “La sociedad conyugal se disuelve: Por el pacto de participación en los 
gananciales o de separación total de bienes, según la ley respectiva y el artículo 1723” (artículo 28 
Nº 27 de la ley). 
* Respecto de los bienes familiares, el art. 28 Nº8 de la Ley modifica la numeración 
de los párrafos 2º, 3º y 4º del Título VI del Libro I del Código Civil los que pasan a 
ser respectivamente los párrafos 3º, 4º y 5º, sin que se altere la numeración de sus 
artículos ni el nombre de sus epígrafes, cuales son: “Excepciones relativas a la 
profesión u oficio de la mujer”, “Excepciones relativas a la simple separación de 
bienes” y, “Excepciones relativas al divorcio perpetuo”. Por su parte, el párrafo 2º 
pasa a denominarse “De los bienes familiares”, (artículo 28 Nº9 de la Ley) abarcando 
desde los artículos 141 al 149 inclusive, los que habían sido derogados en su mayoría 
por la ley 18.502, con excepción de los artículos 145 (que ha pasado a ser el artículo 
138, al que se le agrega un artículo 138 bis por la Ley), 148 y 149 que han pasado a 
ser los artículos 139 y 140 en conformidad a lo ordenado por la Ley (artículo 28 Nº 5, 
6 y 7 de la Ley). 
* En cuanto a la separación judicial de bienes, se tuvo que modificar el art. 155 inc. 
1º11. El inc. 1º se mantiene intacto, pero la novedad se encuentra en la última parte, 
pues agrega en su nueva redacción, lo siguiente: “… Lo mismo será si, sin mediar 
ausencia, existe separación de hecho de los cónyuges” (art. 28 Nº 10, 1. a) de la Ley). 
También se modificó el inc. 4º12 del artículo en comento, pasando a disponer 
conforme a su nueva redacción: “Si los negocios del marido se hallan en mal estado, por 
consecuencia de especulaciones aventuradas, o de una administración errónea o descuidada, o hay 
riesgo inminente de ello, podrá oponerse a la separación, prestando fianzas o hipotecas que aseguren 
suficientemente los bienes de la mujer” (art. 28 Nº 10, 1. b) de la Ley). 
También se modificó el art. 158 como consecuencia de introducirse el régimen de 
participación en los gananciales como sistema convencional y alternativo. Esta norma 
pasa a disponer en su nueva redacción: “Lo que en los artículos anteriores de este párrafo se 
dice del marido o de la mujer, se aplica indistintamente a los cónyuges en el régimen de participación 
en los gananciales. 
Una vez decretada la separación, se procederá a la división de los gananciales y al pago de 
recompensas o al cálculo del crédito de participación en los gananciales, según cual fuere el régimen al 
que se pone término” (art. 28 Nº 11 de la Ley). 
* También se modifican normas en cuanto a la autoridad paterna. En esta materia se 
sustituye el inc. 2º del art. 228, pasando a disponer lo siguiente: “Si existe separación de 
bienes o régimen de participación en los gananciales, ambos cónyuges deberán contribuir a dichos 
gastos en proporción a sus facultades” (art. 28 Nº 12 de la Ley). 
* Respecto a la patria potestad se introducen modificaciones al art. 243. El Nº 3 se 
sustituye por el siguiente: “Las herencias o legados que hayan pasado al hijo por incapacidad o 
indignidad del padre, o por haber sido éste desheredado, en cuyo caso el usufructo corresponderá a la 
                                                          
11 Se sustituye esta norma, la cual señalaba “En el caso del número 8 del artículo 21 de la Ley de 
Matrimonio Civil, la mujer podrá pedir la separación de bienes transcurrido un año desde que se 
produce la ausencia del marido”. 
12 Señalaba esta norma: “Si los negocios del marido se hallan en mal estado, por consecuencia de 
especulaciones aventuradas, o de una administración errónea o descuidada, podrá oponerse a la 
separación, prestando fianzas o hipotecas que aseguren suficientemente los bienes de la mujer”. 
madre si está casada en régimen de participación en los gananciales o de separación total de bienes” 
(art. 28 Nº 13, 1. a) de la Ley) 
Se hace necesario, también, modificar el inc. final de este mismo artículo, el cual 
ahora dispone: “Cuando el donante o testador ha dispuesto que el padre no tenga el usufructo de 
los bienes del hijo, dicho usufructo corresponderá a la madre si está casada en régimen de 
participación en los gananciales o de separación total de bienes” (art. 28 Nº 13, 1. b) de la Ley). 
*A propósito de las guardas se modificaron cuatro artículos. El art. 448 Nº 113 es 
derogado como consecuencia de la modificación introducida al art. 450 (art. 28 Nº 15 
de la Ley).  
También se elimina la norma del art. 497 Nº 10, como consecuencia de su 
despenalización (art. 28 Nº 16 de la Ley). 
Se modificó el inc. 2º del art. 503, en cuanto a la posibilidad de los cónyuges de ser 
curadores del otro, el cual ha pasado a disponer que: “Con todo, esta inhabilidad no regirá 
en el caso del artículo 135, en el de separación convencional ni en el evento de haber entre los 
cónyuges régimen de participación en los gananciales, en todos los cuales podrá el Juez, oyendo a los 
parientes, deferir la guarda al marido o a la mujer” (art. 28 Nº 17 de la Ley).   
Por último, se modificó la disposición Nº 5 del art. 514. La Ley crea otra norma, más 
acorde con los tiempos actuales y que prescribe: “Pueden excusarse de la tutela o 
curaduría: El padre o madre que tenga a su cargo el cuidado cotidiano del hogar” (art. 28 Nº 18 
de la Ley). 
* Algunos preceptos de las asignaciones testamentarias condicionales también 
debieron ser modificados. En esta materia se sustituye la expresión “mujer” que 
utiliza el art. 1076 por la palabra “persona” con el fin, de eliminar diferencias 
arbitrarias que aún el legislador hace entre el varón y la mujer, por no estar 
conformes con los actuales tiempos. Señala el art. 1076 en su nueva redacción: “Los 
artículos precedentes no se oponen a que se provea a la subsistencia de una persona mientras 
permanezca soltera o viuda, dejándole por ese tiempo un derecho de usufructo, de uso o de habitación, 
o una pensión periódica” (art. 28 Nº 19 de la Ley). 
                                                          
13 Esta disposición señalaba que la mujer no podía ser curadora de su marido disipador, norma que es 
sustituida por otra, según la cual, “Ningún cónyuge podrá ser curador del otro declarado disipador”, 
eliminándose por lo tanto esta odiosa diferencia que aún persistía. 
* En cuanto a la porción conyugal, se modifican los artículos 1176 inc. 2º y 1180 del 
Código Civil. En cuanto al primer artículo, actualmente la porción conyugal, como 
asignación forzosa a favor del cónyuge sobreviviente no requiere que éste carezca de 
bienes cuando el difunto dejó testamento y le favoreció en él, pues son compatibles 
con ella las donaciones o asignaciones testamentarias que haya de percibir en la 
sucesión del difunto, lo que no sólo incluye la cuarta de libre disposición, sino que 
además, desde la dictación de la ley 18.802, la cuarta de mejoras. Sin embargo, se 
imputan a la porción conyugal todos los bienes del cónyuge sobreviviente, tanto los 
que tenía como separado totalmente de bienes, su mitad de gananciales si no la 
renunciare, al disolverse la sociedad conyugal habida con el difunto, y también, por 
expresa disposición de la Ley, su crédito de participación en los gananciales al cesar la 
participación por la muerte del otro (art. 28 Nº 20 de la Ley). 
Respecto del art. 1180, se agrega a esta disposición, el siguiente inciso tercero: “Si 
existiere régimen de participación en los gananciales entre los cónyuges, no se confundirá la calidad de 
acreedor de gananciales con la de sucesor a título de porción conyugal en el patrimonio del difunto” 
(art. 27  y 28 Nº 21 de la Ley).  
2. A la Ley de Matrimonio Civil. 
Las modificaciones incorporadas a esta ley, entre otras, dicen relación con la 
despenalización del adulterio, la eliminación de diferencias arbitrarias entre marido y 
mujer, el conocimiento de los regímenes matrimoniales por los contrayentes, y son 
las siguientes: 
* Se modificó el art. 7º como consecuencia de la despenalización del adulterio y por 
la necesidad de equiparar a los cónyuges en esta materia, la cual ha pasado a disponer: 
“No podrá contraer matrimonio el que haya cometido adulterio con su partícipe en esa infracción, 
durante el plazo de cinco años contados desde la sentencia que así lo establezca”. Esta sentencia 
será fundamentalmente la de divorcio, basada en el art. 21 de la Ley (art. 29 Nº 1 de 
la Ley). 
* El art. 10 también sufrió una variación. Se agregó el siguiente inciso 1º, pasando el 
actual a ser el inciso 2º: “En el acto de la manifestación del matrimonio, el oficial del Registro 
Civil deberá entregar a los futuros contrayentes información verbal o escrita respecto de los distintos 
regímenes patrimoniales del matrimonio. Su infracción no producirá nulidad del matrimonio ni del 
régimen patrimonial, sin perjuicio de sancionar al oficial del Registro Civil de acuerdo con el 
Estatuto Administrativo”. Por la existencia de esta norma, los oficiales del registro 
deben informar a los contrayentes de los diferentes sistemas económicos del 
matrimonio (art. 29 Nº 2 de la Ley). 
* En materia de causales de divorcio, se sustituyeron las siguientes causales -siempre 
teniendo en cuenta la igualdad del hombre respecto de su mujer-: la causal 4º pasa a 
disponer: “Tentativa de uno de los cónyuges para prostituir al otro”. La causal 5º ahora 
prescribe: “Avaricia de cualquiera de los cónyuges, si llega hasta a privar al otro de lo necesario 
para la vida, atendida sus facultades”. La causal 6º señala: “Negarse cualquiera de los cónyuges, 
sin causa legal, a vivir en el hogar común”. La causal 10º14 ha sido derogada. 
3. A la Ley sobre Registro Civil Nº 4.808: 
* La norma del art. 38 es objeto de dos modificaciones. Se sustituye el inc. 2º de este 
art., el cual pasa a decir: “Podrán asimismo, pactar separación de bienes o participación en los 
gananciales” (art. 30 Nº 1, 1. a) de la Ley). Además, se agrega el inc. 3º, a saber: “El 
Oficial del Registro Civil manifestará, también, a los contrayentes, que pueden celebrar los pactos a 
que se refiere el inciso anterior y que si no lo hacen o nada dicen al respecto, se entenderán casados en 
régimen de sociedad conyugal” (art. 30 Nº 1, 1. b) de la Ley). 
* Se reemplaza el Nº 11 del art. 139, el cual ha pasado a prescribir: “Testimonio de 
haberse pactado separación de bienes o participación en los gananciales, cuando la hubieren convenido 
de los contrayentes en el acto del matrimonio” (art. 30 Nº 2 de la Ley). 
4. A la Ley Nº 7.613 que establece disposiciones sobre la Adopción: 
*Al incorporar la Ley Nº 18.802 la plena capacidad civil de la mujer casada en 
régimen de sociedad conyugal, al menos en el ámbito personal, pues como es sabido, 
la mantuvo en el aspecto patrimonial, olvidó derogar la disposición contenida en el 
art. 2º inc. 3º15, norma que es derogada por la Ley (art. 31 de la Ley). 
5. A la Ley Nº 18.703 que dicta normas sobre Adopción de menores y 
deroga Ley Nº 16.346: 
*Se elimina del art. 5 inc. 2º, la oración “la incapacidad en razón de carecer de la libre 
administración de sus bienes no regirá respecto de la mujer casada” (art. 32 de la Ley). 
                                                          
14 Esta norma que se deroga, disponía: “Enfermedad grave, incurable y contagiosa”. 
15 Esta norma que se deroga, disponía “La incapacidad en razón de carecer de la libre disposición de sus bienes no 
regirá con la mujer casada”. 
6. A la Ley Nº 14.908 sobre Abandono de familia y Pago de pensiones 
alimenticias: 
*Se sustituye el inc. 1º del art. 19 por el siguiente: “Cualquiera de los cónyuges podrá 
solicitar la separación de bienes si el otro, obligado al pago de pensiones alimenticias, en su favor o en 
el de sus hijos comunes, hubiere sido apremiado por dos veces en la forma señalada en el inciso 
primero del artículo 15” (art. 33 de la Ley). 
7. Al Código Penal: 
*Se derogan los artículos 375 al 381 como consecuencia de la despenalización del 
adulterio y del amancebamiento (art. 34 de la Ley). 
8. Al Código de procedimiento Penal: 
*Se modifica el art. 17 Nº 1 y se suprimen los números 3 y 4 del art. 18 (art. 35 de la 
Ley). 
9. A la Ley sobre Impuesto a la Renta: 
* Con el fin de evitar una doble tributación, se agrega el Nº 30 al art. 17, el cual 
agrega que: “La parte de los gananciales que uno de los cónyuges, sus herederos o cesionarios, 
perciba del otro cónyuge, sus herederos o cesionarios, como consecuencia del término de régimen de 
patrimonial de participación en los gananciales” (art. 1 Nº 1 de la Ley Nº 19.347). 
* Se sustituye el inc. 1º del art. 53, prescribiendo que: “los cónyuges que estén casados bajo 
el régimen de participación en los gananciales o de separación de bienes, sea ésta convencional, legal o 
judicial, incluyendo la situación contemplada en el artículo 150 del Código Civil, declararán sus 
rentas independientemente” (art. 1 Nº 2 de la Ley Nº 19.347). 
3. CARACTERISTICAS GENERALES. 
1) Los patrimonios del marido y de la mujer se mantienen separados y cada uno de 
los cónyuges administra, goza y dispone libremente de lo suyo (art. 2º). 
2) A la disolución del régimen de participación en los gananciales, los patrimonios de 
los cónyuges permanecerán separados (art. 5º). 
3) Existencia de un patrimonio originario y un patrimonio final (art. 6º). 
4) Al finalizar la vigencia del régimen se compensa el valor de los gananciales 
obtenidos por los cónyuges y éstos tienen derecho a participar por mitades en el 
excedente (art. 19º). 
4. PATRIMONIOS. 
- Patrimonio Originario: Es aquél existente al momento de optar por el régimen 
que establece la ley16.  
El patrimonio originario corresponde al valor de todos los bienes de que el cónyuge 
sea titular al inicio del régimen deducidas las obligaciones de que sea deudor en 
idéntico momento de manera que, si el valor de las obligaciones excede el valor de 
los bienes, el patrimonio originario debe estimarse carente de valor o como decía el 
proyecto, “se valorará en cero”. 
-Patrimonio Final: Es aquél que existe al término del régimen de participación en 
los gananciales17. 
El patrimonio final resultará de deducir del valor total de los bienes de que el 
cónyuge sea dueño al momento de terminar el régimen, el valor total de las 
obligaciones que tenga en esa misma fecha18.  
Se entiende por gananciales la diferencia de valores entre el patrimonio originario y el 
patrimonio final de cada cónyuge. Un ejemplo a grandes rasgos: Si al inicio del 
régimen la mujer tenía un patrimonio de $ 10, y al final este asciende a 25 producto 
de las ganancias provenientes del trabajo desarrollado por la mujer, los gananciales de 
ella serán $15. Si el marido tenía un patrimonio inicial de $5, y al final su patrimonio 
asciende a $50 a raíz de las ganancias obtenidas por él con su trabajo, sus gananciales 
serán $45. En el ejemplo expuesto los gananciales totales del matrimonio son la suma 
de $60, correspondiéndole a cada cónyuge la suma de $30. En consecuencia, en esta 
situación, cada cónyuge conserva su patrimonio originario ($10 la mujer y $5 el 
marido), y el marido debe a la mujer $15 por concepto de gananciales, con lo cual 
completan $30 cada uno. 
                                                          
16 Artículo 6 inc. 2º de la Ley Nº 19.335. 
17 Artículo 6 inc. 2º de la Ley Nº 19.335. 
18Artículo 14 de la Ley Nº 19.335. 
 
   
Como se puede apreciar este régimen tiene la ventaja de que si bien da libertad a los 
cónyuges para administrar lo suyo, al final permite que cada uno concurra en el total 
ganado durante el matrimonio, por iguales partes. Esto por ejemplo protegería a una 
mujer que no ha podido trabajar, o solo ha podido hacerlo esporádicamente para 
atender al cuidado del hogar; asimismo, protege a un cónyuge de los malos negocios 
que pueda hacer el otro durante el matrimonio. 
5. ADMINISTRACIÓN. 
En este régimen los patrimonios del marido y de la mujer se mantienen separados y 
cada uno de los cónyuges administra, goza y dispone libremente de los suyos. A la 
disolución de este régimen los patrimonios de los cónyuges permanecerán separados, 
conservando éstos o sus causahabientes plenas facultades de administración y 
disposición de sus bienes. 
Respecto de las cauciones, ninguno de los cónyuges podrá otorgar cauciones 
personales a obligaciones de terceros sin el consentimiento del otro cónyuge, de lo 
contrario, dichos actos adolecerán de nulidad relativa. El plazo para hacer valer la 
acción rescisoria, que es de 4 años conforme al art. 4 inc. 2º, se computa desde el día 
que el cónyuge que la alega tuvo conocimiento del acto, pero en ningún caso puede 
alegarse la nulidad relativa pasado 10 años desde la celebración del acto o contrato. 
En este régimen como ya señalamos, cada cónyuge administra libremente lo suyo, y 
puede por tanto constituir prendas o hipotecas sobre sus bienes, sin concurrencia del 
otro. Sin embargo, ninguno puede otorgar garantías personales (fianzas, avales) a 
favor de terceros, sin autorización del otro. Esto resulta bastante razonable, ya que 
este tipo de garantías pueden poner en riesgo el total del patrimonio, y si bien es 
cierto cada cónyuge es independiente en la gestión del suyo, como ya hemos visto, no 
le es completamente indiferente lo que ocurre con el patrimonio de su marido o 
mujer ya que a la postre al terminar el matrimonio o sustituirse este régimen por el de 
separación total de bienes, los gananciales obtenidos serán muy relevantes. 
6. TÉRMINO DEL RÉGIMEN. 
.4.1 Causales de disolución: 
Están establecidas en el artículo 1792-27. Algunas ponen término al régimen a 
consecuencia de la extinción del matrimonio (muerte de uno o ambos cónyuges y 
declaración de nulidad). Otras suponen la subsistencia del matrimonio, pero bajo 
otro régimen patrimonial matrimonial: el de separación total de bienes (y no 
otro).Son pues tales causales: 
a) Muerte natural de uno de los cónyuges. 
b) Presunción de muerte de uno de los cónyuges. 
En virtud del decreto de posesión provisoria, terminará el régimen de 
participación en los gananciales (artículo 84).  
Se discute en la doctrina (igual que acontece respecto de la sociedad 
conyugal) cual es el momento exacto en que debe liquidarse el régimen 
patrimonial matrimonial: si a la fecha del decreto que otorga la posesión 
provisoria o a la fecha presuntiva de muerte fijada por la sentencia que 
declara el fallecimiento presunto. 
c) Declaración de nulidad del matrimonio. 
Cabe señalar (al igual que respecto de la sociedad conyugal) que esta causal de 
término sólo puede operar cuando el matrimonio que se declara como nulo 
haya producido efectos civiles por considerársele putativo, en los términos 
del artículo 122. Si el matrimonio no produjo efectos civiles, no nació 
régimen patrimonial alguno y por ende nada se disuelve. En todo caso, 
considerando la presunción general de buena fe en el Código Civil 
(artículo707), en principio, se entiende que el matrimonio declarado nulo, 
sería “putativo” (aunque a juicio de un sector minoritario de la doctrina, la 
“putatividad” debiera declararse explícitamente en la sentencia de nulidad, 
conclusión con la que no concordamos, pues en parte alguna lo exige el 
artículo 122). 
d) Sentencia de separación judicial de los cónyuges. 
La terminación tendrá lugar cuando quede ejecutoriada la sentencia. Los 
cónyuges separados judicialmente se considerarán separados totalmente de 
bienes. Tal régimen será irrevocable, en principio (según hemos estudiado, 
excepcionalmente podrán volver a pactar el régimen de participación en los 
gananciales, artículo 165 del Código Civil y artículo 40 de la Ley de 
Matrimonio Civil) y no se alterará aunque medie reanudación de la vida en 
común que extinga el estado de separación judicial (artículos 40 de la Ley de 
Matrimonio Civil y178 y 165 del Código Civil). 
e) Sentencia que declara la separación de bienes. 
Tratándose del régimen de participación en los gananciales, cualquiera de los 
cónyuges puede solicitar la separación judicial (a diferencia de lo que acontece 
con la sociedad conyugal, donde sólo puede solicitarla la mujer), aplicándose 
las mismas causales que rigen para la sociedad conyugal (artículo 158, inciso 
1º). 
f) Pacto de separación total de bienes. 
. 
                                            




                            












                                          CAPÍTULO IV 
                                  CUADRO COMPARATIVO 
                 Sociedad conyugal v/s Participación en los gananciales. 
Antes de abocarnos al estudio propiamente tal de las comparaciones existentes en 
estos dos regímenes, es importante señalar lo siguiente:  
              ¿Qué régimen patrimonial elegir si quiero contraer matrimonio? 
Tratándose de un régimen patrimonial, éste sólo puede tener fuerza vinculante a 
condición que los afectados estén ligados por el vínculo matrimonial. Al momento de 
contraer matrimonio, no sólo existen dudas existenciales o románticas sobre la futura 
pareja, sino también surgen dudas terrenales. Así, la pregunta que viene de perogrullo 
antes de presentarte ante el Oficial del Registro Civil es saber cuál es el régimen de 
bienes que conviene elegir. Respecto de esto, los cónyuges además de contraer una 
serie de derechos y obligaciones de carácter personal (deberes de fidelidad, 
cohabitación, socorro mutuo, etcétera), deben optar por la forma en que se 
desenvolverán patrimonialmente. Para ello, el legislador ha dispuesto de tres 
regímenes de bienes, a fin de que ellos estructuren sus relaciones patrimoniales y 
también lo hagan con terceros ajenos al matrimonio. Estos regímenes son la sociedad 
conyugal, el régimen de participación en los gananciales y la separación de bienes (sin 
olvidar nos abocaremos solo al estudio de la sociedad conyugal y la participación en 
los gananciales). 
Desde un punto de vista legal, ambos regímenes ofrecen ventajas y desventajas para 
los cónyuges, todo depende del enfoque que se le dé al matrimonio, de la forma de 
pensar de los cónyuges,  y de las necesidades y realidades que esté viviendo la pareja.  
Desde un punto de vista abstracto, si bien el régimen de menor de edad, es el que 
más mérito presenta, en la práctica, al igual que el resto de los regímenes 
matrimoniales existentes en nuestra legislación, también presenta algunas 
deficiencias, al colocar en una situación desmejorada al cónyuge que trabaja frente al 
que consume el producto de dicha actividad.  
El régimen chileno de sociedad conyugal establece distinciones legales que resultan 
discriminatorias para ambos cónyuges. En el caso de la mujer, entre otras, al impedir 
que pueda ser administradora ordinaria de los bienes sociales y privarla de la 
administración de sus bienes propios, y en el del marido, a través de la institución del 
patrimonio reservado.  
En este capítulo se revisan los problemas y las ventajas que ambos regímenes han 
generado en nuestro país a lo largo de su existencia. Aclarado lo anterior, es 
pertinente dar curso al capítulo tercero del presente trabajo, con la salvedad de que 
pondremos más énfasis en algunas ventajas y desventajas que en otras, atendiendo a 
su importancia en la sociedad. 
1. RÉGIMEN DE SOCIEDAD CONYUGAL. 
1.1 Ventajas:  
• Existencia de un solo administrador de los bienes: 
Existe un solo administrador que se encarga del manejo de las propiedades del 
individuo o de los bienes de la pareja en sí, lo cual lo hace más ordenado.  
El Código Civil de 1985 concebía la idea de una amplia potestad marital en la cual el 
marido administraba libremente y sin injerencia de la mujer sus bienes propios, los 
socios y los de aquella, con el fin de fortalecer el vínculo familiar en interés de la 
estabilidad social. 
El hombre es el administrador de sus bienes propios que no forman parte del 
patrimonio social, es decir los bienes que tenía antes de casarse o los que adquiere 
durante el matrimonio por herencia o donación, actuando en estos casos libremente 
y sin limitación alguna. El marido es el administrador de los bienes propios de su 
esposa, administrando todos aquellos bienes que la mujer había adquirido antes de 
casarse, o que adquiere durante el matrimonio, por herencia o donación.  
Todos los bienes que adquiere el marido mediante su trabajo quedan a su nombre y 
son administrados libremente por él, llamado patrimonio social. Sin embargo, esta 
libertad tiene límites, a saber: 
• Requiere la autorización de la mujer (por escritura pública), para la venta, promesa 
de venta o hipoteca de los bienes raíces (casas, sitios), sin embargo, para la venta de 
los bienes muebles (aquellos que se pueden trasladar de un lugar a otro como un 
auto, un refrigerador o una cama) no se requiere la firma de ella. 
Cabe tener presente que los cónyuges no se pueden demandar entre sí por el hurto 
de los bienes muebles de la sociedad conyugal. Por ello, en el caso que el marido 
saque o venda estos bienes no será sancionado por delito alguno, sin embargo, la 
mujer puede solicitar la indemnización de los perjuicios (daños) causados a ella. 
Es muy importante saber que tanto los bienes raíces como los bienes muebles 
pueden ser protegidos través de la constitución de bienes familiares. 
• Requiere la autorización de la mujer, para servir de aval (avalista), es decir, para 
asegurar deudas ajenas con bienes de la sociedad. 
• Requiere la autorización de la mujer, para arrendar bienes raíces por más de 5 años 
si son urbanos y por más de 8 años si son rurales. 
Durante la vigencia de este régimen patrimonial es el marido quien administra y actúa 
respecto de estos bienes frente a terceros19. 
• Protege, de alguna manera, al cónyuge más débil: 
La razón de ser de este tipo de régimen es evitar que el cónyuge que se encuentre 
impedido de proveerse un sustento por sí mismo, quede desamparado.  
Lo anterior, lo vemos claramente reflejado al término de la sociedad conyugal, en el 
cual se forma una comunidad entre los cónyuges y cada uno tiene un 50% de 
derechos sobre los bienes adquiridos durante el matrimonio. Respecto de los bienes 
propios, adquiridos antes del matrimonio o a título gratuito, que administraba el 
marido, vuelven a su dueño, o se paga la recompensa respectiva. Extiende la 
comunidad de vida matrimonial al plano económico, entendiendo que lo ganado por 
cada uno de los cónyuges, son ganancias del matrimonio. 
En caso de viudez o divorcio, el que cónyuge más débil se ve favorecido ya que se 
queda con la mitad de los bienes. Para ello es necesario realizar un inventario de 
todos los bienes y se distribuyen de forma igualitaria o equitativa entre ambos 
cónyuges. 
En este sentido, sería un buen régimen porque protege al cónyuge que más tiempo se 
ha dedicado al cuidado de los hijos y del hogar, y reconoce el valor que ello significa 
                                                          
19 Art. 1749 del Código Civil. 
para la familia y para el desarrollo profesional y económico del otro cónyuge. Por 
ello, le da derecho a obtener a ambos la mitad de los gananciales de la sociedad.  
En síntesis, el cónyuge con menos bienes o rentas se beneficia de las del otro -esta 
ventaja se da sobre todo para la mujer que deja de trabajar para dedicarse al cuidado 
de sus hijos y al mantenimiento del hogar-. 
• Intenta proteger a la mujer que no trabaja fuera del hogar: 
Dentro de las características de esta sociedad se destaca la protección a la mujer que 
no trabaja fuera del hogar, formando un patrimonio común de propiedad igualitaria 
entre ambas partes, sumando todos los bienes que obtenga el marido durante el 
matrimonio. Las distinciones o beneficios establecidos a favor de la mujer, están 
dados para contrarrestar los poderes del marido en la gestión de los bienes sociales y 
propios de ella.  
Este régimen se justifica porque antiguamente la mujer permanecía normalmente en 
la casa dedicada a la crianza y educación de los hijos, en tanto que era el marido quien 
formaba el patrimonio. En la sociedad actual la mujer cada día tiene mayor 
protagonismo, su rol ya no se reduce a la vida familiar como sucedía antiguamente, 
sino que también ha logrado demostrar que no existe diferencia alguna en sus 
capacidades en cuanto a la actividad productiva.  
Como se analizó anteriormente, dicho régimen estaba estructurado considerando a la 
mujer dentro del hogar. Con el tiempo, y la incorporación de la mujer al mundo 
laboral, fue necesario hacerle algunos ajustes, los que se materializaron en la 
institución del patrimonio reservado de la mujer casada. Este consiste en que aquellas 
mujeres casadas bajo régimen de sociedad conyugal que realizan un trabajo fuera del 
hogar, pueden administrar libremente, y sin injerencia de su marido aquellos bienes 
que adquieran con el producto de ese trabajo, y formar así su propio patrimonio. A la 
fecha de la disolución de la sociedad conyugal, la mujer o sus herederos pueden 
decidir, si aportan este patrimonio reservado al patrimonio social formado por el 
marido, para posteriormente dividir el total a razón de un cincuenta por ciento para 
cada uno; o bien renuncian al patrimonio social, el que quedará únicamente para el 
marido o sus herederos, y conservar su patrimonio reservado. 
Por ello es que eventualmente habrá dos administradores en el caso que la mujer 
trabaje, pudiendo crear su patrimonio reservado al administrarlo libremente con 
independencia de su marido. Es importante tener presente que, la sociedad conyugal 
protege al cónyuge, pues siempre tiene derecho al 50% de los bienes de la sociedad. 
Le otorga algunos derechos a la mujer, a saber: 
- Le da derecho a obtener la mitad de lo ganado por su marido o bien, 
quedarse con su patrimonio reservado si es que ella obtuvo más. 
- Responde por las deudas sociales sólo hasta la mitad de sus gananciales. 
- Siempre se puede pedir la separación de bienes a fin de protegerla de la mala 
administración del marido. 
La mujer puede renunciar a su mitad de bienes sociales (gananciales) y quedarse con 
su patrimonio reservado. Para que esto sea beneficioso para ella, su patrimonio 
reservado debe ser mayor que los bienes sociales. 
Por ejemplo, ¿Qué sucede si el marido contraer deudas con prenda o hipotecas sin la 
autorización de la mujer? En caso de iniciarse un juicio el marido deberá responder 
con sus propios bienes. Si la mujer autorizó la prenda o la hipoteca firmando los 
respectivos contratos, la deuda puede ser pagada con el producto del remate de los 
bienes del marido, los bienes propios de la mujer y los bienes que pertenecen a la 
sociedad.  
Por otra parte, la ley le otorga a la mujer un importante medio para protegerse de las 
deudas sociales. La mujer, no obstante la sociedad conyugal, podrá renunciar su 
derecho a los gananciales que resulten de la administración del marido, para ello 
tendrá dos etapas, en las capitulaciones matrimoniales  o disuelta la sociedad 
conyugal, siempre que no haya entrado en su poder ninguna parte del haber social a 
título de gananciales, es decir, antes que entre cualquier bien social a su patrimonio. 
• Creación del patrimonio reservado de la mujer: 
El artículo 150 del Código Civil, establece la institución denominada: Patrimonio 
Reservado de la Mujer Casada, definiendo a la mujer con amplio poder y facultad 
sobre sus bienes mientras que el marido ninguno. Para el profesor Pablo Rodríguez 
el patrimonio reservado se definiría como el conjunto de bienes que la mujer obtiene 
con los frutos de su trabajo separado del marido y por los mismos que con ellos 
adquiere, todos los cuales se presumen pertenecerle exclusivamente durante la 
sociedad conyugal, sin perjuicio de incorporarse al activo de ésta si la mujer no 
renuncia a los gananciales. En base a esto, podemos señalar que los bienes reservados 
-siempre que cumplan con los requisitos establecidos por la ley- tienen las siguientes 
características: 
 -Existen de pleno derecho. 
-Son normas de orden público.  
-Constituyen un beneficio establecido solamente a favor de la mujer, ya que el marido 
no cuenta con él.  
-Existe única y exclusivamente dentro de la sociedad conyugal. 
-Este patrimonio no compromete los bienes propios de la mujer que el marido 
administra en razón de los artículos 1754 y 1755 C.C. 
En este sentido, establece una protección a los bienes y frutos de la mujer que trabaja 
en forma autónoma e independiente. 
Para acogerse al artículo 150 y comprobar que son bienes del patrimonio reservado, 
al momento de comprar los bienes raíces: propiedades, terrenos, parcelas, etc., se 
debe simplemente agregar una cláusula a la escritura pública de compraventa 
señalando la actividad, oficio o profesión de la mujer y que el bien es adquirido en 
virtud del artículo 150 del Código Civil o en virtud del patrimonio reservado. 
En el caso de los bienes muebles: televisión, lavadoras refrigerador, etc., es 
conveniente pedir factura comercial o boleta a nombre de la mujer. Por cierto y 
respecto de estos bienes, la mujer es completamente dueña y los administrará 
libremente por ejemplo: Si es dueña de una propiedad o al comprarla solo será de la 
mujer y no del cónyuge, por lo que podrá venderla sin autorización, participación o 
concurrencia del marido.  
Es importante mencionar que antes de la reforma que introdujo el patrimonio 
reservado la única finalidad que tenía el art. 1719 C.C, que consagra la renuncia a los 
gananciales era liberar a la mujer de las deudas sociales, lo que era irrelevante, porque 
lo mismo se conseguía a través del beneficio de emolumento, pero a raíz del 150 
adquiere gran trascendencia, ya que la renuncia le importa a la mujer el que pasa a ser 
la única dueña de los bienes adquiridos en esta administración separada.  Este 
derecho sólo corresponde a la mujer y a sus herederos, quienes son los titulares de la 
acción. 
• Es justo desde el punto de vista del principio de solidaridad. 
Su origen lo encontramos incluso en el Derecho romano, donde ya se designaba 
como responsabilidad in solidum la correspondiente a las personas que contraían 
conjuntamente una obligación. 
La palabra solidaridad proviene del sustantivo latín soliditas, que expresa la realidad 
homogénea de algo físicamente entero, unido, compacto, cuyas partes integrantes 
son de igual naturaleza. En la ciencia del Derecho, se habla de que algo o alguien es 
solidario, sólo entendiendo a éste dentro de «un conjunto jurídicamente homogéneo 
de personas o bienes que integran un todo unitario, en el que resultan iguales las 
partes desde el punto de vista de la consideración civil o penal». Dentro de una 
persona jurídica, se entiende que sus socios son solidarios cuando todos son 
individualmente responsables por la totalidad de las obligaciones. Para el derecho, la 
solidaridad implica una relación de responsabilidad compartida, de obligación 
conjunta20. 
Desde un punto de vista religioso, podemos señalar que en la doctrina social de la 
Iglesia católica se entiende por principio de solidaridad la consideración del conjunto 
de aspectos que relacionan o unen a las personas y la colaboración y ayuda mutua 
que ese conjunto de relaciones promueve y alienta21. 
De lo anterior podemos concluir que la solidaridad es una palabra de unión. El acto 
solidario debe ser hecho en beneficio de una persona, ya sea directamente o 
indirectamente; situación que vemos reflejada en la sociedad conyugal. 
Nuestra Constitución Política de la República, protege de alguna u otra manera este 
principio elevando a la categoría de un principio social fundamental.  
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21 Al parecer el primero en usarla no como virtud moral sino como un principio propiamente tal fue el 
Papa Pío XII en su radiomensaje Levate Capita del 24 de diciembre de 1952. 
A modo de ejemplo y sustento de lo dicho en el apartado anterior, podemos 
mencionar que con fecha 26 de junio del 2008, el Tribunal Constitucional chileno se 
pronunció en el caso sobre Requerimiento de inaplicabilidad deducido por Silvia 
Peña Wasoff respecto del artículo 38 ter de la Ley N° 18.933, conocida como Ley de 
Isapres, en recurso de protección contra Isapre ING Salud S.A., Rol de Ingreso N° 
4972-2007, de la Corte de Apelaciones de Santiago, respecto del aumento de precio, 
por razones de edad o sexo, en el plan de salud de la Isapre al que ella pertenece. La 
requirente cuestiona el mérito constitucional del artículo 38 ter de la Ley N° 18.933, 
en la hipótesis que le sea aplicado en la gestión pendiente invocada en autos, por dos 
de los aspectos que esa disposición regula, a saber: 
A) La parte de dicho precepto que permite a su Institución de Salud Previsional 
fijarle un nuevo precio del plan de salud, aplicando al precio base el factor de rigor, 
multiplicado según lo autorizado por la Superintendencia en la tabla correspondiente. 
Este listado o nómina considera rubros tales como el género y la edad, distinción esta 
última que, en la situación singular de la requirente, ella estima constitucionalmente 
insostenible. 
B) La parte del precepto que autoriza a su Institución de Salud Previsional a 
determinar libremente los factores de la tabla homónima, sin otra limitación que la 
contenida en el inciso tercero de tal norma legal, facultad que, al ser ejercida, 
específicamente en relación con el contrato de salud de la accionante, se ha traducido 
en una diferencia desmedida entre el factor menor y el mayor de la tabla incorporada 
a esa convención. Consiguientemente, al cumplir 60 años de edad, la aplicación de la 
regla descrita ha permitido un alza desproporcionada del factor que afecta a la 
requirente y, a raíz de ello, del costo de su plan de salud. Lo expuesto, atendida la 
disminución lógica de sus ingresos, secuela del envejecimiento natural de la persona, 
la ha dejado en la imposibilidad de pagar y, con ello, de mantenerse en el sistema de 
salud por el cual había optado. Finaliza sosteniendo que lo ocurrido es contrario a lo 
asegurado en la Constitución, precisamente, en cuanto vulnera el derecho que le 
asiste a la libre elección del sistema de salud, garantizado en el artículo 19 N° 9, 
inciso quinto. 
La sentencia del Tribunal Constitucional, en el caso de la Ley de Isapres, reitera y 
consagra el principio de que los derechos fundamentales, respetados y garantizados 
por la Constitución, conforman un orden público objetivo y esto es así, tanto en el 
orden jurídico interno como en el orden jurídico internacional, porque, en definitiva, 
el orden público objetivo de los derechos humanos es uno y el mismo para todos los 
seres humanos. En este sentido, es absurdo pensar que este orden público objetivo 
puede variar de comunidad estatal en comunidad estatal, ya que eso atentaría en 
contra de las características generalmente aceptadas por la comunidad internacional 
en relación con los derechos humanos, a saber, universalidad, indivisibilidad, 
interrelación e interdependencia. 
En este contexto, el principio de solidaridad forma parte integrante de ordenamiento 
jurídico de los derechos humanos y como tal, es un componente más del orden 
público objetivo, que cubre con su manto, la totalidad del Derecho, tanto en su 
ámbito estatal como en su ámbito extra estatal y supraestatal.  
En efecto, en la sentencia de la ley de Isapres, el Tribunal Constitucional señaló que 
las normas que regulan el contrato de salud, sean legales o administrativas, deben ser 
interpretadas y aplicadas en términos de maximizar el disfrute real y pleno de los 
derechos que son consustanciales a la dignidad humana, entre ellos, el derecho social 
relativo a la protección de la salud, en los términos asegurados a todas las personas 
en el artículo 19 N° 9 de la Constitución, precepto que se erige en base constitucional 
y de orden público que informa, con calidad de ineludible e inafectable, toda 
convención de esa índole.  
En la sentencia sobre la Ley de Isapres, el Tribunal Constitucional corona, en forma 
definitiva, su reconocimiento del valor y principio de la solidaridad, reconociéndolo 
explícitamente. En este sentido, el principio de solidaridad, se perfila como uno de 
los valores y principios consagrados en la Constitución. 
 
1.2 Desventajas:  
 
• Es un régimen complejo: 
Es un régimen complejo debido a la existencia de varios patrimonios. En principio 
existen tres patrimonios, a saber, el patrimonio social, el patrimonio propio del 
hombre y el patrimonio propio de la mujer -todos administrados por el marido-. Pero 
puede existir, eventualmente, un cuarto, el patrimonio reservado de la mujer casada. 
La mujer casada en sociedad conyugal puede celebrar un contrato de sociedad, pero 
sólo obliga sus bienes reservados o especiales de los arts. 166 y 167. De modo que si 
la mujer carece de alguno de estos patrimonios, no podría celebrar este contrato por 
cuanto no estaría en condiciones de cumplir  con su obligación de hacer aportes, a 
menos que el aporte sea intelectual. 
Desde otra perspectiva, también sería complejo este régimen, por tener su 
patrimonio dos haberes y sólo uno de ellos ser parte de los gananciales, el absoluto. 
Los bienes del haber relativo deben ser recompensados al cónyuge que los aportó.  
En conclusión, todo ello hace que su liquidación sea engorrosa. 
• Disolución y liquidación de la sociedad: 
 No solo los activos constituyen la sociedad conyugal, pues los pasivos de esta, es 
decir las deudas que hubieren asumido los consortes, también deben ser asumidas 
por éstos al momento de su liquidación. 
• Es contrario al principio de igualdad: 
El artículo 1749 del Código Civil chileno establece una situación que tachamos de 
injusta e inconstitucional. Comienza diciendo: "El marido es jefe de la sociedad 
conyugal, y como tal administra los bienes sociales y los de su mujer..." 
Esto significa, lisa y llanamente, que cuando dos cónyuges deciden casarse bajo el 
régimen patrimonial de la sociedad conyugal, la mujer queda sometida a las 
directrices del marido en lo patrimonial, lo cual significa que éste administrará no 
sólo los bienes de la sociedad, sino que también los bienes propios de la mujer. 
El/la cónyuge es dueño/a en un 100% de los bienes que están a su nombre. El 
marido administra los bienes propios de él y los de la mujer. Esto implica que si la 
mujer quiere disponer de alguna herencia o donación que haya recibido o de algún 
bien que tenía antes del matrimonio, requiere de la autorización del marido. En este 
régimen el marido se tiene como dueño y administrador de todos los bienes de la 
sociedad. Además, administra los bienes de la mujer, lo que limita la autonomía de 
ésta y la libre disposición de sus bienes. 
A la mujer sólo se le permite administrar los bienes que ella obtiene producto de su 
trabajo separado del marido, conocido como patrimonio reservado del artículo 150, 
pero para eso, debe probar que los adquirió de esa forma, lo cual, en muchas 
ocasiones, es de suma dificultad. 
Entonces el artículo 1749 mencionado, que data de 1857, consagra una situación, tan 
injusta como inconstitucional. Injusta, porque no le permite a la mujer administrar ni 
siquera sus propios bienes; inconstitucional, porque establece una situación 
absolutamente discriminatoria en razón del sexo de los cónyuges. La ley entonces, 
violenta el principio de igualdad y de prohibición de toda discriminación que nuestra 
Constitución y todos los Tratados Internacionales ratificados por Chile protegen. 
Esto constituye una situación discriminatoria hacia la mujer, a pesar de que la 
Constitución Política del Estado a partir del 16 de junio de 1999, establece 
expresamente la igualdad ante la ley del hombre y la mujer. 
Por lo tanto, podemos afirmar que este régimen atenta gravemente contra el 
principio de igualdad de derechos entre marido y mujer que se asegura en nuestra 
Carta Fundamental y en los diferentes tratados sobre derechos humanos 
fundamentales. 
Es necesario, para el estudio de este principio, abocarnos dentro del marco 
constitucional.  
A pesar que el rol de la mujer ha evolucionado positivamente con el paso del tiempo, 
alcanzando un papel más protagónico a la hora de tomar decisiones, siguen 
existiendo  discriminaciones arbitrarias que están latentes en esta sociedad, las que le  
impiden  competir en un plano de igualdad en cuanto de oportunidades se trate.  
La Constitución en su artículo 19 prescribe que “hombres y mujeres son iguales ante 
la ley”, asimismo el artículo 1º señala: “Las personas nacen libres e iguales en 
dignidad y derechos”. La palabra “personas”, comprende tanto a hombre como 
mujer sin distinción de edad, estirpe, condición o profesión. Es menester señalar que 
la palabra persona vino a sustituir a la redacción original de la Constitución que 
indicaba que: “Todos los hombres nacen iguales en dignidad y derechos”. Al 
respecto, en la Comisión de Estudios de la Nueva Constitución se discutió 
ampliamente este problema vinculado a la igualdad de los sexos donde se señaló que 
un sistema de convivencia debe estar basado en la igualdad de los derechos del hombre y la mujer22. 
En el pleno de la Comisión de Estudios para la Nueva Constitución el debate sobre 
la materia fue amplio. El profesor Alejandro Silva Bascuñán, propuso un texto sobre 
la igualdad ante la ley y la prohibición de toda discriminación arbitraria que decía: “ni 
distinción en razón de sexo en perjuicio de la mujer”.  
El problema de la igualdad de los sexos, y el debate suscitado en torno a él en la 
Comisión, son motivos suficientes para que el profesor Alejandro Silva Bascuñán 
llegara a sostener que la Constitución al afirmar la igualdad humana la refiere con 
alcance semejante al hombre y la mujer; por ello condena la distinción que entre 
ambos pueda hacerse, que no se desprenda indiscutiblemente de su diversa 
conformación y de la función que la naturaleza les ha encomendado en la 
conservación y formación de la especie y en la mejor realización del fin de la sociedad 
familiar. Para hacer efectiva la igualdad de sexos es necesario estar atento y abierto a 
los esclarecimientos y precisiones que emanen del avance y progreso de la sociedad, 
como ocurre en la actualidad, en que la mujer es capaz de realizarse económicamente 
casi a la par del hombre, no quedando como antaño relegada a las labores propias del 
hogar, ya que por creencias ancestrales se han mantenido vigentes las desigualdades, 
inferioridades y discriminaciones respecto de ella, ya que hoy el hombre y la mujer se 
encuentran en condiciones de propender al fortalecimiento de la familia y contribuir 
al progreso de la sociedad23.  
Además, la Constitución Política de la Republica señala que las personas nacen libres, 
a lo cual concluimos para que ello efectivamente se logre, es necesario que las 
decisiones de cada uno de los cónyuges se hagan espontáneamente y no como 
consecuencia de alguna presión como ocurre en el caso de la mujer que contrae 
matrimonio bajo sociedad conyugal. Situación que sería inconstitucional por 
transgredir el artículo 1º inciso 1º de la Carta Magna.  
Otra norma que merece análisis es el art. 5º, que suma al catálogo de derechos y 
deberes del artículo 19: las Garantías Fundamentales, todas aquellas que se 
encuentren en los tratados internacionales ratificados por Chile y vigentes en nuestro 
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Editorial Jurídica de Chile, 1997. Tomo IV. 
23 HERRERA ARAYA, Gloria. “Eficacia real del régimen de participación en los gananciales y su 
influencia en nuestros tribunales superiores de justicia”. En: Memoria para optar al Grado de 
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país, aunque su aplicación sólo procede en subsidio de lo dispuesto por el 
ordenamiento jurídico nacional en la materia, es decir, una vez agotado este último; 
pero es importante destacar la apertura de nuestro ordenamiento al derecho 
constitucional supranacional, por lo que existe una complementación en materia de 
derechos, deberes y garantías. Ajuicio del profesor José Luis Cea, los derechos 
reconocidos en las convenciones internacionales ratificadas por Chile tienen la misma 
jerarquía constitucional que los del art. 19 de la Constitución Política de la República, 
por lo que merecen idéntico respeto y promoción. Es más, el profesor Tomasello 
plantea la interrogante ¿En qué medida se dio cumplimiento al principio de la 
igualdad de derechos entre el hombre y la mujer, consagrados implícitamente en la 
Constitución, al reconocer la validez de los tratados internacionales ratificados por 
Chile? si pese a ello, la mujer casada bajo sociedad conyugal sigue estando 
imposibilitada de administrar los bienes que ella poseía antes del matrimonio, o los 
que no estén amparados por el patrimonio reservado de la mujer casada. 
Si bien, a la época de la dictación de la Ley 19.335 no se quiso desconocer el mérito 
de la labor de Andrés Bello, que fue la más adecuada a las condiciones económicas, 
sociales, y políticas de aquel entonces, era necesaria una modificación a los regímenes 
patrimoniales del matrimonio, ya que la legislación existente hasta ese momento no 
concordaba con la situación presente de los matrimonios en Chile y no mantenía la 
concordancia necesaria con las garantías reconocidas por las diferentes convenciones 
internacionales reconocidas por nuestro país.  
En síntesis, estas normas que niegan a la mujer administrar sus propios bienes son 
abiertamente inconstitucionales, pues establecen diferencias arbitrarias y en 
consecuencia, podrían ser declaradas inconstitucionales por la Excelentísima Corte 
Suprema conociendo del recurso de inaplicabilidad por inconstitucionalidad. 
También podemos advertir que tales normas legales, están en manifiesta 
contradicción con lo dispuesto en los tratados  internacionales sobre derechos 
humanos ratificados por Chile, a saber, el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales; el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos; y la Convención Americana sobre Derechos Humanos, denominada Pacto 
de San José de Costa Rica. Es por ello, que resulta necesario armonizar nuestra 
legislación con los tratados internacionales ratificados por Chile, que consagran en 
diferentes términos la igualdad de los sexos, condenando toda clase de 
discriminación arbitraria respecto de la mujer, y que tienen relevancia respecto de la 
capacidad de la mujer casada y su régimen económico. 
Sin embargo, la desigualdad también se da desde el punto de vista del marido. A este 
respecto, Manuel Somarriva, señala que el régimen  del patrimonio reservado no está 
exento de críticas ya que sería injusto para el marido, quién carece de derechos sobre 
los frutos del trabajo de la mujer en el caso que ésta renuncie a los gananciales, en 
cambio si ella los acepta él no puede impedir que ella participe de los suyos24.   
• En la práctica la mujer es considerada incapaz: 
La Ley Nº 18.802, de fecha 9 de junio de 1989, modificó la legislación vigente en el 
sentido de otorgar a la mujer casada en sociedad conyugal, plena capacidad jurídica.  
Si bien con la dictación de esta ley, la mujer deja de encontrarse en el grupo de los 
incapaces relativos, su marido deja de ser su representante legal y se deroga a 
potestad marital; ello no es tan tajante.  
La doctrina mayoritaria afirma que a la mujer casada se le ha otorgado una capacidad 
vacía, sin contenido y netamente formal, pues aún después de esta reforma que dice 
declararla absolutamente capaz, se le sigue privando de su facultad de disposición y 
administración de sus bienes propios y de los bienes sociales. Por lo tanto, continúa 
administrando los mismos bienes que antes administraba.  
“Como se dijo a propósito de la situación de la mujer casada, luego de la Reforma del 
Código Civil aprobada por la Ley Nº 18.802, en vigencia desde el 7 de septiembre de 
1989 debido a la derogación del antiguo artículo 43, la mujer casada en sociedad 
conyugal, no obstante haber sido declarada plenamente capaz, queda desmejorada en 
el derecho a administrar sus bienes propios.  
En efecto, en la misma reforma se estableció que la administración de esos bienes 
continuaría a cargo del marido, y no se contempló precepto que la habilitara para 
intervenir personalmente en esa administración, en caso de negativa del marido para 
representarla, hipótesis que sí estaba contemplada por el derogado artículo 43, y que 
por cierto se da con frecuencia en la práctica… El respectivo precepto no resolvió la 
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situación producida por la negativa del marido a efectuar actos de administración de 
interés para su mujer.  
Ello obligó, en la práctica forense, a que en estas situaciones, los abogados de las 
mujeres casadas indicaran como ausente e impedidos para actuar en la administración 
de los bienes propios de sus mujeres, a los maridos que en la realidad se negaban a 
intervenir o condicionaban su participación a prestaciones o de otro orden no 
aceptadas o resistidas por sus cónyuges. De este modo, se han obtenido, por esta 
omisión de la ley, en forma irregular, las autorizaciones contempladas para casos de 
impedimento y no de negativa del marido.”25 
La potestad marital aún después de la reforma de la Ley 18.802 está plenamente 
vigente en el aspecto patrimonial y es jurídicamente inaceptable sostener hoy que la 
mujer es plenamente capaz en este régimen y que su marido haya dejado de ser 
completamente su representante legal.   
Es necesario tener presente que aunque termine la sociedad conyugal, la mujer no 
puede disponer de la mitad de bienes que le corresponde, pues para ello es necesaria 
la liquidación de la sociedad conyugal, a través de la cual se reparten los bienes. 
En opinión de Gonzalo Figueroa Yánez, una persona no es capaz si, teniendo bienes 
en su patrimonio y pudiendo manifestar voluntad jurídica, no es apta para obligar 
esos bienes mediante esa manifestación de voluntad26. 
En consecuencia, en la práctica no se reconoce la plena capacidad de la mujer para 
administrar sus bienes propios y los que componen el haber relativo de la sociedad, 
por lo tanto, la mujer sigue siendo considerada como una incapaz. 
• Este régimen entorpece significativamente la libre transacción de los 
bienes.  
En este régimen el marido se tiene como dueño y administrador de todos los bienes 
de la sociedad. Además, administra los bienes de la mujer, lo que limita la autonomía 
de ésta y la libre disposición de sus bienes.  
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La ley civil, en el inc. final del artículo 1754, prohíbe a la mujer casada realizar por sí 
misma determinados actos jurídicos y que sólo pueden ser ejecutados por el marido 
con autorización de ella o con autorización judicial supletoria, en caso de 
imposibilidad de aquélla de manifestar su voluntad. Así, la mujer que contrajo 
matrimonio bajo este régimen, respecto de sus bienes propios, no podrá enajenar, 
gravar, dar en arrendamiento o ceder la tenencia de los mismos. 
Es por esto que, un tercero que contrata con alguno de los cónyuges, puede no tener 
claridad respecto a la ubicación de un bien en el patrimonio de los cónyuges, 
consumiendo tiempo y malgastando dinero en tercerías, ya que a pesar de tramitarse 
de acuerdo al procedimiento sumario no hacen otra cosa que entrampar la libre 
circulación de los bienes, tan codiciada en estos días. 
Entorpece significativamente las transacciones comerciales -para comprar o vender 
bienes, solicitar tarjetas de crédito, entre otras transacciones- y ello es el causante de 
que muchas parejas se mantengan casadas a pesar de ya no tener deseos de estarlo o 
de que, por el contrario, una de ellas cause o precipite un divorcio27. 
• Al ser el marido es el administrador de todos los bienes, atenta contra 
un principio fundamental, a saber, la igualdad: 
Se ha venido sosteniendo que las normas de administración del régimen de sociedad 
conyugal necesitan una urgente reforma y actualización. Disposiciones como el 
artículo 1750, solo se comprenden en el contexto en que el marido podía, durante la 
vigencia del régimen, disponer libremente de los bienes ingresados a la sociedad 
conyugal28.  
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En un interesante trabajo, el profesor Fueyo Laneri abogaba por la reforma del régimen patrimonial, 
atendiendo, por ejemplo, al principio de la igualdad entre el hombre y la mujer. Sobre el particular, 
véase FUEYO LANERI, Fernando (1985), “Problemática general del régimen patrimonial del 
matrimonio”. Revista de Derecho y Jurisprudencia, t.82, pp. 1 y ss. Y tampoco está de más indicar que 
estas mismas críticas, es decir, el carácter anacrónico de las normas de la sociedad conyugal, fue el 
motivo determinante que impulsó la reforma de la Ley 18.802. Véase, sobre este tema, el trabajo de 
ROZAS VIAL, Fernando (1989), “Consideraciones sobre las modificaciones que la Ley N° 18.802 
introduce al Código Civil”. Revista Chilena de Derecho, vol. 16, 1. 
  
Debe tomarse nota de los esfuerzos por alterar el carácter del régimen, mediante 
proyectos de ley. En este sentido, puede citarse el proyecto que pretende la igualdad 
de marido y mujer en la administración de la sociedad conyugal, ingresado el 4 de 
octubre de 1995, boletín N° 1707-18. El proyecto, que ha tenido una larga 
tramitación (hasta el año 2008 figura en segundo trámite constitucional en el Senado), 
pretende la derogación de los artículos 138 y 138bis, pues reemplaza la denominada 
sociedad conyugal, por la institución denominada comunidad de gananciales. Algunas 
normas interesantes del proyecto, son las siguientes: el artículo 165 admite la 
sustitución del régimen de separación convencional de bienes por el de, ahora, de 
comunidad de bienes, en plena concordancia con la reforma que se introduce, 
también, en el artículo 1723. El artículo 1725 declara ahora que disuelta la comunidad 
de gananciales se forma una comunidad entre los cónyuges: se fija su activo y se 
determina el pasivo del que deberá responder (artículos 1725 y 1740, en relación con 
el artículo 1741). El artículo 1742 del proyecto introduce una norma que consagra, a 
nuestro juicio, una norma de protección general a favor de los terceros, pues dispone 
que los acreedores (suponemos, anteriores a la liquidación), pueden hacer efectivos 
sus créditos en cualquiera de los bienes adjudicados a los cónyuges. 
Finalmente, el artículo 1749 ahora es reemplazado, en la medida que permite a cada 
cónyuge administrar libremente sus bienes, con las limitaciones que para el marido 
contempla hoy la misma disposición, derogándose los artículos 1751 a 176329. 
En nuestra legislación actual, la mujer casada en sociedad conyugal conserva el 
dominio, pero carece de las facultades de disposición y administración de sus bienes 
propios. Por carecer de la facultad de disposición, la mujer casada no puede remitir 
una deuda, novar una obligación, transigir ni renunciar a la prescripción.  
Cabe destacar a este respecto, la norma contenida en el inciso final del artículo 1754 
del Código Civil, según la cual, la mujer no puede enajenar o gravar ni dar en 
arrendamiento o ceder la tenencia de sus propios bienes que administre el marido, 
sino en los casos de los artículos 138 y 138 bis, norma que es inconstitucional por 
infringir derechos esenciales, principalmente los de igualdad y dignidad consagrados 
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en la Constitución y en los Tratados Internacionales sobre derechos humanos 
ratificados y vigentes en Chile. El marido puede disponer, sin el consentimiento de la 
mujer, de los ahorros personales como los bienes muebles que ella tenía antes de 
casarse o los que hubiere heredado durante el matrimonio.  
Por otra parte, si el marido se ausenta o cae en una incapacidad, deja a la mujer 
imposibilitada de disponer de los bienes sociales de manera inmediata para poder 
cubrir las necesidades de la familia. En la práctica debe probar en un juicio la 
ausencia o incapacidad del marido, luego de ser probado aquello y aceptado por el 
juez, éste la nombrara curadora del mismo, para así poder disponer de sus bienes 
propios y de los bienes sociales. 
“Esta norma legal, una de las tantas que discrimina a la mujer casada en régimen de 
sociedad conyugal, dispone que, "si el impedimento que afecta al marido no fuere de 
larga o indefinida duración, la mujer podrá actuar respecto de los bienes del marido, 
de los de la sociedad conyugal y de los suyos que administre el marido, con 
autorización del juez, con conocimiento de causa, cuando de la demora se siguiere 
perjuicio". 
Si el alimentante, en este caso, el marido casado en régimen de sociedad conyugal no 
cumple con el deber asistencial respecto de sus hijos y hubiere sido apremiado con 
arresto nocturno, la retención de la devolución anual de impuestos a la renta o, la 
suspensión de la licencia de conducir por dos veces, (según resulta de la lectura de los 
artículos 19, 14 y 16 de la Ley sobre Abandono de Familia y Pago de Pensiones 
Alimenticias) puede el Tribunal de Familia (artículo 8º Nº 15 b) de la Ley de 
Tribunales de Familia) "autorizar a la mujer para actuar conforme a lo dispuesto en el 
inciso segundo del artículo 138 del Código Civil, sin que sea necesario que acredite el 
perjuicio a que se refiere dicho inciso", conforme lo prescrito en el artículo 19 Nº 2 
de la Ley Nº 14.908. 
Esta sanción civil que impone el legislador al padre administrador de la sociedad 
conyugal a favor de la mujer y sus hijos alimentistas, nos parece una equivocada 
política pública en materia de género, pues viene sólo a ratificar la actual 
discriminación que padece la mujer dentro de aquel régimen, ya tantas veces 
intentado ser derogado.  En efecto, la normativa constitucional es clara en la materia, 
tanto a nivel de carta fundamental como de tratados internacionales sobre derechos 
humanos. Basta recordar que el artículo 19 Nº 24 de la Constitución Política de la 
República, al consagrar el derecho de propiedad en sus diversas especies sobre toda 
clase de bienes corporales e incorporales, agrega a continuación, que sólo la ley puede 
establecer el modo de adquirir, usar, gozar y disponer de ella e imponer las 
limitaciones que derivan de su función social. 
Es imposible en la actualidad sostener que la propiedad de los bienes de la mujer, 
como sus atributos puedan ser restringidos por la ley, en este caso, por el Código 
Civil y por la Ley Nº 14.908, pues en ello no vemos cómo podrían comprometerse 
los intereses generales de la Nación, la seguridad nacional, la utilidad y salubridad 
públicas o la conservación del patrimonio ambiental. Surge inmediatamente la 
pregunta, ¿por qué la mujer ni siquiera en el evento del inciso 2º del artículo 138 del 
Código Civil, puede administrar libremente sus bienes propios, requiriendo para 
aquello de la autorización judicial que debe darse con conocimiento de causa, pero en 
este caso, sin que sea necesario que acredite que de la demora se siga perjuicio? 
Así resulta que no sólo el Código Civil, sino que también la Ley Nº 14.908 devienen 
en inconstitucionales, máxime si entre otros tratados internacionales sobre derechos 
humanos sujetos a lo prescrito en el artículo 5º inciso 2º de la Carta Fundamental, la 
Convención sobre Eliminación sobre todas las Formas de Discriminación en contra 
de la Mujer prescribe en su artículo 15 Nº 3, que nuestro país convino que, en 
materias civiles, la mujer tiene la misma capacidad jurídica que el hombre y las 
mismas oportunidades para el ejercicio de esa capacidad, ordenando a continuación 
en su artículo 16 Nº 1 h) que, nuestro país asegura a los cónyuges los mismos 
derechos en materia de propiedad, compras, gestión, administración, goce y 
disposición de los bienes, tanto a título gratuito como oneroso. 
No consideramos que ésta sea una sanción civil que pueda llevar a un cambio en la 
responsabilidad parental del progenitor que no asiste a sus hijos, pues el deber 
asistencial nace de la identidad biológica que conlleva a un ejercicio responsable de la 
responsabilidad parental, y cuyo incumplimiento hoy constituye sin lugar a dudas un 
nuevo daño resarcible, no sólo material, moral, sino que fundamentalmente al 
proyecto de vida, daño que es permanente”30. 




¿Qué derechos tiene la mujer sobre los bienes en una sociedad conyugal? 
Prácticamente ninguno, pues es el marido el administrador legal de todo, incluso de 
los bienes que la mujer haya obtenido por donación o herencia. Pero sí puede 
disponer de los bienes y ganancias que obtenga como fruto de su trabajo o profesión, 
si es que es separado del empleo de su marido31. 
En consecuencia, la mujer en este régimen es insolvente, aunque tenga bienes 
propios, ejemplo claro y tajante es el hecho de que la mujer queda desfavorecida, ya 
que frente a terceros el marido es el único dueño de los bienes adquiridos durante el 
matrimonio. 
• Mutabilidad: 
No es posible transitar de la separación de bienes ni de la participación en los 
gananciales hacia la sociedad conyugal. 
Ello encierra una expresión de disfavor hacia la sociedad conyugal. En efecto, más 
allá de que en las capitulaciones matrimoniales se pueda pactar, separación total de 
bienes o participación en los gananciales, en lugar de la sociedad conyugal, se ha visto 
que ésta puede ser sustituida por la separación total de bienes o la participación en 
los gananciales y que estos dos últimos regímenes pueden ser sustituidos cada uno 
por el otro. 
 
2. RÉGIMEN DE PARTICIPACIÓN EN LOS GANANCIALES.  
2.1 Ventajas:  
• Este sistema es siempre convencional y opcional o alternativo: 
 Como ya hemos mencionado, que sea un régimen convencional y alternativo implica 
que los esposos pueden acceder a él antes de la celebración del matrimonio en las 
llamadas capitulaciones matrimoniales, cumpliendo con las mismas formalidades 
establecidas para estas capitulaciones en el artículo 1716 del Código Civil y, en las 
capitulaciones matrimoniales otorgadas en el acto de celebración del matrimonio en 





conformidad y con los mismos requisitos establecidos por el artículo 1715 inciso 2º 
del Código Civil. En ambas hipótesis los cónyuges inician su matrimonio bajo 
régimen de participación.  
“Este nuevo régimen de bienes es una tercera alternativa que se ofrece a los 
cónyuges, que anteriormente podían optar sólo por los de sociedad conyugal, -a falta 
de pacto en contrario- o por el de separación total o parcial de bienes, -si así lo 
estipulan expresamente-”32. 
En atención a lo expuesto, debieron modificarse los artículos 1716 inciso 1º, pasando 
a prescribir: “Las capitulaciones matrimoniales se otorgaran por escritura pública, y 
solo valdrán entre las partes respecto de terceros desde el día de la celebración del 
matrimonio, y siempre que se subscriban al margen de la respectiva inscripción 
matrimonial al tiempo de efectuarse aquél o dentro de los treinta días siguientes. Pero 
en los casos a que se refiere el inciso segundo del artículo anterior, bastará que ese 
pacto conste en dicha inscripción. Sin este requisito no tendrá valor alguno. La 
segunda norma que sufrió modificación fue el artículo 1715 inciso 2º, cuta nueva 
redacción dice lo siguiente: “En las capitulaciones matrimoniales que se celebren en 
el acto del matrimonio, solo podrá pactarse separación total de bienes o régimen de 
participación en los gananciales”. 
También hubo que modificar el artículo 1723, el cual pasó a disponer que “Durante 
el matrimonio los cónyuges mayores de edad podrán substituir el régimen de 
sociedad de bienes por el de participación en los gananciales…” 
Por su parte, el artículo 1764 Nº5 -artículo 28 Nº27 de la Ley- en su nueva redacción 
prescribe: “La sociedad conyugal se disuelve: Por el pacto de participación en los 
gananciales…” 
Además, puede advertirse que el legislador alteró el principio de inmutabilidad del 
régimen patrimonial del matrimonio, valor que se sustenta en la necesidad de 
proteger los derechos de la pareja y de los terceros. En consecuencia, al introducirse 
la participación de gananciales como un régimen convencional y alternativo, puesto 
que se puede elegir dentro de las opciones convencionales, esto es, la separación de 
                                                          
32 CORONEL ARANEDA, LOHENGRIN. “Guía Legal del corredor de propiedades”. Ediciones 
Jurídicas, La Ley, Tomo II, 1996. Págs. 25 y 26. 
bienes y la sociedad conyugal, se amplía la libertad contractual  en esta materia 
resaltando la mutabilidad del régimen patrimonial del matrimonio.  
• Es una especie de situación intermedia entre la sociedad conyugal y la 
separación de bienes. 
La participación en los gananciales es una mezcla de ambos tipos de regímenes 
patrimoniales del matrimonio, aprovecha las bondades de éstos -morigerando 
algunos de sus defectos más drásticos-. Tales bondades se ven reflejadas en el hecho 
de que en este régimen los patrimonios del hombre y la mujer se mantienen 
separados y cada uno de ellos administra, goza y dispone libremente de los suyo 
durante la vigencia del matrimonio, como es el caso de la separación de bienes, y al 
término de éste se forma una comunidad con los bienes producto del esfuerzo 
común, como ocurre en la sociedad conyugal. 
En este sentido, concordamos completamente con lo sostenido por el autor 
Lohengrin Coronel Araneda, en su libro Guía Legal del Corredor de Propiedades, a 
saber, “Este régimen combina los aspectos positivos de la sociedad y de la separación 
de bienes y excluye o morigera los negativos o inconvenientes. Del régimen de 
sociedad conyugal, acoge la participación de los cónyuges en los gananciales, -lo que 
supone debe estimular en ellos el interés por acrecentar los patrimonios de ambos- y 
elimina la administración exclusiva del marido, entregando a cada uno de los 
cónyuges la administración de su propio patrimonio, dando contenido real a la plena 
capacidad de la mujer, que, aunque reconocida formalmente, se veía disminuida por 
causa de la administración de sus bienes propios confiada al marido. Del régimen de 
separación de bienes, aprovecha la administración autónoma de cada cónyuge, -
puesto que cada uno administrará su patrimonio separado- y atenúa en la medida de 
lo posible el egoísmo y mero interés individual -que a menudo es alentado por la 
separación de bienes-, al asignarle a cada uno la mitad de los gananciales conjuntos 
que obtengan  administración hasta el término de este régimen de bienes, lo que 
debería incentivarles a preocuparse de la administración que ambos lleven a efecto y 
de los buenos resultados que así lleguen a lograrse. 
En aras del mismo propósito, no se trasladan al nuevo régimen en bloque las reglas 
que rigen en los otros la división de los gananciales o los patrimonios separados, sino 
que se les adicionan normas que modifican lo vigente en uno y otro sistema…  
Por lo dicho, puede ser este régimen de bienes el más apropiado para los tiempos que 
corren, pues toma en cuenta por una parte, la emergencia de la mujer como 
plenamente capaz, no sólo en lo legal sino en la realidad cotidiana, y, por otra, tiende 
a mantener en los cónyuges la solidaridad que naturalmente se origina entre quienes 
tienen metas comunes”. 
• Al término del matrimonio, protege al cónyuge más débil: 
Cada cónyuge adquiere un crédito contra el otro, lo que se compensa hasta el de 
menor valor.  
En el régimen de participación en los gananciales, en su variante crediticia, los 
cónyuges actúan como separados durante la vigencia del régimen. A su término, se 
comparan las ganancias obtenidas por los cónyuges, surgiendo un crédito a favor de 
aquel que obtuvo menos ganancias en contra del que ganó más, por un monto igual a 
la mitad del exceso de ganancias del segundo por sobre el primero. De este modo, los 
cónyuges quedan equiparados en las ganancias.  Pero si alguno de los cónyuges, a fin 
de disminuir los gananciales, oculta o distrae bienes o simula obligaciones, se sumará 
a su patrimonio final el doble del valor de aquéllos o de éstas. 
Es por esto que, su particularidad radica en que al término del régimen, el cónyuge 
que ha tenido menos ingresos durante el matrimonio, tiene un crédito que lo faculta a 
participar en la mitad de los mayores ingresos que ha obtenido el otro. Este crédito, 
por tanto, se origina al término de este régimen y es puro y simple, esto es, no 
susceptible de plazo o condición; y debe ser pagado en dinero.  
Así por ejemplo, considerando que Juan tiene un patrimonio originario de $200.000 y 
un patrimonio final de $1.000.000; y María tiene un originario de $300.000 y un final 
de $3.000.000: los gananciales de María corresponden a $2.700.000 ($3.000.000 
menos $300.000) y los de Juan ascienden a $800.000 ($1.000.000 menos $200.000). 
En este caso se deberán compensar los gananciales de María con los de Juan, dando 
como resultado $1.900.000. En tal caso, María deberá la mitad de esos gananciales a 
Juan, esto es, $950.000. Con ello, los patrimonios quedarán equilibrados, obteniendo 
cada uno de ellos $1.750.000 al final del régimen. 
Si el pago de este crédito causare grave perjuicio al cónyuge deudor o a los hijos 
comunes y ello se probare debidamente, puede el juez conceder el plazo de hasta un 
año para el pago del mismo, el que se expresará en unidades tributarias mensuales, 
siendo en consecuencia reajustable33. Los cónyuges o sus herederos, podrán convenir 
daciones en pago para solucionar el crédito de participación en los gananciales.  
Este régimen por una parte, asegura la igualdad del hombre y la mujer ante la ley, 
evitando un trato discriminatorio al mantener autonomía en la administración y 
dominio de los bienes de cada uno/a, y por otro lado, favorece a la mujer que no ha 
desempeñado un trabajo remunerado, haciéndose un reconocimiento expreso al 
aporte que significa su trabajo doméstico, ya que tiene derecho al 50% de los 
gananciales obtenidos por el marido. Por eso  es que se dice que uno de los cónyuges 
participa en los gananciales del otro.   
Esto por ejemplo protegería a una mujer que no ha podido trabajar, o solo ha podido 
hacerlo esporádicamente para atender al cuidado del hogar; asimismo, protege a un 
cónyuge de los malos negocios que pueda hacer el otro durante el matrimonio. 
• Puede ser utilizado por cualquier persona, independiente de su nivel 
económico: 
Sin perjuicio de que se recomienda para aquellas parejas en que cada cónyuge tiene 
un patrimonio inicial o para parejas de altos ingresos, también  puede ser utilizado 
por parejas más modestas que naturalmente comparten metas comunes. 
Es recomendable para una pareja de profesionales que buscan una mayor libertad en 
la gestión de sus bienes sin que ello signifique una independencia absoluta de los 
ingresos del otro.  
• Recoge cabalmente el principio de igualdad ante la ley consagrado en 
la Constitución y en el ordenamiento jurídico: 
Existen en todas las consagraciones del principio de igualdad el llamado principio o 
garantía de igualdad ante la ley, la prohibición de hacer distinciones fundadas en el 
sexo, la raza, el color, la lengua, la religión, las opiniones políticas o cualesquiera otras 
opiniones, la condición social o económica; la prohibición de crear y gozar de 
privilegios y fueros; el principio de igualdad en las cargas públicas; la norma de 
igualdad entre marido y mujer1; la regla de igualdad entre hijos legítimos e ilegítimos; 
                                                          
33 CORONEL ARANEDA, LOHENGRIN. “Guía Legal del corredor de propiedades”. Ediciones 
Jurídicas, La Ley, Tomo II, 1996. Pág. 38. 
e incluso la propugnada igualdad de las parejas, heterosexuales u homosexuales que 
conviven, frente a las parejas casadas, lo que ha dado lugar a la discusión sobre la 
necesidad de regular las uniones de hecho. La realidad demuestra, así, que la 
estructura tradicional de la familia se ha ido modificando, que existen otras realidades 
que reclaman protección, entre ellas, la situación de la mujer que decide contraer 
matrimonio. 
Esta ventaja se ve reflejada en el hecho de que este régimen asegura la capacidad 
plena de ambos cónyuges. Se equipara a ambos cónyuges en el deber de socorro a la 
familia, en el deber de fidelidad -hoy el delito de adulterio se encuentra 
despenalizado- y en el deber de cohabitación. Este régimen por una parte, asegura la 
igualdad del hombre y la mujer ante la ley, evitando un trato discriminatorio al 
mantener autonomía en la administración y dominio de los bienes de cada cónyuge. 
La Ley Nº19.335 se fundamenta, tal como señala el Mensaje que acompaña el 
proyecto de ley presentado para su aprobación, en el deber ineludible que para el 
gobierno significa proponer modificaciones legales que permitan la efectiva vigencia, 
dentro del ordenamiento jurídico chileno del principio constitucional de igualdad 
ante la Ley  referido a la mujer, con la finalidad de establecer íntegramente el respeto 
de su dignidad ciudadana, propender al fortalecimiento de las relaciones personales 
como sociales  y proteger de este modo la estabilidad de la familia.   
Lo que caracteriza a este régimen es que marido y mujer tanto en sus relaciones 
recíprocas como respecto de terceros se siguen rigiendo simplemente por el estatuto 
que tenían de solteros, o sea, el estatuto de derechos que les es aplicable es el estatuto 
jurisdiccional común, sin ninguna excepción. Ambos disponen de capacidad de 
negociar; administran las cosas corporales como incorporales con sujeción a las reglas 
de derecho común que adquieran; y, comprometen además por separado su derecho 
de prenda general34. Si bien, a cada cónyuge tiene derecho a participar en las 
ganancias obtenidas por el otro, pero a cada uno le corresponde la administración y 
disfrute de sus propios bienes. 
No debemos olvidar que nuestro país ha celebrado numerosos tratados que tienden a 
este mismo objetivo, vale decir, consagran en diferentes términos la igualdad de los 
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sexos, condenando toda discriminación respecto de la mujer, y que tienen relevancia 
respecto de la mujer casada y su régimen económico; y que en virtud del inciso 2º del 
artículo 5º de la Constitución, son obligatorios para el Estado; además la referida 
Carta Constitucional consagra a este mismo rango el principio de igualdad contenido 
en sus artículos 1º y 19º.   
Entre los diversos tratados ratificados por Chile y que se encuentran vigentes, 
podemos mencionar, a modo muy general, los siguientes: 
- Carta Fundacional de las Naciones Unidas: Fue ratificada por Chile el año 1945. 
En su preámbulo declara que “los pueblos de las Naciones Unidas están 
resueltos a reafirmar la fe en los derechos fundamentales del hombre y en la 
igualdad de los derechos de hombres y mujeres”. 
- Carta de la Organización de Estados Americanos: Fue ratificada por Chile el año 
1948. Reafirma y proclama los derechos fundamentales de la persona 
humana, sin hacer distinción de raza, nacionalidad, credo o sexo. 
- Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre: Fue ratificada por 
Chile el año 1948. En su artículo 1º prescribe que “Todas las personas son 
iguales ante la ley y tienen los derechos y deberes consagrados en esta 
declaración sin distinción de raza, sexo, idioma, credo ni otra alguna”. 
- Declaración Universal de Derechos Humanos: Fue ratificada por Chile el año 1948. 
Consagra la igualdad y la no discriminación entre el hombre y la mujer en 
diferentes artículos; entre ellos: 
 
Artículo 1º: “Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y 
derechos y, dotados como están de razón y conciencia deben comportarse 
fraternalmente los unos con los otros”. 
Artículo 2º: “Toda persona tiene los derechos y libertades proclamados en 
esta Declaración, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, 
religión…” 
Artículo 7º: “Todos son iguales ente la ley y tienen, sin distinción derecho a 
igual protección de la ley…” 
Artículo 16º: “… y disfrutarán de iguales derechos en cuanto al matrimonio, 
durante el matrimonio y en caso de disolución del matrimonio”. 
 
- Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos: Fue ratificado por Chile el año 
1966. Hace referencia a la igualdad entre el hombre y la mujer a lo largo de su 
articulado: 
 
Artículo 2º: “… para hacer efectivos los derechos reconocidos en el presente 
Pacto y que no estuviesen garantizados por disposiciones legislativas de otro 
carácter”. 
Artículo 3º: “Los estados partes en el presente Pacto se comprometen a 
garantizar a los hombres y mujeres  la igualdad en el goce de todos los 
derechos civiles y políticos…” 
Artículo 23 nº4: “Los estados partes en el presente Pacto tomarán las 
medidas apropiadas para asegurar la igualdad de derechos y de 
responsabilidad de ambos esposos en cuanto al matrimonio, durante el 
matrimonio y en caso de disolución del mismo”. 
  
- Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica): Fue 
ratificada por Chile el año 1969. Señala lo siguiente: 
 
Artículo 1º: Consagra la obligación de respetar los derechos. 
Artículo 2º: Consagra el deber de adoptar las disposiciones de derecho 
interno. 
Artículo 17 nº4: Consagra el deber de los estados de adoptar las medidas 
necesarias para asegurar la igualdad de derechos y deberes entre los 
cónyuges. 
 
- Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la mujer: 
Fue ratificada por Chile en el año 1979. Se compromete a lo siguiente: 
 
Artículo 1º: Prescribe que se entiende por “discriminación contra la mujer”, 
entre las que destaca, toda distinción basada en el sexo. 
Artículo 15º: “Los estados partes reconocerán a la mujer la igualdad con el 
hombre ante la ley”. 
Artículo 16º: Expresa que los estados partes debe adoptar todas las medidas 
necesarias para eliminar toda discriminación en torno a la mujer. 
En consecuencia, se necesitaba de un régimen que estuviera más acorde con la 
tendencia actual del derecho comparado que se sustenta en el principio de igualdad 
de los cónyuges, asegurando la plena capacidad de la mujer casada sin desvirtuar la 
idea de comunidad propia de la vida matrimonial, lo que se materializó con la 
promulgación de la Ley 19.335 de 23-09-1994, que estableció en Chile el régimen de 
participación en los gananciales y los bienes familiares. La novedad que trajo esta 
inclusión es que no se trata sólo de un cambio normativo sino que refleja un cambio 
social efectivo en el orden familiar.  
 
• Destaca por su simplicidad. 
 Durante la vigencia del régimen los cónyuges administran libremente sus respectivos 
patrimonios, exigiéndose autorización recíproca sólo respecto de ciertos actos que 
pudiesen comprometer el patrimonio familiar. En este sistema, hay dos patrimonios 
que se mantienen separados y del que cada uno administra, goza y dispone 
libremente. Al finalizar la vigencia del régimen, los patrimonios de los cónyuges 
permanecen separados, conservando éstos o sus causahabientes plenas facultades de 
administración y disposición de sus bienes. En esta fecha es donde han de 
determinarse los gananciales.  Los gananciales son la cantidad de dinero y/o bienes a 
que tienen derecho los cónyuges cuando termina este régimen. Se obtienen de la 
diferencia de valor que existe entre el Patrimonio Original de cada cónyuge (los 
bienes que tenían cuando se inició el régimen de participación en los gananciales) y el 
Patrimonio Final de cada cónyuge (los bienes que tienen cuando termina este 
régimen), es decir, se compensa el valor de los gananciales obtenidos por cada 
cónyuge y éstos tienen derecho a participar por mitades en el excedente, por lo que 
las ganancias obtenidas por uno de los cónyuges suponen en alguna medida 
colaboración del otro; por ello es que aquí se elimina el eventual patrimonio que 
puede existir en la sociedad conyugal, esto es, el patrimonio reservado. 
Por ello, es importante que cuando los cónyuges se decidan por este régimen hagan 
un inventario simple de los bienes que tiene cada uno/a. Es decir, una lista que 
contenga una descripción del bien y el valor monetario que le asignan. Así se sabrá 
qué bienes había al principio. Al momento de pactar este régimen, los cónyuges o 
esposos deben efectuar un inventario simple de los bienes que componen el 
patrimonio originario. A falta de inventario, el patrimonio originario puede probarse 
mediante instrumentos, tales como registros, facturas o títulos de créditos. Con todo, 
serán admitidos otros medios de prueba si se demuestra que, atendidas las 
circunstancias, el esposo o cónyuge no estuvo en situación de procurarse un 
instrumento. 
Para tener derecho a los gananciales es necesario que el régimen de participación en 
los gananciales termine, ya sea por: 
• Muerte de uno de los cónyuges. 
• Declaración de nulidad del matrimonio.  
• Sentencia que declare el divorcio perpetuo.  
• Por sentencia que declare la separación de bienes.  
• Cuando los cónyuges pactan separación de bienes. 
Una vez que termina este régimen el/la cónyuge que ha obtenido gananciales por un 
monto inferior a los del otro/a cónyuge, tiene un crédito equivalente a la mitad del 
excedente. 
Por ejemplo: 
Hay gananciales del marido por $120  
Hay gananciales de la mujer por $30 
Luego, ambos gananciales se compensan: 120 – 30 = 90 
$90 corresponde al excedente, el cual se divide por 2. 
$90:2= 45 
En este caso la mujer tiene derecho a un crédito por $45 
Para determinar este crédito es necesaria la liquidación de los gananciales 
(determinación de su monto), para lo que se requiere que se demande en un Juicio 
Sumario. 
Generalmente este crédito se paga en dinero, pero también puede pagarse en bienes. 
Dentro de los tres meses siguientes al término de este régimen de bienes, cada 
cónyuge está obligado a proporcionar al otro un inventario valorado de los bienes y 
obligaciones que comprende su patrimonio final. El plazo señalado puede ser 
ampliado por el juez, por una sola vez y hasta por igual término. El inventario simple, 
firmado por el cónyuge, hará prueba a favor del otro cónyuge para determinar su 
patrimonio final. Con todo, éste podrá objetar el inventario, alegando que no es 
fidedigno. En tal caso, podrá usar todos los medios de prueba para demostrar la 
composición o el valor efectivo del patrimonio del otro cónyuge. Cualquiera de los 
cónyuges podrá solicitar la facción de inventario en conformidad con las reglas del 
Código de Procedimiento Civil y requerir las medidas precautorias que procedan.  
A mayor abundamiento, el profesor Enrique Barros sostiene que este régimen es 
flexible por cuanto se adecúa a las diversas situaciones posibles de la vida familiar. Si 
la mujer no ejerce trabajo remunerado, no por eso queda económicamente 
desprotegida como en el régimen de separación de bienes, asegurándose así la 
simplicidad y eficiencia que algunos ven en este régimen. Sin embargo, existe una 
única limitación en la administración: para ser avalista (aval) respecto de deudas de 
terceros, se requiere la autorización de el/la otro/a cónyuge. 
• Protege de manera adecuada a los terceros. 
Si bien es cierto que los cónyuges administran su patrimonio en forma  
independiente y con plena capacidad, existen algunas  limitaciones, que  van en 
resguardo de los gananciales, para que estos efectivamente existan, tal como lo señala 
el Art.1792 – 3 del Código Civil: “Ninguno de los  cónyuges podrá otorgar  
cauciones personales a obligaciones de terceros sin el consentimiento del  otro 
cónyuge. Dicha autorización se sujetará a lo establecido en los artículos  142, inciso 
segundo, y 144, del Código Civil”35. 
En consecuencia, durante el régimen, cada uno de los cónyuges obra como si 
estuviera separado de bienes. Sin embargo, existe una limitación respecto de los 
cónyuges, al obrar con terceros. Esa limitación se refiere a que si uno de ellos quiere 
otorgar cauciones de carácter personal (ser fiador, “aval”, codeudor solidario, etc.) a 
un tercero, tendrá que obtener autorización del otro cónyuge. 
Por lo tanto, los terceros que contraten con la pareja pueden tener completa certeza 
acerca del patrimonio comprometido por el cónyuge que contrata con ellos, 
atendiendo que ambos cónyuges son plenamente capaces durante la vigencia del 
régimen.  
                                                          
35 Art. 142 inc. 2º “… La autorización a que se refiere este artículo deberá ser específica y otorgada 
por escrito, o por escritura pública si el acto exigiere esta solemnidad, o interviniendo expresa y 
directamente de cualquier modo en el mismo. Podrá prestarse en todo caso por medio de mandato 
especial que conste por escrito o por escritura  pública según el caso”.  
Art. 144º “En los casos del artículo 142, la  voluntad del cónyuge no propietario de un bien familiar  
podrá ser suplida por el juez en caso de imposibilidad o  negativa que no se funde en el interés de la 
familia. El juez resolverá previa audiencia a la que será citado el cónyuge, en caso de negativa de éste”. 
El artículo 1792-25 constituye una norma destinada a proteger a los terceros 
acreedores. Establece que los créditos contra el cónyuge deudor, anteriores al 
término del régimen, prefieren a los generados por éste. Esta preferencia general 
viene a complementar la enunciación del artículo 1723, en cuanto a que no se 
perjudicará los derechos válidamente adquiridos por terceros respecto de uno de los 
cónyuges. Para que opere la preferencia, basta que la causa del crédito anteceda a la 
fecha de término del régimen. También se aplicaría a los créditos que posea un 
cónyuge en contra del otro, ya que el artículo 1792-19, inciso final, dispone que el 
crédito de participación será sin perjuicio de otros créditos entre los cónyuges. 
Por otra parte, el cónyuge acreedor del crédito de participación, es protegido por la 
ley frente a aquellos acreedores cuyos créditos tengan una causa posterior al término 
del régimen (a contrario sensu, el privilegio será inoponible a los créditos cuyas 
causas sean anteriores al término del régimen). Se previene así que el cónyuge 
acreedor no vea perjudicado su derecho por las deudas que pueda contraer el 
cónyuge deudor, después de la terminación del régimen y la determinación del 
crédito de participación. En este caso, dispone el artículo 2481 Nº 3 que el crédito de 
participación en los gananciales tendrá una preferencia de cuarta clase. Cabe notar 
que aquí, la preferencia no corresponderá sólo a la mujer, como acontece en la 
sociedad conyugal, sino a cualquiera de los cónyuges. 
Como regla general, tanto en la estipulación de este régimen como en su terminación 
no afectan a los derechos de los terceros que han contratado con los cónyuges, por 
aplicación de las normas comunes  sobre contratos, de acuerdo con las cuales éstos 
sólo son ley para quienes lo celebran, según se desprende del art. 1545 del Código 
Civil. Sin embargo, rigen al respecto disposiciones especiales, que debemos tener en 
cuenta, por ejemplo, como medida de publicidad, se dispone que tanto la escritura 
por la cual se otorguen las capitulaciones matrimoniales anteriores al matrimonio 
cuanto aquella por la cual los cónyuges sustituyan el régimen de sociedad de bienes o 
el de separación total por el de participación en los gananciales, sean subinscritas al 
margen de la respectiva inscripción matrimonial, dentro de los treinta días siguientes 
a la escritura  respectivamente, para que  surta efectos entre las partes y respecto de 
terceros. Por consiguiente, si no se practica esa inscripción o se la efectúa fuera de 
plazo, el régimen de participación en los gananciales no existirá para los terceros que 
contraten con los cónyuges, y respecto de éstos estará vigente el régimen de sociedad 
conyugal o el de separación de bienes, según sea el caso. 
• Permite la constitución de garantías u otros créditos. 
Se trata, como en más de una oportunidad hemos mencionado, de un régimen 
Crediticio y no Comunitario. Es de esta forma como los gananciales a que los 
cónyuges tienen derecho no se expresan en derechos reales proindiviso como ocurre 
bajo la modalidad comunitaria; sino que se expresan en derechos personales o 
créditos, definidos en el artículo 578 de nuestro Código Civil y que gravan el derecho 
de prenda general del otro cónyuge, en conformidad al derecho común. Este crédito 
se encuentra amparado por la Ley Nº19.335 al establecerse una preferencia de cuarta 
clase a su favor. 
En este régimen, como tantas veces ya se ha señalado, cada cónyuge administra 
libremente lo suyo, y puede por tanto constituir prendas o hipotecas sobre sus 
bienes, sin la autorización o la sola concurrencia del otro. Sin embargo, ninguno 
puede otorgar garantías personales (fianzas, avales) a favor de terceros, sin 
autorización del otro. En lo relativo a los patrimonios separados se prohíbe que uno 
de los cónyuges otorgue cauciones personales a obligaciones de terceros, sin 
autorización del otro; tanto porque ambos tienen interés en el resultado final de la 
administración del respectivo patrimonio, cuanto porque la constitución de tales 
cauciones ha provocado en el país, en pasado reciente, la ruina de muchos hogares. 
Esto no lo vemos como una deficiencia, al contrario, nos resulta bastante razonable, 
ya que este tipo de garantías pueden poner en riesgo la totalidad del patrimonio, y si 
bien es cierto cada cónyuge es independiente en la gestión del suyo, no le es 
completamente indiferente lo que ocurre con el patrimonio de su cónyuge, pues a la 
terminación del matrimonio o en el evento de sustituirse este régimen por el de 
separación total de bienes, los gananciales obtenidos serán muy relevantes. 
En cuanto a la concurrencia de otros créditos, según el art. 25 de la Ley Nº 19.335, el 
crédito de participación en los gananciales no excluye la existencia de otros créditos y 
obligaciones entre los cónyuges, como los provenientes de la división de bienes de 
que fueren dueños en comunidad o del pago de las cargas con que hubieren estado 
gravados bienes adquiridos por uno de ellos a título gratuito. 
Señala, también, este artículo que los créditos contra un cónyuge cuya causa sea 
anterior al término del régimen de bienes, preferirán al crédito de participación en los 
gananciales. 
• Expresa de manera adecuada la comunidad de vida e interés que 
constituye el matrimonio. 
Genera reciprocidad en los deberes de socorro y ayuda mutua y reconoce la 
contribución a la economía familiar del cónyuge que opte por quedarse en el hogar. 
Este régimen mantiene la solidaridad entre los cónyuges que naturalmente se origina 
entre quienes tienen metas comunes. 
“En lo relativo a la división de los gananciales, una vez terminado el régimen, evita 
consagrar el estado de comunidad entre los cónyuges o sus causahabientes –que 
origina problemas  propios de la indivisión-, y establece que cada cónyuge o sucesión 
continuará administrando y disponiendo separadamente de los bienes del patrimonio 
separado que le corresponde, sin injerencia del otro cónyuge o sucesión; y traduce la 
obligación de compartir los gananciales en un crédito a favor del otro cónyuge”36.  
• Entrega autonomía e  independencia a los cónyuges. 
El régimen de participación en los gananciales consagra el respeto a la individualidad, 
manteniendo a la vez una comunidad de intereses, por cuanto, esta ventaja apunta a 
las facultades que tienen cada cónyuge para disponer de sus bienes propios sin 
injerencia del otro en su gestión administrativa.  
De pactarse este régimen la mujer no puede optar por el beneficio del patrimonio 
reservado, ya que de optar por el Régimen de Participación en los gananciales, no 
resulta necesaria la existencia del patrimonio reservado de la mujer casada, ya que 
durante la vigencia del Régimen de Participación cada cónyuge conserva su 
patrimonio separado y sus facultades para seguir administrándolo y disponer 
libremente de lo suyo.  
En conclusión, en cuanto a la administración, durante el régimen, cada uno de los 
cónyuges obra como si estuviera separado de bienes. 
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2.2 Desventajas:  
• Se le marginó a una aplicación residual. 
La Ley 19.335 comenzó a regir el 24 de diciembre de 1994, buscaba  originalmente 
constituirse en el régimen supletorio, en reemplazo del de la  sociedad conyugal, pero 
ante la imposibilidad de obtener en el Congreso las  mayorías constitucionales, se la 
aprobó, con diversas modificaciones, como  régimen alternativo al de sociedad 
conyugal y separación de bienes37. 
Estamos en presencia de un régimen matrimonial que no es supletorio a la voluntad 
de los cónyuges como ocurre en la sociedad conyugal, sino que es un régimen que 
solo se puede pactar por los cónyuges de común acuerdo y mediante pacto expreso. 
Se puede pactar, al momento del matrimonio o durante éste. 
Una vez que se opta por este régimen no se puede cambiar a sociedad conyugal, pero 
sí a separación de bienes. Es por esto que, este régimen puede ser sustituido, de 
común acuerdo y mediante escritura pública, por el régimen de separación de bienes, 
pero no por el régimen de sociedad conyugal. 
• Mutabilidad del régimen: 
Cabe plantearse si es posible mudar el régimen de participación en los gananciales 
por otro de los regímenes establecidos en la ley. Efectivamente, ello es posible, como 
lo admite el art. 1792-1 C.C. pero sólo si se sustituye por el régimen de separación 
total de bienes. Para ello debemos recurrir al pacto previsto en el artículo 1723 del 
mismo cuerpo legal, lo que implica que sólo podría sustituirse por una sola vez, 
atendido lo dispuesto en el mismo artículo, cuando señala en su inciso 2º que el pacto 
“… una vez celebrado, no podrá dejarse sin efecto por el mutuo consentimiento de los cónyuges”.38 
En efecto, la mutabilidad de este régimen sería muy limitada, puesto que lo anterior 
sólo podría operar respecto del régimen de participación en los gananciales pactado 
antes o en el acto del matrimonio, no aquél acordado durante su vigencia. Este 
último sería irrevocable, pues ya se habría utilizado el artículo 1723. 





Sin perjuicio de lo anterior, debemos distinguir entre aquellas mutaciones admisibles 
y aquellas inadmisibles. 
1.- Mutaciones admisibles.  
Las variaciones del régimen de participación en los gananciales, son las siguientes: 
a) La sociedad conyugal puede ser sustituida por un pacto de separación total o de 
participación en los gananciales (artículo 1723, inciso 1º y artículo 1792-1; artículo 
1764 Nº5). 
b) La separación total pactada antes o en el acto del matrimonio puede ser sustituida 
por el régimen de participación en los gananciales pactado durante el matrimonio 
(artículo 1723, inc. 1º y artículo 1792-1). 
c) El régimen de participación en los gananciales pactado antes o en el acto del 
matrimonio puede ser sustituido por un pacto de separación total de bienes acordado 
durante el matrimonio (artículo 1792-1, inc. 3º y artículo 1792-27). 
2.- Mutaciones inadmisibles.  
No se admiten por la ley las siguientes mutaciones: 
a) No puede sustituirse el régimen de separación total por el de sociedad conyugal;  
b) No puede sustituirse el régimen de participación en los gananciales por el de 
sociedad conyugal; 
c) No puede sustituirse por ningún otro el régimen de separación total pactado 
durante el matrimonio, salvo si se trata de pactar el régimen de participación en los 
gananciales, por una sola vez;  
d) No puede sustituirse por ningún otro el régimen de participación en los 
gananciales pactado durante el matrimonio. 
Los casos señalados en las letras a) y b), responden al principio de que la sociedad 
conyugal, sólo es un régimen de inicio, o sea, o existe desde un comienzo, o ya no 
puede existir. Los casos señalados en las letras c) y d), responden al principio de que 
el régimen que se estipule durante el matrimonio, en ejercicio del artículo 1723, ya no 
puede alterarse, por regla general. Esta conclusión, como admite Hernán Corral, 
podría discutirse sobre la base del artículo 1792-1, que faculta para sustituir la 
separación total de bienes por  participación en los gananciales y viceversa, sin entrar 
en mayores distinciones. Pero agrega Corral -en lo que concordamos- que debe 
considerarse que la sustitución se permite “...con sujeción a lo dispuesto en el artículo 
1723”, norma que perentoriamente establece que este pacto “una vez celebrado, no 
podrá dejarse sin efecto por el mutuo consentimiento de los cónyuges”. Por ello, una 
vez celebrada la convención a que alude el artículo 1723, que debe estar destinada a 
pactar cualquiera de los regímenes alternativos mencionados, su contenido queda 
irrevocablemente fijo, sin que se permita un nuevo pacto entre los cónyuges para 
transitar de la separación total de bienes a la participación en los gananciales o de ésta 
a aquella. En otras palabras, empleado que sea el artículo 1723 por los cónyuges, se 
agotan las posibilidades de recurrir a él nuevamente.  
Distinta es la opinión de René Ramos Pazos. Al plantear la hipótesis de los cónyuges 
casados en régimen de sociedad conyugal y posteriormente hubieren hecho 
separación de bienes (se entiende durante el matrimonio, a través del pacto previsto 
en el artículo 1723), se pregunta a continuación: “¿podrían sustituir esa separación 
por el régimen de participación en los gananciales? (se entiende, recurriendo ahora 
por segunda vez al pacto consagrado en el artículo 1723) Hay dos soluciones posibles 
al problema: 
a) Una primera, según la cual ello no se puede hacer en razón de que el artículo 1723 
inciso 2º prescribe que este pacto “… no podrá dejarse sin efecto por el mutuo consentimiento 
de los cónyuges”. Abona esta tesis el principio de la inmutabilidad del régimen 
matrimonial consagrado en el artículo 1716 inciso final. 
b) Pero también puede estimarse que ello sería factible, en razón de que para la recta 
interpretación de la frase final del artículo en comento, debe tenerse presente que ella 
ya se encontraba en el artículo 1723 con anterioridad a la Ley 19.335, siendo entonces 
su significación muy clara en orden a que si los cónyuges habían sustituido la 
sociedad conyugal por el pacto de separación total de bienes, les estaba vedado 
volver al régimen de sociedad conyugal. Pero en el caso que nos ocupa el problema 
es distinto: los cónyuges se casaron en régimen de sociedad conyugal, hicieron uso 
del artículo 1723 y sustituyeron ese régimen por el de separación de bienes. Ahora, 
encontrándose casados en separación de bienes, desean sustituirlo por el de 
participación en los gananciales. Como se ve, no se trata de dejar sin efecto el pacto 
anterior volviendo al régimen de sociedad conyugal, sino de celebrar un nuevo pacto 
en conformidad al artículo 1723 para reemplazar el régimen de separación de bienes 
por el de participación en los gananciales. Y esta situación no está prohibida por la 
ley.”39 
Pablo Rodríguez Grez, por su parte, concluye en iguales términos que Ramos Pazos, 
aunque reconociendo que ello podría perjudicar a los terceros. Afirma al efecto:  
“…es posible que los cónyuges hayan hecho uso de la facultad conferida en el 
artículo 1723 y hayan sustituido el régimen de sociedad conyugal por el de separación 
total de bienes. ¿Pueden posteriormente ejercer esta facultad para pactar 
‘participación en los gananciales’? Parece evidente que ello puede ocurrir sin 
obstáculo alguno, no obstante el hecho de que se afecta gravemente la inmutabilidad 
del régimen patrimonial, lo cual está consagrado en beneficio de los terceros que 
hayan contratado con el marido o con la mujer.”40 
Acerca del mismo punto, Francisco Merino indicaba las ventajas y los inconvenientes 
de adoptar la tesis contraria a Corral y favorable a Ramos y a Rodríguez Grez: “posee 
la ventaja que hace accesible al nuevo régimen de participación en los gananciales a 
los actuales matrimonios que hoy se encuentran casados bajo el régimen de 
separación total como consecuencia de haber ya optado por él luego de haberse 
casado en sociedad de bienes, lo que sería imposible si damos a la oración ‘no podrá 
dejarse sin efecto por el mutuo consentimiento de los cónyuges’ un alcance más 
amplio que el señalado”. En cuanto a las desventajas, agrega Merino que dicha 
interpretación “presenta como contrapartida que atentaría contra el principio de la 
estabilidad conveniente en todo régimen matrimonial, en cuya virtud se debe 
propender a otorgar al sistema adoptado por los cónyuges la mayor  fijeza posible, en 
atención a los múltiples intereses que en ellos se conjugan y que trascienden a los 
particulares del marido y de la mujer”41. 
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Hay sin embargo, dos excepciones al principio en virtud del cual los cónyuges sólo 
pueden recurrir por una sola vez al artículo 1723. Son los casos contemplados en el 
artículo165 del Código Civil y en el artículo 40 de la Ley de Matrimonio Civil. 
Ciertamente, el pacto de participación en los gananciales, aún el realizado durante el 
matrimonio, será sustituido por la separación total de bienes, en el caso de dictarse 
una sentencia de separación de bienes o de separación judicial de los cónyuges 
(artículo 1792-27números 4 y 5). Pero en estos supuestos, la sustitución no opera por 
voluntad de los cónyuges, sino por mandato de la ley, a consecuencia de una 
resolución judicial. 
• Algunos han señalado que este régimen no se aviene con la naturaleza 
del matrimonio. 
Al operar durante el matrimonio como separación de bienes, no da participación al 
cónyuge en las decisiones que tome el otro, ni tampoco le reconoce un interés en los 
bienes más cercanos a la familia al cónyuge que no es propietario. Se enfatiza que el 
régimen adolece de poco sentido de solidaridad patrimonial, al estar ausentes las 
recompensas. Además, a su término transforma a un cónyuge en acreedor del otro, lo 
que no se condice con la naturaleza de la institución matrimonial, en la que se genera 
una comunidad de bienes y de vida. Asimismo, se hace presente la inconveniencia de 
haber  permitido que el crédito del cónyuge por la parte no compensada de 
gananciales, pueda cederse, lo que implica admitir a un tercero como eventual 
acreedor, en un ajuste patrimonial que sólo debería involucrar a los cónyuges. 
• Se ha dicho que resulta injusto para la mujer que opta por no ejercer 
un trabajo remunerado. 
Se ha señalado que también resulta poco favorable para aquellas mujeres que opten 
por ejercer trabajos ocasionales, privilegiando el cuidado de la familia, ya que al 
momento de comparar los patrimonios finales, aparecerá como que la mujer nada ha 
aportado, en circunstancias que es por todos sabido que en esta situación la labor de 
la mujer es indispensable para el adecuado desarrollo económico y profesional del 
marido.  
• No es tan simple como se quiso señalar en el mensaje del Presidente 
de la República. 
Algunos autores han formulado críticas al régimen de participación en los 
gananciales, poniendo énfasis en el hecho que no se obtiene con su normativa, la 
finalidad que tuvo en cuenta el legislador, al promulgarla: mejorar la situación de la 
mujer casada, desde un punto de vista patrimonial o al menos maximizar el principio 
de igualdad entre los cónyuges. 
Si bien es cierto que este régimen durante su vida resulta de fácil aplicación, al 
término del mismo el panorama comienza a complicarse, pues se requerirá de 
asesoría jurídica para hacer los inventarios de cada cónyuge, para determinar las 
compensaciones y para realizar el cálculo de los gananciales. Se dice que este régimen 
solo era efectivo respecto de determinadas personas -esto porque se hará necesaria la 
presencia de asesoría jurídica para hacer el inventario de cada cónyuge, determinar las 
compensaciones y cálculo de los gananciales-, de aquellas de más altos ingresos 
pertenecientes a un nivel educacional más privilegiado, a lo que la profesora Claudia 
Schmidt llama “una elite económica”42. 
• Es un modelo un poco complejo. 
Es un régimen que obliga a los cónyuges a ser muy ordenados y llevar un riguroso 
control de lo que se adquiere, exige un cierto orden que no suele ser habitual en 
nuestra sociedad. 
• Poca efectividad. 
Se ha criticado su efectividad aduciendo que es menos en comparación a la 
comunidad que se forma en la sociedad conyugal, en que los cónyuges adquieren un 
derecho real y no un derecho personal o crédito. Las acciones para perseguir un 
derecho real son absolutas y pueden ejercerse por cualquier persona, a diferencia de 
las acciones emanadas de los derechos reales que son relativas.  
En la práctica, los esposos o cónyuges, se encuentran limitados de realizar varias 
cosas, entre ellas: 
No pueden alterar el porcentaje de participación en los gananciales, esto es, la mitad 
del excedente para cada uno. El artículo 1792-19 es de orden público, a diferencia de 
lo que acontece en la sociedad conyugal, donde nada impide que los esposos 
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convengan, en las capitulaciones previas al matrimonio, que la mujer renuncia al 
ganancial (artículo 1719).  
Tampoco pueden los esposos o cónyuges convenir que quedan autorizados para 
otorgar cauciones personales, sin que sea necesario el consentimiento del otro 
cónyuge. Ello, porque esta autorización está sometida a los artículos 142, inciso 2º y 
144, normas correspondientes a “Los Bienes Familiares”, de orden público.  
Además, no puede convenirse que el patrimonio originario sea diverso del 
configurado en los artículos 1792-7, 1792-8, 1792-9 y 1792-10. Así, por ejemplo, es 
ilícito estipular que los frutos de los bienes que componen el patrimonio originario se 
incorporen a éste y no al activo final.  
No puede estipularse válidamente, en forma anticipada, que los actos a que se refiere 
el artículo 1792-15 serán considerados oponibles y/o no estarán afectos a nulidad. 
Ello implicaría, además, en el caso del Nº 2 del artículo 1792-15, una condonación 
anticipada del dolo futuro, lo que, bien sabemos, constituye un caso de objeto ilícito. 
Pero nada impide que la estipulación sea posterior a la celebración del acto o 
contrato, pacto lícito.  
Tampoco puede convenirse lo que se deja a una de las partes. No puede pactarse que 
se renuncia anticipadamente a la facción de inventario solemne al terminar el régimen 
de participación en los gananciales (artículo 1792-16, inciso 3º). Se trata del cónyuge 
que no está conforme con el inventario simple presentado por el otro de los 
cónyuges.  
No puede pactarse que se renuncia anticipadamente a la presunción consagrada en el 
artículo 1792-12, concerniente a que se presumen comunes, los bienes muebles 
adquiridos durante el régimen. 
Por otra parte, tampoco puede estipularse válidamente y en forma anticipada que se 
renuncia a la sanción consagrada en el artículo 1792-18, cuando uno de los cónyuges 
ocultó o distrajo bienes o simuló obligaciones, porque ello implicaría la condonación 
del dolo futuro.  
No puede celebrarse pacto alguno, durante la vigencia del régimen, concerniente al 
crédito de participación en los gananciales (artículo 1792-20, inciso 2º).k) No puede 
estipularse modalidad alguna respecto del crédito de participación en los gananciales, 
antes de su determinación (artículo 1792-21, inciso 1º).l); así como tampoco se puede 
pactar que el cónyuge deudor, renuncia anticipadamente a su derecho a pedir un 
plazo –no superior a un año y cuando se cumplan las circunstancias previstas en el 
artículo1792-21-, para el pago del crédito de participación en los gananciales. 
No puede convenirse que no serán valoradas las atribuciones de derechos sobre 
bienes familiares (artículo 1792-23). No puede renunciarse anticipadamente la acción 
de inoficiosa donación (artículo 1792-24 inc. 2º), y finalmente no pueden los esposos 
ni los cónyuges alterar los plazos de prescripción establecidos en la ley. 
• La falta de límites a la enajenación de los bienes: 
La profesora Claudia Schmidt43 señala que en este punto la ley es muy liberal, 
preocupándose más de la protección de los derechos de terceros que del interés de 
los cónyuges. La falta de límites en ese aspecto, no contribuiría al mantenimiento del 
patrimonio familiar, ya que las pocas limitaciones que establece este régimen, dicen 
relación sólo con cauciones personales. 
• El régimen de participación en los gananciales no ha tenido la acogida 
que se esperaba: 
 
Las estadísticas son claras al mostrar que la gran mayoría de los matrimonios 
celebrados en nuestro país en el periodo comprendido entre los años 2006-201144, 
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han seguido optando por la sociedad conyugal (54,17%) y en menor medida por la 
separación de bienes (43,48%); en tanto sólo un pequeño porcentaje se decidió por el 
régimen de participación en los gananciales (2,35%). 
Esto se puede atribuir al hecho de que el régimen de participación en los gananciales 
fuera introducido como alternativo y no como supletorio de la voluntad de las partes, 
lo que favoreció el desconocimiento del mismo, de su normativa por parte de los 
actores relevantes de la institución, de los abogados, funcionarios de los tribunales y 
de los mismos jueces; a lo que se sumó una falta de acceso a la información y a la 
asesoría jurídica pertinente.  
La concurrencia de estos factores incide a que de acuerdo a nuestra tradición jurídica 
las personas sigan optando por la alternativa más conocida y popular. 
Pese a los años transcurridos, desde su entrada en vigencia, la doctrina le ha prestado 
poca atención, probablemente debido a su escasa aplicación práctica. 
 
                                                  











                                                  CAPÍTULO V 
                            ANÁLISIS CRÍTICO AL RÉGIMEN LEGAL  
Antes de dar curso a este capítulo, es pertinente hacer ciertas precisiones.  
Por una parte, si bien, objetivamente, son muchas las diferencias existentes entre el 
régimen de participación en los gananciales con el de la sociedad conyugal, existen no 
obstante ciertas materias en que se aplican disposiciones comunes, como son: 
a) La primera semejanza nos la entrega el art. 28 Nº 20 de la Ley Nº 19.335. En caso 
de fallecimiento de alguno de los cónyuges, el crédito por gananciales se imputa a la 
porción conyugal que pudiere corresponder al cónyuge sobreviviente, del mismo 
modo como se imputa la mitad de gananciales de este último, en caso de sociedad 
conyugal. 
b) La segunda semejanza es entregada por el art. 28 Nº 21 de la misma ley. En caso 
de fallecimiento de alguno de los cónyuges, no se confundirá la calidad de acreedores 
gananciales -que tenga el cónyuge sobreviviente- con la de sucesor a título de porción 
conyugal en el patrimonio del difunto. 
c) Otra semejanza la encontramos en el art. 503 del Código Civil y en el 28 Nº 17 de 
la Le Nº 19.335. No rige para los cónyuges en régimen de participación en los 
gananciales la inhabilidad que afecta al marido o a la mujer separados de bienes por 
sentencia judicial para ser curadores del otro, por cuanto, en esta materia, se les iguala 
a los cónyuges en sociedad de bienes y a los separados convencionalmente, a quienes 
el juez, oyendo a los parientes, puede deferirles la guarda del otro cónyuge.  
d) Por último, otra semejanza la da el art. 4 de la Ley Nº 19.335. Afecta a los 
cónyuges en régimen de participación de bienes la ya indicada prohibición de otorgar 
cauciones personales a obligaciones de terceros, sin el consentimiento del otro 
cónyuge, que desde antes operaba en el régimen de sociedad conyugal, pero con las 
modificaciones de mayor extensión y gravedad de la sanción para su 
quebrantamiento. 
El profesor José Luis Cea45, señala que hoy no cabe la menor discusión de la que la 
ley vale sólo en la medida que respeta los derechos humanos. Luego se ha 
mencionado que el régimen de sociedad conyugal tiene su origen histórico en la 
protección de la mujer, especialmente en el segmento de ingresos medios y bajos. Si 
entendemos que actualmente la mujer casada bajo el régimen legal es considerada, 
según la ley, una persona capaz ¿Por qué no puede celebrar  personalmente actos y contratos 
relativos a sus bienes propios ni bienes pertenecientes a la sociedad conyugal de la cual forma parte? 
Parte de la doctrina afirma que a la mujer casada en sociedad conyugal, con la 
dictación de la Ley Nº 18.802, no se le ha mejorado su posición en comparación a la 
de su marido, solo se le ha otorgado una capacidad sin contenido, una mera 
capacidad teórica y formal. Si analizamos el inciso final del artículo 1754 del Código 
Civil podremos apreciar que aun después de esta reforma legal que declara a la mujer 
absolutamente capaz, el sistema veta en forma inexplicable la posibilidad que 
administre su haber propio y con mayor razón el social. En consecuencia, su 
situación en nada cambió, pues continúa administrando los mismos bienes que antes. 
1. ANÁLISIS JURISPRUDENCIAL. 
Desde la entrada en vigencia de la participación en los gananciales , tendiendo en 
consideración el menudo porcentaje de matrimonios que han optado por este 
régimen -no supera el 10% de acuerdo a las estadísticas proporcionadas por el 
SERNAM y el Servicio de Registro Civil e Identificación46-, ha resultado imposible 
constatar actividad jurisprudencial al respecto tanto en los Tribunales Superiores de 
Justicia como en los inferiores, asuntos vinculados a este régimen no han sido 
sometidos al conocimiento de los tribunales de justicia, por lo mismo no existen 
fallos que puedan dar cuenta de cuales han sido las controversias suscitadas al 
respecto,  por eso es que la jurisprudencia incluida en el presente trabajo se desarrolla 
en base a la jurisprudencia existente en materia de sociedad conyugal, constatando los 
defectos de que ésta adolece y que son superados por el régimen de participación en 
los gananciales de acuerdo al Mensaje del Presidente de la República,  en especial en 
lo que trata las dificultades probatorias respecto del patrimonio reservado de la mujer 
                                                          
45 CEA EGAÑA, José Luis. “Curso de derecho constitucional”. Tomo I. Santiago, Editorial Jurídica 
de Chile, 1997.  
46 Comisión de Familia Honorable Cámara de Diputados. Boletín Nº1707-18 Informe de la Comisión 
de Familia acerca del Proyecto de Ley que modifica el Código Civil y Leyes Complementarias en 
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casada; la validez de los pactos sustitutivos de la sociedad conyugal por el régimen de 
separación total de bienes; y de los problemas derivados de las solemnidades 
requeridas para ejecutar actos de disposición que involucren bienes sociales.  
 
1.1 La sociedad conyugal presenta dificultades probatorias respecto del 
patrimonio reservado de la mujer casada. 
La institución del Patrimonio Reservado se introdujo para intentar acabar con la 
discriminación arbitraria que sufría la mujer en ese entonces, pero su implementación 
fue de manera paulatina, ya que los primeros intentos legislativos no fueron del todo 
exitosos47, ya que no se preocupó de regular cuales serían los medios probatorios que 
acreditarían el patrimonio reservado, ni tampoco se ocupó de aclarar si los bienes 
producto del trabajo separado de la mujer ingresaban al haber de la sociedad 
conyugal o se mantenían separados.  
La ley Nº 552148 dio lugar al nuevo artículo 150 del Código Civil, que, como ya 
sabemos, trata el patrimonio reservado de la mujer casada, sin perjuicio de que hasta 
la entrada en vigencia de la Ley Nº 18.802, se condicionaba la actividad de la mujer a 
la voluntad del marido. 
El patrimonio reservado de la mujer casada es considerado un patrimonio eventual o 
anexo a la sociedad conyugal, el cual es definido como aquellos bienes reservados que 
la mujer obtiene con su trabajo separado del marido y los que con ellos adquiera49, 
cumpliendo los requisitos básicos: 
1) Que los cónyuges se hayan casado bajo el régimen de sociedad conyugal. 
2) La mujer debe ejercer un oficio, profesión o industria separada del marido. 
3) Que por ese trabajo obtenga una retribución económica derivada directamente de 
ese oficio, profesión o industria. 
4) Que ese trabajo se desarrolle durante la vigencia de la sociedad conyugal. 
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Cumplidos estos requisitos se presume de derecho la existencia del patrimonio 
reservado de la mujer casada. Lo anterior lo vemos sustentado en la resolución 
dictada por la Corte Suprema de Justicia conociendo de un recurso de protección, de 
fecha 09-10-2002, en Causa Rol Nº 3499-02, en la cual rechazó la pretensión de la 
recurrente (básicamente en el Considerando segundo) en torno a reconocer su 
dominio respecto del inmueble adquirido ya que en ningún momento se probó la 
concurrencia de los requisitos que prescribe el artículo 150 del Código Civil.  
Respecto de lo anterior, nos parece importante señalar el Fallo Causa Rol Nº 7427-
2009, de fecha 01 de junio de 2009, en donde la Excma. Corte Suprema rechazó los 
recursos de casación interpuestos por el cónyuge, y confirmó las sentencias de 
primera y segunda instancia, en atención a que en la especie no se acreditaron los 
supuestos que hacían procedentes el ejercicio de la acción reivindicatoria deducida. 
Al efecto, razonan sobre la base que los bienes forman parte del patrimonio 
reservado de la mujer casada que opera de pleno derecho y cuyos requisitos de 
existencia son los cuatro antes mencionado, y que al operar de pleno derecho, no hay 
necesidad de acordar su procedencia ni pactar su regulación. 
 Es importante señalar que es a la mujer, casada en sociedad conyugal, a quien le 
incumbe acreditar el origen y dominio de los bienes que componen su patrimonio 
reservado. Manuel Somarriva señala que el éxito del patrimonio reservado de la mujer 
casada depende en buena medida de la prueba que de la existencia de sus bienes se 
haga. Esto pues se trata de una institución específica, por ende es menester probar el 
origen de los bienes reservados para que se encuentren incluidos en este  
patrimonio50. René Ramos Pazos señala que al tratarse de una institución excepcional 
la prueba de la existencia de ese patrimonio o de la pertenencia de él de determinado 
bien corresponde a quien lo alega. Específicamente, la prueba puede versar sobre dos 
cuestiones: la existencia del patrimonio y que un bien forma parte de aquél51 
El Código Civil, por su parte, nos señala que se pueden hacer valer todos los medios 
probatorios contemplados por la ley. En cuanto a esto, resulta interesante el 
razonamiento que tuvo la Corte de Apelaciones de Santiago en la causa Rol Nº 1107-
83. Conociendo de este recurso de apelación la Corte señaló en el VISTOS 2º -en 
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conformidad al Vistos 1º-: “… que cuando se trate de obligaciones contraídas con terceros por la 
mujer casada bajo régimen de sociedad conyugal que no cumpliese con los requisitos de la presunción 
de que actúo en la esfera de su patrimonio reservado, le correspondería a los terceros que contrataron 
con ella, la prueba consistente en que ésta obro fuera del régimen de sociedad conyugal, es decir, en el 
ejercicio de su empleo, oficio, profesión o industria, ya que de acuerdo a nuestro sistema probatorio los 
hechos que alteran la normalidad deben acreditarse por quien los alega”, y el hecho del 
patrimonio reservado es excepcional frente a la sociedad conyugal que es el régimen 
normal de bienes  de acuerdo al art. 135º del Código Civil. 
Respecto de este punto la jurisprudencia no muestra un criterio constante y uniforme 
respecto de los medios de prueba necesarios y suficientes para acreditar la existencia 
de este patrimonio reservado; a pesar de que el Código Civil declara de manera 
expresa que se pueden hacer valer todos los medios probatorios contemplados por la 
ley. Encontramos por ejemplo la Resolución que dictó el 1º Juzgado Civil de 
Talcahuano con fecha 5 de junio de 1997 que consideró que: “… es a la mujer a 
quien le corresponde probar sus argumentaciones y el origen del dominio exclusivo 
del bien objeto de autos…” 
Lo anterior se produce porque las posiciones existentes son diferentes a la hora de 
establecer si concurrieron o no de manera adecuada los requisitos establecidos por el 
art. 150 del Código Civil. Para algunos, sólo se hace necesaria la concurrencia de 
cualquier medio probatorio, salvo la confesión; en cambio para otros la prueba 
testimonial y/o documental resulta insuficiente, según se desprende de la resolución 
dictada en la Causa Rol Nº 3553-00 de la Corte de Apelaciones de Concepción52. 
Por otra parte, conociendo de un recurso de apelación, la Corte de Apelaciones de 
Santiago en la Causa Rol Nº 6403-96 de fecha 21 de abril de 199753, ha resuelto  -
como se señala en el Vistos 3º-: “…el hecho de que la mujer casada se encuentre en posesión de 
un título  profesional o cumpla con los requerimientos necesarios para desempeñar algún trabajo 
reglado, como ser, en el caso de la mujer comerciante, haber obtenido la correspondiente patente 
municipal a su nombre, no es suficiente, para dar por establecido la existencia del patrimonio al que 
se refiere el art. 150 del Código Civil; es necesario también que la mujer ejerza la actividad de modo 
material real y efectivo y lo haga en forma separada de su marido, es decir, sin que exista 
colaboración entre ambos o, lo que es lo mismo, sin que pueda sostenerse que el trabajo de uno de 
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ellos constituya una contribución a la actividad del otro”. Criterios similares ocupó la Corte de 
Apelaciones de Santiago, en el Fallo Causa Rol Nº 1107-83 -anteriormente aludido- 
en el VISTOS 5º, al concluir: “que la única prueba alegada por el demandante indicado para 
demostrar que el contrato en cuestión se suscribió por la demandada en el ejercicio de su profesión es 
el propio texto de dicho instrumento, en el cual ésta reconoce tal calidad, probanza que no deberá ser 
tomada en cuenta por el tribunal, ya que lo que la ley exige, como se indicó anteriormente, es que se 
pruebe el ejercicio de una profesión, no bastando con acreditar el título de la misma, ya que el 
artículo 150 indicado dice relación  con el patrimonio derivado de una profesión y no con la dignidad 
o grado que esta confiere”. 
Sin embargo, parte de la doctrina, entre los que cuenta el profesor René Ramos 
Pazos, no comparte este razonamiento. Ellos sostienen que bastaría que la mujer 
exhibiese una patente industrial, profesional o comercial pues son instrumentos 
públicos suficientes para acreditar la actividad de la mujer casada en forma separada 
de su marido, apoyándose en la historia fidedigna de la Ley Nº 5.52154, en particular 
en el Mensaje enviado por el ejecutivo al Parlamento, a saber: “…si es empleada pública, 
exhibirá el decreto de nombramiento, si es empleada particular u obrera, exhibirá un certificado del 
empleador, si es industrial la patente profesional; y si ejerce alguna profesión el respectivo título 
profesional…”. Siguiendo esta teoría, podríamos concluir que la resolución a la cual 
arribó la Corte, atentaría contra el espíritu de la ley55. 
Otro tema importante dentro de la institución del patrimonio reservado, dice relación 
con la prueba de que un bien determinado es parte de él. El art. 150 inc. 3º del 
Código Civil señala que: “… Incumbe a la mujer acreditar, tanto respecto del  marido 
como de terceros, el origen y dominio de los  bienes adquiridos en conformidad a 
este artículo. Para  este efecto podrá servirse de todos los medios de  prueba 
establecidos por la ley...”. Al respecto, la Corte Suprema de Justicia el 23 de junio de 
                                                          
54 D.L. 328, de 29 de abril de 1925, perfeccionado por la Ley Nº 5.521, de 19 de diciembre de 1934, se 
establece la independencia de la mujer para gestionar los bienes que adquiera como producto de su 
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55 Las leyes poseen una letra (lo que consta escrito) y un espíritu, que es lo que motivó al legislador a 
dictarla, y muchas veces esa intención no está muy clara en lo que se ha dejado plasmado, pudiendo la 
interpretación que se haga a posteriori por los jueces diferir de lo querido por el legislador. Conocer la 
verdadera intención del legislador no es tarea fácil y hay que demostrarla, pues de lo contrario se caería 
en subjetivismos que más que desentrañar lo que quiso el que las sancionó, posibilitaría a los jueces 
tener aún más discrecionalidad en sus sentencias pudiendo atribuir a la intención del juez la suya 
propia. 
1999 conociendo de un recurso de casación, en Causa Rol Nº 3205-3856, no siguió 
esta directriz, ya que la mujer, a pesar de cumplir con todos los requisitos necesarios 
para configurar la presunción del artículo 150, por el hecho de requerir la firma del 
marido a petición de una institución bancaria, consideró que el bien adquirido por la 
mujer ingresaba al haber social, y no al patrimonio reservado. Este razonamiento 
desvirtúa lo resuelto en primera instancia en esta causa en el Considerando 27º, a 
saber, “las comparecencias o autorizaciones del cónyuge en algunos de los actos que dieron origen a 
la transacción no han desnaturalizado tal hecho y han sido inoficiosas a los efectos de esta causa, ya 
que no contienen la manifestación en el sentido de que el bien pertenezca al patrimonio social, por lo 
que se enerva la presunción del art. 1739 del Código Civil”57, que en mi criterio parece 
ajustarse más a derecho y al espíritu del legislador, puesto que, a pesar de las 
modificaciones de la Ley Nº 18.802, el marido continua siendo frente a terceros el 
representante legal de la mujer casada bajo el régimen de sociedad conyugal y es muy  
probable que por esto, hoy en día, pese a considerarse a la mujer plenamente capaz, 
las instituciones bancarias o financieras exijan la concurrencia y autorización del 
marido (en cualquier régimen) para que la mujer pueda celebrar actos al amparo de su 
patrimonio reservado (tal como se requería antes de otorgársele plena capacidad) 
para así evitar cualquier posible vicio. 
Existe claridad respecto de que la carga de la prueba pesa sobre la mujer en algunos 
fallos, pero en otros, y de modo casi anecdótico, se traspasa la carga de la prueba a 
los terceros que contratan con la mujer que actuó dentro de su patrimonio reservado. 
La doctrina se presenta dividida, existiendo sendos argumentos a favor de una y otra 
posición, como se pudo apreciar en los fallos anteriores. 
Por lo señalado anteriormente cabe concluir que hoy en día no basta con la 
exhibición de un título profesional o una patente industrial, sino que se debe probar 
por el ejercicio real y efectivo de una profesión, industria u oficio separado del 
marido por parte de la mujer, porque no cabe duda que la inclusión del patrimonio 
reservado de la mujer casada, como régimen anexo a la sociedad conyugal, se debe a 
la masiva incorporación de la mujer a la actividad productiva58, como consecuencia 
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58 El 21% de los hogares chilenos son encabezados por mujeres, y el 32% de la población 
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del transformación del sector urbano industrial, que se ha manifestado en un ascenso 
de la mujer hacia posiciones más ejecutivas. A nuestro parecer el tema no es tan 
complicado de zanjar, basta con entender que si se creó la institución del patrimonio 
reservado, fue porque se hacía imperiosa la necesidad de que la mujer administrara 
por si sola al menos parte de sus bienes. Pero al respecto, la participación presenta la 
ventaja de darse lo anterior, vale decir, le entrega autonomía a la mujer a la hora de 
administrar sus bienes y la existencia éstos se acredita de manera mucho más sencilla 
que en la sociedad conyugal, pues aquí sólo se requiere que se acrediten mediante los 
inventarios solemnes que deben hacerse antes de contraer matrimonio y al término 
de la vigencia del régimen, con lo que se soslayarían las dificultades probatorias a las 
que se ve enfrentada la mujer al momento de acreditar su patrimonio reservado, tal 
como lo demuestra la resolución del Primer Juzgado Civil de Talcahuano, de fecha 5 
de junio de 1997 en donde consideró que: “… es a la mujer a quien le corresponde probar 
sus argumentaciones y el origen del dominio exclusivo del bien objeto de autos…”. 
 
1.2 Validez del Pacto de separación total de bienes y su oponibilidad frente a 
terceros: 
Una de las formas de poner término al régimen de sociedad conyugal es a través de 
su sustitución de manera convencional por el pacto de separación total de bienes 
(mutabilidad de los regímenes patrimoniales del matrimonio vigentes en Chile).  
En este tema los terceros acreedores juegan un papel importante, porque por lo 
general son ellos los que se ven afectados por este cambio de régimen, ya que ven 
alterados los patrimonios con los que originalmente contrataron, viendo, de esta 
manera, disminuidos los derechos reales o personales que pudiese tener a su favor. 
El Código Civil, en su art. 1723, es claro al señalar que basta que se cumplan las 
solemnidades en él prescritas para hacer oponible la sustitución. Más adelante agrega 
que no se perjudicará, en caso alguno, los derechos válidamente adquiridos por 
terceros. Entonces surge una contradicción: ¿qué pasa con un pacto que cumple 
todas las formalidades pero perjudica a terceros?, ¿le será oponible? 
                                                                                                                                                               
preparado acerca del proyecto de Ley que modifica el Código Civil en materia de régimen patrimonial 
del matrimonio) 
La respuesta a tales interrogantes no es pacífica ni en la jurisprudencia ni en la 
doctrina, por ejemplo, en cuanto a los tribunales, algunos sostienen que mientras se 
cumplan las solemnidades exigidas por el art. 1723 del C.C. el pacto le es oponible a 
terceros, mientras que otros estiman que además de lo anterior, para que el pacto sea 
oponible a terceros, es necesario que se realice un inventario y una tasación solemne 
de los bienes; sin embargo, existe una tercera corriente que derechamente vela por 
los derechos de los terceros que se ven menoscabados por la sustitución. 
Al parecer el criterio de los juzgados de primera instancia es de estimar que mientras 
no se lleve a cabo la liquidación de la sociedad conyugal en virtud del pacto de 
separación de bienes, los comuneros nacidos a partir de la sustitución del régimen no 
son titulares de un derecho de dominio, por lo que no pueden reclamar una cuota 
sobre un bien singular integrante de la universalidad. Dicho criterio se desprende del 
fallo de primera instancia en causa Rol Nº 3491-83 del 6º Juzgado Civil de Santiago59, 
ésto porque al momento de la disolución de la sociedad conyugal debe procederse 
inmediatamente a su liquidación60, en los términos del art. 1765 del C.C61, de lo 
contrario, si se hiciere sin las solemnidades, no va a tener valor en juicio sino contra 
las personas señaladas en el art. 1766 del cuerpo legal antes citado62. A este respecto 
es importante señalar el fallo de casación, Causa Rol Nº 2410-96, en el cual la Excma. 
Corte Suprema63 señala: “Que, siendo así y habida cuenta el mérito y fe relativos y en caso 
alguno pleno absoluto que el instrumento público respecto de los terceros en cuanto a la verdad de las 
declaraciones que en él se hayan hecho los interesados, no resta sino desechar la tercería fundada en 
supuestos derechos comunitarios sobre el inmueble antes descrito y sin perjuicio de reconsignar que 
aún en el evento de ser ésta efectiva, no fecunda las pretensiones del incidentista pues no puede alegar 
derecho alguno exclusivo único fundamento aceptable de la Litis sobre parte de los bienes comunes o 
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     Si entre los partícipes de los gananciales hubiere  menores, dementes u otras personas inhábiles 
para la  administración de sus bienes, serán de necesidad el  inventario y tasación solemnes; y si se 
omitiere  hacerlos, aquel a quien fuere imputable esta omisión, responderá de los perjuicios; y se 
procederá lo más  pronto posible a legalizar dicho inventario y tasación  en la forma debida. 
63 Fallo publicado en el Libro de Registro de Sentencias Civiles de la Corte Suprema, Nº1, Octubre 
1997; Revista Fallos del mes Nº 374, pág. 890; Recurso de Queja publicado en Revista Fallos del Mes 
Nº 414. 
cuotas de los mismos, en tanto no intervenga la correspondiente adjudicación que los individualizara 
convenientemente”. Posteriormente, se dedujo recurso de casación, el que fue acogido, 
porque de acuerdo a lo anterior se desconoció el mérito que el art. 1723 del C.C. le 
otorga al pacto de separación de bienes64, ya que si bien no se procedió a la 
liquidación de la comunidad originada a partir de la disolución del régimen de 
sociedad conyugal, los bienes en ella comprendidos les pertenecerían pro indiviso a 
cada uno de los cónyuges con posterioridad al pacto de separación de bienes65, por lo 
que al ejecutarse de manera íntegra los bienes, también se estaría ejecutando la cuota 
perteneciente a la mujer, que está amparada por el art. 519 del Código de 
Procedimiento Civil66, ya que sin perjuicio de que se transfieran los derechos del 
cónyuge ejecutado por la venta forzada, el juez no puede transferir al ejecutante más 
derechos de los que el tradente representado por él tenía67, es decir, no podía 
transferir  más de su parte o cuota en el inmueble, constituyendo en la parte restante 
venta de cosa ajena. 
Este criterio también se apoya en el razonamiento hecho por el sentenciador de 
casación en el Considerando noveno, con fecha 23 de enero de 199068, en el cual 
señaló: “… que el derecho de la tercerista emana del acto de separación de bienes celebrado con su 
marido y subinscrito, y la consiguiente liquidación, pacto que tiene valor entre los cónyuges y respecto 
de terceros, desde la fecha de la subinscripción en el Registro Civil, siendo este el único requisito para 
darle valor;  que la sentencia recurrida al negar el valor de la liquidación de la sociedad 
conyugal que hubo entre el ejecutado y el tercerista, por no haberse hecho inventario y tasación 
judiciales, exigiéndolos así como otro requisito de la liquidación de la sociedad conyugal, infringe el 
artículo 1723 del Código Civil, que contempla como único requisito para darle valor a la separación 
de bienes y a la referida liquidación la escritura pública debidamente inscrita…” 
                                                          
64 De acuerdo al art. 1723 del C.C. el pacto por el cual los cónyuges substituyen el régimen de sociedad 
de bienes, surte efecto entre las partes y respecto de terceros, siempre que se haya celebrado por 
escritura pública y se subinscriba al margen de la respectiva inscripción matrimonial, dentro de los 30 
días siguientes a su fecha, por lo tanto le es oponible a terceros los cuales no pueden desconocer las 
consecuencias jurídicas de dicho pacto. 
65 Este razonamiento se repite en el Fallo Causa Rol Nº 438-87 de fecha 23 de marzo de 1990, 
publicado en la Gaceta Jurídica Nº 117, pág. 26. 
66 Fallo Causa Rol Nº 7697-93, respecto de un recurso de queja se acoge tercería de dominio 
interpuesta por la cónyuge del marido ejecutado, respecto de bien raíz parte de la comunidad formada 
a consecuencia del término de la sociedad conyugal, por acto de separación de bienes. 
67 Fallo de recurso de casación en el fondo de fecha 13 de septiembre de 1990, publicado en la Revista 
de Derecho y Jurisprudencia Tomo LXXXVII, Segunda Parte, Sección Primera, pág. 145. 
68 Fallo publicado en Revista de Derecho y Jurisprudencia, Tomo LXXXVII, Segunda Parte, Sección 
Primera, pág. 4. 
A nuestro parecer, una norma importante para salvaguardar lo anterior, sería el art. 
1766 inc. 1º del C.C., ya que su razón de ser -al igual que la norma del art. 1723- es 
impedir que los cónyuges se concierten para sacar bienes de la sociedad conyugal y 
perjudicar de esa manera los derechos válidamente adquiridos por los acreedores, por 
ello se exige que se ponga en conocimiento de aquéllos los actos y contratos que 
tienden a modificar el régimen patrimonial, los que serán inoponibles en caso de no 
dar cumplimiento a las medidas de publicidad requeridas por la ley. Al respecto, el 
Fallo Causa Rol Nº 300-96 de la Excma. Corte Suprema, ha resuelto favoreciendo a 
los terceros que contrataron con uno de los cónyuges, estableció “… que el legislador al 
autorizar a los cónyuges para sustituir el régimen de sociedad de bienes por el de separación total, 
adoptó las medidas necesarias para proteger a los terceros que contratasen con el marido, de posibles 
maniobras tendientes a perjudicarlos en sus legítimos derechos, que aparecían suficientemente 
resguardados por el patrimonio social…”, además señaló “… que, en consecuencia, en la especie  
la condición legal de los bienes de la sociedad conyugal que existía al contratar con el ejecutante, no 
ha podido ser modificada por el instrumento púbico suscrito entre los cónyuges”. 
Otro fallo, a nuestro juicio, de importancia es el de Causa Rol Nº 1423-2006, de 
fecha 17 de agosto de 2006, en donde la Corte de Apelaciones de Temuco, ha 
sostenido, en su Considerando sexto y séptimo, que la demandante o tercerista al 
prestar servicios al demandado, se deriva de manera indiscutible que se trata de una 
deuda social por lo que no afectaría los derechos que adquirió contra la sociedad 
conyugal y, por lo tanto, la disolución y liquidación de la sociedad conyugal le es 
inoponible, es por eso que esta Corte no tomo en cuenta la ausencia de la solemnidad 
judicial del inventario que sirvió de base para practicar las adjudicaciones suscitadas 
en el caso en cuestión. 
En consecuencia, la sanción establecida en el inc. 1º del art. 1766 del C.C. sólo 
beneficia a aquel que tenga la calidad de acreedor, puesto que lo que efectivamente 
persigue el legislador es proteger los derechos de los terceros que detentan un 
crédito, el cual pueden hacer efectivo en el patrimonio de la sociedad conyugal, 
siempre que la calidad de acreedores la tengan a la época en que los cónyuges 
modifican el régimen patrimonial de la sociedad conyugal y no después de aquel acto, 
ya que, en ese caso, los acreedores, para conocer el estado patrimonial y la situación 
real y jurídica de su deudor, pueden recurrir al estudio de los registros pertinentes de 
los Conservadores de Bienes Raíces, registros que, además de producir ciertos 
efectos establecidos expresamente en la ley, tienen por finalidad poner en 
conocimiento de los terceros las modificaciones o limitaciones que afectan al derecho 
de dominio que detenta una persona respecto de un bien determinado. Incluso 
podrán verificar el régimen, según lo establece el inc. 1º del art. 860 del Código de 
Procedimiento Civil, en que el deudor contrajo vínculo matrimonial, mediante el 
análisis de las actas matrimoniales que se custodian en el Archivo Nacional del 
Registro Civil. 
Respecto a este apartado podemos señalar  que, si bien, la falta de solemnidad judicial 
e incluso la omisión del inventario y tasación no anula el acto de liquidación de la 
sociedad conyugal, el pacto de separación de bienes debe cumplir con todas las 
formalidades de publicidad exigidas por la ley para ser oponibles a terceros, a saber: 
- Subinscripción en el Registro Civil. 
- Inventario solemne de los bienes. 
- Tasación solemne de los bienes. 
- Liquidación. 
Y en caso de tener la sociedad conyugal o uno de sus cónyuges, al momento de 
realizarse la liquidación, acreedores, se les debe notificar del pacto, de lo contrario, el 
pacto les sería inoponible. 
Frente a esto el régimen de participación en los gananciales ofrece una adecuada 
protección a los terceros acreedores -como ya lo dimos a conocer en el Capítulo 
anterior- ya que al momento de contratar con alguno de los cónyuges, los terceros 
van a conocer con precisión cuál es el patrimonio comprometido, ya que se 
encuentra debidamente determinado en los inventarios iniciales que se elaboraron al 
momento de optar por el régimen de participación, además de la autonomía con la 
que cuenta cada cónyuge para contratar, situación que no se da en la sociedad 
conyugal en donde se requieren autorizaciones y formalidades respecto a la 
enajenación de los bienes. Es por ello que sostenemos, que al optar por el régimen al 
cual adherimos, nos evitaríamos engorrosos procedimientos destinados, por una 
parte, a saber cuál fue la intención del legislador al momento de redactar las normas, 
y por otra, a determinar la ubicación de un bien respecto de los patrimonios de los 
cónyuges, ahorrando tiempo y dinero perdidos en tercerías. 
     
1.3 Autorización de la mujer casada bajo el régimen de sociedad conyugal 
para ejecutar actos de disposición respecto de bienes sociales: 
Pese a la serie de innovaciones que ha experimentado esta materia, la mujer continúa 
siendo discriminada frente a su marido, tal es el caso de la norma contenida en inc. 
final del art. 1754 del Código Civil, la cual nos señala que: “No se podrán enajenar ni 
gravar los bienes raíces de la mujer, sino con su voluntad. La voluntad de la mujer deberá ser 
específica y otorgada por escritura pública, o interviniendo expresa y directamente de cualquier modo 
en el acto. Podrá prestarse, en todo caso, por medio de mandato especial que conste de escritura 
pública. 
Podrá suplirse por el juez el consentimiento de la  mujer cuando ésta se hallare imposibilitada de 
manifestar  su voluntad. 
La mujer, por su parte, no podrá enajenar o  gravar ni dar en arrendamiento o ceder la tenencia  de 
los bienes de su propiedad que administre el marido,  sino en los casos de los artículos 138 y 138 
bis”.                                   
Tal como lo dimos a conocer en su oportunidad, esta norma es claramente 
inconstitucional. Pero no sólo genera este problema. Otro punto de gran conflicto es 
el sentido que se le quiere dar a la frase “… de cualquier modo…” en el inc. 1º del 
artículo en cuestión. Para algunos basta con la concurrencia física de la mujer en el 
acto, para que se entienda que autoriza de manera tácita el acto69. Para otros, la mujer 
debe manifestar su voluntad autorizando de manera expresa y directa, no bastando 
sólo su comparecencia física70.  
El fallo Causa Rol Nº 1702-98, de fecha 23 de junio de 199971, la Excma. Corte 
Suprema establece en uno de sus Considerandos que: “… el compromiso celebrado por el 
demandado, no cumple con el inc. 3º del art. 1749 del Código Civil, cuando esta cita legal establece 
a la letra lo siguiente: El marido no podrá enajenar o gravar voluntariamente ni prometer enajenar o 
gravar los bienes raíces sociales ni los derechos hereditarios de la mujer, sin autorización de ésta…”. 
Al parecer esta resolución se ha inclinado por la posición del profesor Pablo 
Rodríguez.  
                                                          
69 ROSSEL, Enrique. “Manual de Derecho de Familia”. Santiago, Editorial Jurídica de Chile, 1994. 
Pág. 139. 
70 RODRIGUEZ, Pablo. “Regímenes Patrimoniales”. Santiago, Editorial Jurídica de Chile, 1997. Pág. 
327. 
71 Fallo publicado en el Libro de Registro de Sentencias Civiles de la Corte Suprema, junio 6-7, 1999. 
La falta de autorización por parte de la mujer importa la omisión de un requisito 
prescrito por la ley para la validez de un acto, lo que en consecuencia acarreará la 
nulidad relativa del acto o contrato. Esto se confirma con el fallo de casación de la 
Corte de Apelaciones de Rancagua, Causa Rol Nº 3792-01, de fecha 01 de agosto de 
2002, el cual ha llegado de la conclusión de que el demandado al celebrar un acto de 
enajenación respecto de bienes pertenecientes al haber social requería la autorización 
de la mujer. El marido incurre en incumplimiento de su la única obligación que tenía 
como vendedor, o sea, dar la cosa vendida, al no lograr que su cónyuge suscribiera el 
contrato de compraventa celebrado. Otro fallo que sigue la misma línea es el de la 
Excma. Corte Suprema, Causa Rol Nº 4620-01, de fecha 28 de mayo de 200272, en el 
cual se concluyó que la sanción a la falta de autorización de la mujer en la 
enajenación de los bienes raíces pertenecientes a la sociedad conyugal, de acuerdo al 
artículo 1757 del Código Civil, es la nulidad relativa del acto o contrato. 
Otro fallo importante, es el de la Excma. Corte Suprema de Causa Rol Nº 6762-2008, 
de fecha 28 abril de 2010, en el cual acoge el recurso deducido y dicta sentencia de 
reemplazo señalando que el cónyuge de la demandante no obtuvo la autorización de 
ésta, al pactar los gravámenes que afectan a los bienes raíces de la sociedad conyugal 
a favor del Banco; palmariamente tal omisión configura una hipótesis de nulidad 
relativa de los actos jurídicos constitutivos de las cauciones respectivas, al tenor de las 
normas legales del artículo 1681 y 1682 inciso final del Código Civil , las que han 
resultado transgredidas por la sentencia impugnada, por no haberlas aplicado como 
correspondía, al decidir la pretensión hecha valer en la demanda. 
A mayor abundamiento, la Corte de Apelaciones de San Miguel, en Causa Rol Nº 
787-2010, de fecha 22 de noviembre de 2010, revoca el fallo de primera instancia y 
en definitiva no da lugar a la autorización  solicitada por el demandante ante la 
negativa de la mujer a conferirle autorización para enajenar los inmuebles , por 
aparecer revestida de justo motivo y entidad suficiente, por cuanto éstos se 
encontrarían con medidas precautorias y usufructo a favor de la recurrente como 
pensión de alimentos siendo su sustento el día de hoy. 
Hasta aquí las cosas, podríamos pensar que los tribunales de justicia tienen un criterio 
más o menos uniforme en cuanto a la autorización de la mujer para que el marido 
pueda ejecutar actos de enajenación de bienes sociales, pero ello no es así puesto que 
                                                          
72 Fallo de casación en el fondo, publicado en la Gaceta Jurídica Nº 263, mayo de 2004. 
la Excma. Corte Suprema, en el fallo Causa Rol Nº 18970-94, de fecha 24 de octubre 
de 199473, confirmando lo resuelto por la Corte de Apelaciones de Rancagua, fue 
tajante en no dar lugar a la demanda de nulidad interpuesta por la cónyuge respecto 
del contrato de promesa de compraventa celebrado por su marido, sin que ella 
hubiese otorgado su autorización, al estimar que el demandado al celebrar el contrato 
de promesa de compraventa, lo hizo en su condición de representante legal de la 
demandante en lo relativo al bien social afecto al contrato celebrado ocupando como 
sustento lo preceptuado por el art. 1448 del Código Civil74. 
Este argumento  deja en claro que existe una confusión respecto de que si bien el 
marido actúo como representante legal de su mujer, ésta no prestó su autorización.  
En síntesis, estamos convencidos de que no puede considerarse a la mujer 
representada legalmente por el marido, ya que desde las modificaciones introducidas 
por la Ley Nº 18.802, la mujer dejó de ser incapaz relativa, y el marido no es 
considerado como representante legal75, por lo que el planteamiento utilizado en este 
último fallo, a nuestro parecer es erróneo. Con esto, no estamos desconociendo la 
calidad del marido de administrador de la sociedad conyugal, pues una cosa es que 
por ley sea el administrador de ésta y otra muy distinta es que sea el representante 
legal de la mujer. 
Frente a estos conflictos, el régimen de participación en los gananciales, presenta la 
ventaja -como explicamos más detalladamente en el Capítulo anterior- que durante su 
vigencia los cónyuges administran libremente sus bienes, sin requerir de la 
autorización del otro para ejecutar actos de disposición o enajenación de su 
patrimonio (salvo las excepciones que la propia ley contempla, de modo de evitar 




                                                          
73 Fallo de casación, publicado en Revista Fallos del Mes Nº 431, pág. 703, octubre 1994. 
74 Art. 1448. Lo que una persona ejecuta a nombre de  otra, estando facultada por ella o por la ley para  
representarla, produce respecto del representado iguales efectos que si hubiese contratado él mismo. 
75 Modificaciones introducidas por la Ley Nº 18.802 el año 1989 a los artículos 43 y 1447 del Código 
Civil. 
                                           CONCLUSIÓN 
No cabe duda que en Chile, el matrimonio es el único medio legal para fundar una 
familia. Para explicar el desarrollo de este trabajo, sin duda cabe traer a colación el 
tantas veces mencionado concepto del matrimonio. En efecto, es preciso señalar que 
el artículo 102 de nuestro Código Civil define el matrimonio como un “contrato solemne 
por el cual un hombre y una mujer se unen actual e indisolublemente y para toda la vida, con el fin 
de vivir juntos, de procrear y de auxiliarse mutuamente”. A este respecto, surgen ciertos 
efectos que se van produciendo respecto de los bienes como consecuencia de la vida 
en común que dicho contrato genera. Es por esto, que el legislador se ha visto en la 
necesidad de reglamentar los efectos que se generan producto del matrimonio, 
efectos que dicen relación tanto con los bienes de los cónyuges como entre ellos 
mismos, y el conjunto de normas relativas a reglamentarlos constituyen lo que 
conocemos como régimen matrimonial. 
Sin embargo, uno de los fenómenos más extensos que interpelan vivamente la 
conciencia de la comunidad cristiana hoy en día, es el número creciente que las 
uniones de hecho están alcanzando en el conjunto de la sociedad, con la consiguiente 
desafección para la estabilidad del matrimonio que ello comporta. A medida que pasa 
el tiempo la familia se torna en un concepto más bien sociológico, en que el 
matrimonio no constituye ya una condición exclusiva para poder referirse a ella76. 
Hoy en día, se habla de uniones matrimoniales, no matrimoniales o de hecho, 
términos que han sido recogidos por la jurisprudencia nacional77. 
Es importante señalar, que la sola prueba de la existencia de una unión no 
matrimonial, no es suficiente para dar por establecida la existencia de una sociedad o 
una comunidad. En ese sentido, la Corte de Apelaciones de Santiago, en sentencia 
del 23 de Diciembre de 1996, señala que “el haber existido un concubinato de más de 
20 años entre dos personas, es ineficaz para dar por sentado que los bienes que 
aparecen integrando el patrimonio de una, hayan pertenecido a una comunidad entre 
ambos”. Luego de la entrada en vigencia de la ley de matrimonio civil (Ley Nº 
                                                          
76 Las uniones de hecho son una forma de organización social conocida desde antaño. Ya los romanos 
se refirieron a ellas con el nombre de concubinatus que proviene de cum cubare que significa 
comunidad de lecho. El concepto de concubinato fue recogido inicialmente por nuestra legislación, 
sin embargo hoy es una denominación que en el derecho comparado ya está siendo superada, porque 
se entiende que el concubinato va más allá de la comunidad de lecho a que aludían los romanos, 
siendo una comunidad de vida, semejante a la que se da en las uniones nacidas del matrimonio. 
77 Corte Suprema. Sentencia del 25 de Julio de 1989. (http://www.dudalegal.cl/uniones-de-hecho-no-
matrimoniales.html) 
19.947), la situación resulta más clara, ya que en su artículo 1° reconoce que el 
matrimonio es la base principal de la familia. 
En virtud de todo lo señalado con anterioridad (especialmente lo señalado en el 
capítulo IV y V), se hace imperiosa la modificación del régimen legal en nuestro país 
o derechamente acabar con los presupuestos en los cuales encuentra sustento, 
actualmente, la sociedad conyugal.  
Sin perjuicio de lo que puedan haber representado las tantas innovaciones que se han 
suscitado en torno al Código Civil, es justo destacar que la Ley Nº 19.335 es la 
primera reforma importante en materia de derecho de familia desde la Ley Nº 10.271 
de 1952. Es de esperar que esta Ley abra la puerta a reformas más profundas, en 
especial en materia de régimen económico del matrimonio, sin perjuicio de una 
mejor regulación a las separaciones de hecho y de alguna solución más cierta al 
problema económico que suscita el concubinato. 
Por ello estimamos que es urgente y necesario hacer  verdaderamente efectiva la 
plena capacidad de la mujer casada en sociedad conyugal, conciliándola con la 
protección económica del cónyuge que más tiempo dedica al cuidado de los hijos y 
del hogar común, lo que creemos que en cierta manera fomentará los matrimonios en 
Chile, que sin duda, han tenido un debilitamiento o descenso con el pasar de los 
años. 
Creemos que se debe terminar, de manera inmediata, con la jefatura exclusiva del 
marido en este tipo de régimen, para por una parte, incentivar las uniones 
matrimoniales y proteger los bienes adquiridos y por otra, proteger al más débil.  
Se hace necesario, simplificar el régimen, aumentando los bienes que son propios de 
cada cónyuge y administrados por ellos, facilitando la administración y liquidación de 
la sociedad.   
Nos parece interesante la opinión de la Ministra del SERNAM, doña Laura 
Albornoz, la cual ha iniciado un diálogo con el Congreso Nacional en orden a darle 
celeridad a un Proyecto de Ley que duerme en el Parlamento desde 1995 que 
precisamente modifica en esta parte la sociedad conyugal. La propuesta, básicamente, 
es que la administración de los bienes propios de cada cónyuge debe quedar 
entregada a quien sea dueño de ellos; en cambio la administración de los bienes 
sociales debe pertenecer en conjunto a ambos cónyuges, gozando ambos de la 
facultad de entregar, de común acuerdo, tal administración a uno de ellos. En caso de 
desacuerdo, será el juez que determinará a quién pertenecerá esta facultad de 
administrar los bienes, pero siempre con un límite: que a quien se entregue, sea el 
cónyuge más capaz, más idóneo de llevar a cabo este trabajo de administrador, no al 
cónyuge que por el sólo hecho de pertenecer al sexo masculino se presume, hasta 
ahora, como más capaz. 
Por otra parte, el abogado Eugenio Velasco, hizo notar al legislador dos aspectos, 
que por lo demás compartimos en su totalidad, muy importantes -cuya opinión fue 
escuchada en el seno de la discusión parlamentaria, ya que participó en la Comisión 
que presentó en 1970 el proyecto de ley que buscaba modificar los regímenes 
patrimoniales del matrimonio-, que a su juicio era necesario considerar: 
- Se mostró de acuerdo con el proyecto que introduce el sistema de 
participación en los gananciales en su modalidad crediticia, haciendo notar su 
similitud con el proyecto que fue presentado por la Comisión que él presidió en 
1970. Destaca que se eligió la opción menos complicada en cuanto a su aplicación 
práctica. 
- Pero se mostró en desacuerdo con el hecho de que se introdujera el sistema 
de participación como alternativo y convencional, ya que con esto se estamparía el 
camino para alcanzar el objetivo perseguido por el proyecto. 
Es importante agregar que, si bien, el régimen de participación en los gananciales es 
el que más ventajas ofrece, a nuestro parecer, desde un punto de vista abstracto, en la 
práctica tiene algunas deficiencias, al colocar en una situación desmejorada al 
cónyuge que trabaja, y ahorra, frente al que consume de buena o mala manera, el 
producto de su labor. Sin perjuicio de lo anterior,  el régimen incorporado por la Ley 
Nº 19.335 presenta todas las ventajas de los regímenes de separación de bienes y de 
sociedad conyugal, siendo lo mejor que no comparte sus inconvenientes. El régimen 
de separación tiene la ventaja de que cada cónyuge administra sus bienes sin 
injerencia del otro y se hace duelo de lo adquiera con su esfuerzo, pero tiene una 
desventaja cual es que los gananciales adquiridos por cada cónyuge durante el 
matrimonio le pertenecen exclusivamente a él, de modo que si uno sólo produce, el 
otro, en este caso el más débil, no tiene ninguna participación en ello. Por el 
contrario, la sociedad conyugal, si bien es cierto que presenta la virtud de que una vez 
disuelta la comunidad los gananciales se reparten por mitades entre los cónyuges, con 
independencia de quien los adquirió, presenta como desajuste el hecho de dejar a la 
mujer en completa sumisión hacia su marido, al extremo de verse privada de 
administrar sus propios bienes. En el régimen de participación en los gananciales 
ambos inconvenientes desaparecen. Junto con asegurar la completa igualdad e 
independencia de los cónyuges durante el matrimonio en lo concerniente a la 
propiedad, administración y disposición de sus bienes, le permite participar en la 
mitad de los gananciales adquiridos por el otro. 
La mayoría de las personas no saben de qué trata cada uno de los regímenes. Sin 
embargo, cuando un hombre y una mujer se casan ante el oficial del Registro Civil, 
los novios deben optar libre y voluntariamente a cuál sistema de administración de 
bienes desean acogerse. Creemos que es muy necesario que previamente se les 
instruya en esta materia a los contrayentes, por el hecho de que cada régimen 
patrimonial tiene sus ventajas y sus desventajas, aspecto que los futuros cónyuges 
deben considerar seriamente antes de tomar una decisión, de esta forma, se 
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